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Resumen 
Este estudio es un análisis documental sobre la Protección del Derecho a la Salud, 
en la legislación vigente y su vinculación con las políticas públicas hasta marzo del 
año 2013. Fueron analizadas las políticas vigentes así como la legislación que rige la 
actuación del Estado en materia de salud. Para hacerlo posible se usaron matrices 
de análisis que facilitaron el poder llegar a conclusiones que responden a la 
interrogante principal: ¿Existe vinculación entre la Legislación Vigente y las Políticas 
Nacionales en Salud? 
Se consideró las principales Declaraciones y Convenciones Internacionales de los 
que es parte el Estado de Nicaragua en el concierto de naciones, la Constitución de 
la Organización Mundial de la Salud, Declaración Universal de Derechos Humanos, 
la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre y la Convención 
Americana de Derechos Humanos, todos reconocen el derecho a la salud como un 
derecho humano y por tanto una obligación del Estado. 
En el marco del concierto internacional también hacen declaraciones en las que se 
imponen metas para reducir la pobreza por ejemplo, lo cual redunda en mejorar las 
condiciones de vida de la población, lo cual se circunscribe a la Declaración de las 
Metas del Milenio. 
La legislación nacional se corresponde con los compromisos internacionales. 
Postulados incluidos en la legislación nacional son derivados del contenido de los 
instrumentos internacionales de derechos humanos. En el mismo sentido las políticas 
públicas se derivan de las metas propuestas en las políticas públicas globales. Cada 
gobierno asume la responsabilidad de cumplir con los compromisos internacionales y 
elige la metodología para cumplirlos. 
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I.- INTRODUCCIÓN 
El Estado de Nicaragua ha suscrito Declaraciones y Convenciones Internacionales 
en los que se compromete a adecuar en su legislación interna a los postulados que 
surgen como compromisos de Estados. Tanto la Organización de Naciones Unidas 
como la Organización de Estados Americanos, organismos suprarregionales de los 
que Nicaragua es soberanamente parte y que dan seguimiento al cumplimiento de 
los compromisos internacionales, por medio de estos compromisos los Estados 
acuerdan mejorar las condiciones de vida para la población. Estos compromisos son 
los que establecen los Estándares Internacionales. 
Los compromisos internacionales tienen un nexo causal con las legislaciones 
nacionales, del mismo modo que las legislaciones nacionales tienen un nexo causal 
con las políticas públicas nacionales, las cuales tienen un nexo causal con las 
políticas públicas globales. La interrelación del andamiaje jurídico nacional e 
internacional fortalece la acción del Estado frente a las necesidades de la población. 
Existen distintos compromisos sin embargo los relacionados con los derechos 
humanos de la población y en especial los que reconocen el derecho a la salud son 
parte de este Estudio. La gestión estatal está sustentada en la superestructura que 
organiza la función del Estado. Esta consiste en la suscripción de acuerdos 
internacionales reconociendo derechos humanos, la implementación de estos 
acuerdos por medio de la aprobación y sanción de la legislación interna. Las leyes 
derivan en reglamentos que facilitan la ejecución de las normas, lo más específico 
son los protocolos de atención que establecen las directrices a las autoridades de 
salud y trabajadores, así como la identificación de los usuarios del sistema. 
Prevención y Educación en Salud 
En lo que hace a la prevención y educación el Estado pretende suplir esa necesidad 
con el Modelo de Salud Familiar y Comunitario, MOSAFC el cual pretende cambiar el 
modelo de atención curativo, fragmentado e individualizado a un modelo de atención 
integral, que considere a la familia, la comunidad y el ambiente, como parte del 
proceso salud enfermedad. 
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Este Modelo, se sustenta en la Estrategia de Renovación de la Atención Primaria en 
Salud, que consiste en establecer el primer nivel de contacto de los individuos, la 
familia y la comunidad con el sistema nacional de salud, mediante su plena 
participación, con un espíritu de autorresponsabilidad y autodeterminación, llevando 
lo más cerca posible la atención de salud al lugar donde residen y trabajan las 
personas, constituyéndose en primer elemento de un proceso permanente de 
asistencia sanitaria, función central del desarrollo social y económico global de la 
comunidad. 
Así mismo, orienta la organización de los establecimientos de salud en redes 
articuladas para brindar los servicios integralmente. El modelo de gestión está 
dirigido a descentralizar la atención de Salud. El Modelo de Salud Familiar y 
Comunitario tiene un enfoque holístico que trasciende la Atención a la familia hasta la 
comunidad cuya base de actuaciones es el sector, donde se reconoce los problemas 
de salud y se asume el compromiso de soluciones integrales, resolviendo los 
problemas de exclusión social, haciendo coherente la acción con las políticas de 
mejorar la universalidad, accesibilidad, equidad en la prestación de los servicios, 
eficiencia y calidad. 
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II.- ANTECEDENTES 
Nicaragua tiene una población de 6 millones 71 mil 45 personas, el 60 % de la 
población se concentra en las zonas urbanas y semiurbanas, principalmente las 
cabeceras departamentales (Instituto Nicaragüense de Información al Desarrollo 
INIDE, 2012). Las zonas menos pobladas son las rurales, las más alejadas de lo 
urbano con mayores dificultades de acceso a caminos y carreteras de penetración.1 
En las estimaciones y proyecciones de población del 2007 se calcula que el 10% de 
la población es de ascendencia indígena y la mayoría se concentra en la Costa 
Caribe del país. La población nicaragüense se caracteriza por ser joven, el 49.44 % 
es menor de 18 años, el 23.48 % es menor de 30 años y sólo el 3.2 % de la 
población supera los 64 años de edad (Instituto Nicaragüense de Información al 
Desarrollo INIDE, 2012). 
La población económicamente activa es de 2 millones 996 mil personas, entre tanto 
el desempleo abierto ronda los 190 mil personas, para una tasa de ocupación de 
93.7% y una tasa de desempleo2 del 6.3%, la mayoría de la población que trabaja en 
el sector informal, tiene un nivel de ingresos bajo y variable, lo que ocasiona 
situaciones de vulnerabilidad alimentaria, al no poder adquirir los productos 
necesarios, para satisfacer sus necesidades básicas, además que no están inscritos 
en el seguro social para que gocen del derecho a una seguridad social ante las 
contingencias de la vida (Secretaría de Políticas Nacionales, 2012). El Instituto 
Nicaragüense de Seguridad Social INSS tiene inscrito en el sistema a 623 mil 458 
trabajadores la mayoría ubicados en las zonas urbanas (Banco Central de 
Nicaragua, 2012). 
El total de trabajadores del Estado asciende a 89 mil 761 personas, estas cifras no 
incluyen a los empleados del Ministerio de Defensa y Gobernación. (Banco Central 
de Nicaragua, 2012) El personal de salud asciende a 13 mil 910 empleados3. El nivel 
de ingreso de la mayoría de las personas incorporadas al sector formal, 
                                                          
1 Cifras del Instituto Nicaragüense de Información de Desarrollo INIDE, al 30 de junio del 2012 
2 Banco Central de Nicaragua, Anuario de estadísticas macroeconómicas 2012, Capítulo III: Empleos y Salarios, Pág. 59 
3 Banco Central de Nicaragua, Anuario de estadísticas macroeconómicas 2012, Capítulo III: Empleos y Salarios, Pág. 62  
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principalmente al Estado, no cubre los costos de la canasta básica y a pesar que 
estos si cuentan con el derecho a la seguridad social, aunque éste no se brinda con 
la calidad esperada. El salario promedio mensual es de 7 mil 188 córdobas 
equivalente a 295 dólares aproximadamente (Banco Central de Nicaragua, 2012). 
Diversos estudios señalan, que el bajo nivel de ingreso de las familias, genera 
limitaciones que afectan directamente el goce y disfrute del derecho a una vida 
saludable. 
El Producto Interno Bruto PIB de Nicaragua reportado en el hasta el 2011 es de U$ 7 
mil 297 millones de dólares, reportando un nivel de crecimiento constante del 4.7 % 
anual y una inflación del 8 % anual, el gasto gubernamental en educación es de 5 % 
del PIB mientras que el gasto en salud es del 3.9 % del PIB. El gasto en salud por 
habitante es de U$ 44.30 al año, cuenta con 9.1 camas hospitalarias por cada 10 mil 
habitantes y se realizan 12 millones 394 consultas médicas anuales4. (Banco Central 
de Nicaragua, 2012) 
Las remesas familiares que envían nacionales residiendo en el exterior a sus 
familiares es de 911.6 millones de dólares. La tasa media anual de crecimiento 
poblacional es de 1.3 por cada 100 habitantes, la tasa de natalidad es de 23.1 por 
cada un mil habitantes. La tasa de fecundidad de mujer fértil es de 2.5 hijos, la 
esperanza de vida al nacer es de 74.5 años promedio y una tasa de mortalidad de 
4.6 por cada un mil habitantes5. (Banco Central de Nicaragua, 2012) 
La situación de pobreza en que se encuentran las familias nicaragüenses, tiene 
consecuencias inmediatas en su condición de salud. Los más afectados por la 
pobreza y extrema pobreza son los niños y las niñas quienes no tienen la posibilidad 
de recibir una alimentación nutritiva para su óptimo desarrollo físico, cognitivo y 
mental6. (López, 2007) 
                                                          
4  Nicaragua en cifras 2011, División Económica, Banco Central de Nicaragua. 
5  Ibdem 
6  La Salud: un derecho humano, López Hurtado Carlos Emilio, 1ra Ed. Managua, Nicaragua OPS/OMS, 2007 
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La situación de pobreza de  las Regiones Autonómicas de la Costa Caribe, es más 
dramática, según el Informe de Desarrollo Humano de la Costa Caribe “las regiones 
autónomas no sólo son los territorios, con los mayores niveles de pobreza y extrema 
pobreza, doce de sus diecinueve municipios se reportaron en el 2001 en situación de 
extrema pobreza, sino que también presentan la brecha de pobreza más alta” 
(López, 2007). 
Por otra parte la historia republicana de Nicaragua cuenta casi 200 años, la misma ha 
estado accidentada por guerras, desastres naturales y cambios de gobiernos por las 
vías de hecho. Cada vez que asume un gobierno, incluso del mismo partido, tienen la 
idea que es el primero y debe de fundar el Estado y sus instituciones, por ello el 
avance en materia de fortalecimiento institucional es débil por la falta de continuidad 
de las acciones del Estado a nivel general en beneficio de la población. 
La República de Nicaragua cuenta con legislación que protege el Derecho a la Salud, 
sin embargo la misma está dispersa en distintas leyes todas vigentes. El 
procedimiento para la formación de la Ley está en la Ley Orgánica de la Asamblea 
Nacional. Cada uno de los 92 representantes ante el parlamento fue electo por medio 
de elecciones postulados por un partido político, la excepción es el Presidente y 
Vicepresidente saliente quienes por ley obtienen un escaño durante el periodo 
legislativo siguiente. Desde las reformas a la Constitución del año 2000 la única 
manera de participar en elecciones a cargos de elección popular es por medio de un 
partido político. 
Las políticas públicas son las decisiones de Estado para cambiar una realidad por 
medio de acciones coherentes con las necesidades de la población. Las políticas 
Públicas en Salud son las directrices políticas de los Estados que dirigen las 
acciones de éste, en función de mejorar las condiciones de salud de la población. Es 
el interés manifiesto del Estado sobre la Salud Pública (CIES, 2012). 
Evaluar las políticas públicas en salud es una obligación de cumplimiento periódico, 
pues la misma debe responder a darle valor cuantitativo y cualitativo a los cambios 
generados por la implementación de las mismas políticas, de forma tal que el 
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andamiaje estatal que protege el ejercicio del derecho a la salud responda a las 
necesidades del contexto social. La continuidad de las políticas independientemente 
de los cambios en las estructuras de poder, permite modificar la realidad en una 
misma dirección. 
Estados fortalecidos institucionalmente responderán mejor ante la demanda de 
servicios de salud de la población. En el mismo orden conociendo la legislación 
actual y las políticas públicas que protegen el ejercicio del Derecho a la Salud estas 
se podrían evaluar y adoptar planes de implementación y seguimiento a corto, 
mediano y largo plazo. 
 
7 
III.- JUSTIFICACIÓN 
Es importante analizar la articulación entre las políticas de Estado en materia de 
salud pública y normas jurídicas en función de proteger los derechos de la población, 
nos va a permitir recomendar a los tomadores de decisión adopten las medidas 
necesarias para fortalecer el sistema que redunde en que a mediano o largo plazo 
podamos contar con un andamiaje jurídico solido que responda a las necesidades 
del contexto y como consecuencia la población acceda a mejores servicios de salud. 
Esto parte del conocimiento de derechos y obligaciones de los involucrados en la 
aplicación de las leyes e implementación de las políticas. 
Esta revisión y análisis en el caso de la legislación nicaragüense aún no se hace en 
correspondencia a establecer el vínculo con las políticas públicas, por lo que los 
resultados son novedosos toda vez que orientan a la toma de decisiones 
considerando el andamiaje jurídico existente. 
La toma de una decisión siempre está acompañada de cierto grado de incertidumbre. 
Tanto la intuición como la experiencia clínica fueron durante mucho tiempo los 
elementos que los investigadores aplicaban para contrarrestar el incierto. 
Actualmente existe un permanente reconocimiento de la necesidad de contar con 
información sistemáticamente recolectada, que sea válida y útil a las necesidades del 
investigador frente a la toma de decisiones. (Ortíz, 2005). 
La salud pública, entendiendo por tal, las actividades que desarrolla el gobierno que 
restauran, mantienen o mejoran el estado de salud de la comunidad; no queda al 
margen de esta dificultad ante la toma de decisión. 
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IV.- PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 
La protección del derecho a la salud corresponde al Estado, esto pasa por el 
establecimiento de políticas de Estado que se dirijan al cumplimiento de estándares 
internacionales sobre salud tales como las Funciones Esenciales de Salud Pública 
FESP. Las FESP son procesos y actividades del Sector Salud, que constituyen 
condiciones básicas para el desarrollo integral de la salud y el logro del bienestar, 
orientando la organización y el comportamiento de los actores que participan en el 
sector. (CIES, 2012) 
La medición de las FESP permite: i) Contribuir a mejorar la calidad del ejercicio de la 
salud pública; ii) Identificación de áreas de desempeño críticos a nivel de la autoridad 
sanitaria; iii) Estimular el proceso de rendición de cuentas; iv) Impulsar el desarrollo 
de la salud pública basado en la situación real; y v) Fortalecer la infraestructura de la 
salud pública (recursos, desarrollo tecnológico, infraestructura). (CIES, 2012) 
El reconocimiento del derecho a la salud obliga a los Estados a generar condiciones 
en las cuales todos puedan vivir lo más saludablemente posible. Esas condiciones 
comprenden la disponibilidad garantizada de servicios de salud, condiciones de 
trabajo saludable y seguro, vivienda adecuada y alimentos nutritivos. El derecho a la 
salud no se limita al derecho a estar sano. 
En virtud de lo anterior nos hacemos la siguiente pregunta: ¿Existe vinculación entre 
los Compromisos Internacionales, la Legislación Vigente y las Políticas Nacionales 
en Salud? 
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V.- OBJETIVOS 
Objetivo General: 
Analizar la relación entre los Compromisos Internacionales y la Legislación Vigente 
sobre la protección del derecho a la salud en Nicaragua y su vinculación con las 
Políticas Nacionales de salud a marzo del año 2013. 
Objetivo Específicos 
1. Identificar la Legislación vigente que protege el Derecho a la Salud. 
2. Analizar las Políticas Nacionales en Salud que rigen las acciones del Estado de 
Nicaragua. 
3. Valorar el vínculo que existe entre la legislación nicaragüense que protege el 
ejercicio del Derecho a la Salud y las Políticas Nacionales en Salud. 
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VI.- MARCO DE REFERENCIA 
La Organización Mundial de la Salud, agencia especializada de la Organización de 
Naciones Unidas, ha señalado que “los gobiernos tienen responsabilidad en la salud 
de sus pueblos”, y que esta responsabilidad “sólo puede ser cumplida mediante la 
adopción de medidas sanitarias y sociales adecuadas” (Organización de Naciones 
Unidas, 2005). 
La salud como un derecho humano se reconoció por primera vez, en la Constitución 
de la Organización Mundial de la Salud OMS que entró en vigor el 7 de abril de 1948, 
estableciendo como primer principio que la “Salud es un estado de completo 
bienestar físico, mental y social, y no solamente la ausencia de afecciones o 
enfermedades”. Posteriormente fue reconocido en la Declaración Universal de 
Derechos Humanos. 
Organismos internacionales que observan y promueven la vigencia de los tratados 
internacionales, vienen realizando estudios comparativos sobre las legislaciones 
internas y los postulados que protegen los derechos. 
En el caso de la legislación que protege el derecho a la salud la OPS/OMS cuenta 
con un programa enfocado al seguimiento de la implementación de los tratados y 
acuerdos referidos a la protección del derecho a la salud en la legislación interna. 
Los países en desarrollo, donde la falta de recursos económicos, la falta de 
educación y la enfermedad hacen imperativo que la Salud Pública adquiera una 
presencia fuerte y con fundamentación contundente en la toma de decisiones. La 
situación no es fácil: hay pocos recursos y una población particularmente vulnerable. 
La salud pública es “la” instancia decisoria por excelencia en lo que respecta a salud 
a nivel comunitario, y por lo tanto debe ser una protagonista destacada y 
fundamental, en la aplicación de la evidencia en la toma de decisiones, para asegurar 
que los escasos recursos disponibles se administren juiciosamente y garantizar que 
se haga bien aquello que es correcto en todos los casos7. 
                                                          
7
 La Salud: un derecho humano, López Hurtado Carlos Emilio, 1ra Ed. Managua, Nicaragua OPS/OMS, 2007 
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Es importante destacar que el Comité de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales, expresó a través de sus observaciones: En primer lugar, el derecho a la 
salud, en todas sus formas y niveles, abarca un conjunto de elementos esenciales e 
interrelacionados, cuya aplicación depende de las condiciones prevalecientes en 
cada Estado. 
Estos elementos esenciales del derecho a la salud son8: 
a. Disponibilidad 
La disponibilidad supone que los Estados deben contar con un número suficiente de 
centros de atención a la salud a fin de garantizar la cobertura a toda la población. La 
disponibilidad está relacionada con la existencia de condiciones sanitarias 
adecuadas, puestos, centros de salud, hospitales, personal médico, así como los 
medicamentos esenciales. 
b.  Accesibilidad 
La accesibilidad se refiere a que todas las personas puedan recibir atención en 
salud, sin discriminación alguna. La accesibilidad presenta cuatro dimensiones 
superpuestas: 
I.- No discriminación: Que todas las personas, independientemente de su 
condición, tienen derecho a ser atendidos. 
II.- Accesibilidad física: El acceso físico se refiere a que los centros de 
atención en salud deben estar al alcance geográfico de todos los sectores de 
la población. En especial para aquellos grupos que enfrentan condiciones de 
pobreza. La accesibilidad también implica que los servicios médicos y los 
factores básicos determinantes de la salud, como el agua potable y los 
servicios sanitarios adecuados, se encuentran a una distancia geográfica 
razonable, incluso en lo que se refiere a las zonas de difícil acceso. 
                                                          
8
 Ibdem 
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III.- Accesibilidad económica (asequibilidad): La atención en salud debe 
estar al alcance de todos. El acceso económico significa que sobre los 
hogares más pobres, no recaiga una carga desproporcionada, en lo que se 
refiere a los gastos de salud. 
IV.- Acceso a la información: Comprende el derecho de solicitar, recibir y 
difundir información e ideas acerca de las cuestiones relacionadas con la 
salud. Con todo, el acceso a la información no debe menoscabar, el derecho 
de que los datos personales relativos a la salud, sean tratados con 
confidencialidad. 
c. Aceptabilidad 
La aceptabilidad está relacionada, a que la atención en salud deberá corresponderse 
con la ética médica, y abarcar los principios de la interculturalidad, o sea respetuosa 
de la cultura de las personas. 
d. Calidad 
Además de aceptables, desde la perspectiva de los derechos humanos, la atención 
en salud deber ser también apropiada, desde el punto de vista científico y médico y 
de buena calidad. 
Tratados Internacionales en Materia de Derechos Humanos 
La Declaración Universal de Derechos Humanos DU, reconoce el derecho a la salud, 
como un derecho humano y social vinculado a todas las dimensiones de la vida: 
“Toda persona tiene derecho a un nivel de vida adecuado que le asegure, así como a 
su familia, la salud y el bienestar, y en especial la alimentación, el vestido, la 
vivienda, la asistencia médica y los servicios sociales necesarios; tiene asimismo 
derecho a los seguros en caso de desempleo, enfermedad, invalidez, viudez, vejez y 
otros casos de pérdida de sus medios de subsistencia por circunstancias 
independientes de su voluntad”. (Arto. 25 DU) 
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El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, reconoce expresamente a la 
salud como un derecho relacionado, a la integralidad del desarrollo humano. “Los 
Estados... reconocen el derecho de toda persona al disfrute del más alto nivel posible 
de salud física y mental”. (Arto. 12 PIDCP) 
Por otra parte, la Declaración Americana de Derechos y Deberes del Hombre (1948) 
en su artículo 11 reconoce el derecho a la preservación de la salud y al bienestar al 
declarar que “toda persona tiene derecho a que su salud sea preservada por 
medidas sanitarias y sociales, relativas a la investigación, el vestido, la vivienda y la 
asistencia médica…” 
Este cuerpo de normas internacionales en su artículo 7 reconoce el derecho a la 
protección de la maternidad y la niñez, “toda mujer en estado de gravidez, o en 
época de lactancia, así como todo niño, tienen derecho a la protección, cuidados y 
ayudas especiales” 
La Convención Americana sobre Derechos Humanos hace referencia a la inversión 
económica que los Estados deben realizar para hacer realidad los derechos sociales, 
dentro de los cuales se encuentra el derecho a la salud el arto. 26 señala que “los 
Estados Partes se comprometen a adoptar providencias, tanto a nivel interno como 
mediante la cooperación internacional, especialmente económica y técnica, para 
lograr progresivamente la plena efectividad de los derechos que se derivan de las 
normas económicas, sociales y sobre salud....”. 
Por su parte el Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos en materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, ratificado por 
el Estado de Nicaragua el 15 de diciembre del 2009 y hecho el depósito de la 
declaración el 5 de marzo del 2010 desarrolla los conceptos sobre el derecho a la 
salud conforme al Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales de Naciones Unidas y reconoce el derecho a la salud como el disfrute del 
más alto nivel de bienestar físico, mental y social. 
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Dicho Protocolo conocido también como el Protocolo de San Salvador define las 
directrices que los Estados partes deben asegurar, para hacer efectivo el derecho a 
la salud a sus ciudadanos las cuales son: 
1.-. La atención primaria de la salud, entendiendo como tal la asistencia esencial 
puesta al alcance de todos los individuos y familiares de la comunidad. 
2.-. La extensión de los beneficios de los servicios de salud a todos los individuos 
sujetos a la jurisdicción del estado. 
3.-. La prevención y tratamiento de las enfermedades endémicas, profesionales y de 
otra índole. 
4.-. La educación de la población sobre la prevención y tratamiento de los problemas 
de salud. 
5.-. La satisfacción de las necesidades de salud de los grupos de más alto riesgo y 
que por sus condiciones de pobreza sean más vulnerables. 
“El derecho a la atención a la salud, no se limita a la prestación de servicios médicos. 
Si bien es cierto que la atención médica, ha sido considerada con frecuencia como 
base del derecho a la salud, éste comprende además una serie de derechos afines 
tales como la protección del medioambiente, la educación, la vivienda, el 
saneamiento, el bienestar social, el trabajo, la protección de la familia y la seguridad 
social” (Jiménez :1997) 
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VII.- DISEÑO METODOLÓGICO 
Tipo de Estudio El presente estudio es un análisis documental de los compromisos 
internacionales y la legislación que protege el derecho humano a la Salud y su 
vinculación con las políticas públicas que en materia de Salud implementa el Estado 
de Nicaragua. Por el carácter de este estudio fue utilizado el método cualitativo de 
revisión y análisis documental.  
Área de estudio: El territorio nacional sobre el que tiene aplicación los Compromisos 
internacionales, la Legislación Nacional Vigente y Políticas Públicas que protege el 
Derecho a la Salud. 
Unidad de Observación: El conjunto de documentos de Compromisos 
internacionales, el conjunto de Leyes y Políticas Nacionales que abordan el derecho 
a la salud. 
Convenios Internacionales: Constitución de la Organización Mundial para la Salud, 
Declaración Universal de Derechos Humanos, Declaración Americana de los 
Derechos y Deberes del Hombre, Convención Americana de Derechos Humanos. 
Leyes Nacionales: Constitución Política de Nicaragua, Ley General de Salud Ley 
423 y su Reglamento  La Ley No. 820 Ley de Promoción, Protección y Defensa de 
los Derechos Humanos ante El VIH y Sida, para su Prevención y Atención, Ley de 
Organización y Competencias del Poder Ejecutivo, Ley 290, Ley 641 Código Penal 
de Nicaragua, Ley 693 Ley de Soberanía y Seguridad Alimentaria y Nutricional, Ley 
295, Ley de Promoción, Protección y Mantenimiento de la Lactancia Materna y 
Regulación de la Comercialización de Sucedáneos de la Leche Materna, La ley No. 
369, Ley de Seguridad Transfusional, Ley 392, Ley de Promoción del Desarrollo 
Integral de la Juventud, La Ley No. 40, Ley de Municipios. 
Acuerdos Administrativos: Acuerdo Ministerial 67-96 en el que se establece que la 
Violencia Intrafamiliar debe considerarse como un problema de salud pública. El 
acuerdo 249-2009 el cual establece la no discriminación a las personas con una 
opción diferente a la heterosexual en la atención en salud en todas las unidades. 
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Políticas Globales: Objetivos de Desarrollo del Milenio. 
Políticas Nacionales: Políticas en Salud contenidas el Plan Nacional de Desarrollo 
Humano 2012-2016.  
Fuentes y obtención de datos: Las fuentes utilizadas para este Estudio son 
secundarias, pues se trata de una investigación basada en el análisis de documentos 
en reunir, seleccionar y analizar datos que están en forma de documentos, por ello se 
conoce como investigación basada en fuentes secundarias. 
La aplicación de las técnicas se realizó de la siguiente manera. Se revisaron los 
Convenios Internacionales en los que Nicaragua es parte y en los que se reconoce el 
derecho a la salud como una obligación del Estado. Posteriormente se revisó la 
legislación nacional vigente que tiene por objetivo la protección del derecho a la 
salud de la población en diferentes ámbitos. En esta fase se recopiló, procesó y 
analizó la información de las políticas públicas formuladas a partir del Plan Nacional 
de Desarrollo Humano 2012-2016 en el tema de Salud. 
La revisión bibliográfica del material producido por organizaciones internacionales de 
salud y de derechos humanos, las cuales fueron ordenadas, para su proceso y 
análisis. A través del proceso de investigación documental, se logró identificar los 
compromisos que el Estado ha asumido, en materia del derecho humano a la salud. 
También se revisaron estudios, investigaciones, diagnósticos, líneas de base y 
publicaciones de los diferentes órganos e instancias del Estado y organismos de la 
sociedad civil relacionadas al derecho a la salud, y otros documentos producidos a 
nivel nacional e internacional de relevancia sobre el tema. 
Finalmente se analizaron las políticas públicas vigentes y la legislación nacional e 
internacional, a fin de identificar los niveles de coherencia y aplicabilidad del marco 
referencial, que orienta la actuación de los órganos del Estado, en relación al 
cumplimiento del derecho a la salud. Ambas fuentes proporcionaron valiosa 
información sobre la configuración conceptual, coherencia y articulación del 
ordenamiento jurídico y político. 
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Técnicas e instrumentos: Las técnicas usadas para la obtención de la información 
por medio de la revisión documental, considerando los siguientes pasos: 
1.- La selección de los documentos a revisar, con información útil, que aporten al 
cumplimiento de los objetivos del Estudio. 
2.- El análisis de la información en correspondencia con los objetivos del Estudio, 
considerando el contexto en el que fueron elaborados y el actual. 
3.- En el presente Estudio el fin principal es reconocer el andamiaje normativo y el 
vínculo que tiene con las políticas públicas, por ello la importancia de recopilar la 
información agruparla, ordenarla desde la normativa internacional hasta la nacional, 
considerando después los acuerdos administrativos, y finalmente las políticas 
públicas. 
Procesamiento de datos: 
El procesamiento de datos se hizo por medio de matrices de análisis de información, 
considerando que es una investigación cualitativa documental, luego de identificar los 
documentos en este caso la legislación, nacional e internacional, los acuerdos 
administrativos y las políticas públicas. Ver Anexo 1. 
Análisis de datos: Por medio de matrices de análisis de datos, se ordenan según la 
especialidad respecto al derecho a la salud propiamente dicho, desde la legislación 
internacional hasta la política pública. Según refleja las matrices elaboradas para el 
análisis. 
Trabajo de campo: El trabajo de recopilación comparación y verificación de la 
información llevó un tiempo considerable, en el Centro de Documentación del Centro 
de Estudios e Investigaciones de la Salud CIES, la Biblioteca del MINSA, la 
Biblioteca del Banco Central, el Centro de Documentación del Centro Nicaragüense 
de Derechos Humanos CENIDH. 
Los medios electrónicos fueron de gran ayuda en la optimización del tiempo, pues 
buena parte de la identificación de la información, inicialmente fue identificada por 
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medio de sitios Web de organizaciones tanto nacionales como internacionales y de 
las instituciones del Estado, así como de los datos estadísticos, la ventaja de esta 
fuente de información es que en algunos casos la información es actualizada con 
frecuencia a diferencia de los documentos que encontramos en los Centros de 
Documentación, en la mayoría de los casos estaba desactualizada. En el MINSA y en 
el Instituto Nicaragüense de Información al Desarrollo INIDE tanto el Centro de 
Documentación como la página Web tienen información desactualizada sobre el 
tema objeto de estudio, mientras el Banco Central de Nicaragua es una de las 
instituciones del Estado con información actualizada. 
Entre las principales limitaciones encontradas en el acceso a la información de los 
Centros de Documentación del MINSA y el INIDE es que el horario de atención a los 
usuarios, era únicamente de 4 horas por día, además de limitaciones en el préstamo 
de literatura para revisión de los mismos en fuera del local del Centro de 
Documentación, esto último es reiterativo en la mayoría de Centros. 
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VIII.- RESULTADOS 
Legislación Nacional Vigente que Protege el Derecho a la Salud 
La Constitución Política de Nicaragua promulgada en 1987, aun cuando ha sufrido 6 
reformas parciales (Asamblea Nacional, 2010), ninguna de ellas afectó lo establecido 
originalmente respecto al Derecho a la Salud: “Los nicaragüenses tienen derecho, 
por igual, a la salud. El Estado establecerá las condiciones básicas para su 
promoción, protección, recuperación y rehabilitación”. (Arto. 59 Cn.) 
 “El derecho al goce del grado máximo de salud que se pueda lograr, previsto en el 
derecho internacional relativo a los derechos humanos, entraña la reivindicación de 
que mediante un conjunto de mecanismos sociales - normas, instituciones, leyes y 
un entorno propicio - se pueda garantizar de la mejor manera el disfrute de ese 
derecho” (OMS: 2002) 
“La salud en su acepción más amplia incluye todos los procesos sociales que inciden 
en el disfrute de una vida saludable. Esto incluiría por supuesto, los referidos a la 
seguridad alimentaria, calidad de la vivienda, escolaridad y educación sanitaria, 
empleo y ambiente laboral, protección social y otros.” (Hernández, C.:2003) 
La Ley 423 Ley General de Salud, (Asamblea Nacional, 2002) otorga al Ministerio de 
Salud -MINSA- la función de ser el rector del Sector y de coordinar la red más amplia 
en salud, integrada por: Hospitales, Policlínicas, Centros y Puestos de Salud. Dicha 
institución es por disposición legal, la institución “rectora del sector salud”, tiene bajo 
responsabilidad, el cuidado de aspectos esenciales de la salud pública de la 
población, tanto a nivel individual como colectiva. Como institución rectora le 
corresponde coordinar, organizar, supervisar, inspeccionar, controlar, regular, ordenar 
y vigilar las acciones en salud, sin perjuicio de las funciones de supervisión a las 
instituciones que conforman el sector salud, en correspondencia a las disposiciones 
legales especiales. (Arto. 4 Ley No. 423). 
De acuerdo a la Ley General de Salud, el MINSA es el encargado de realizar las 
“acciones de salud” necesarias, para atender la salud de la población. “… Se 
entiende por acciones de salud, las intervenciones dirigidas a interrumpir la cadena 
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epidemiológica de las enfermedades en beneficio de las personas y de la sociedad 
en general, a promover, proteger, recuperar y rehabilitar la salud de las personas y la 
comunidad” (Arto. 12 Ley No. 423) 
Existen normativas relacionadas a la garantía del derecho a la salud como una 
medida de salud pública. En el caso de Código Penal Ley 641 (Asamblea Nacional, 
2008), establece como conducta delictiva, el tráfico de estupefacientes, lo cual tipifica 
como delitos contra la salud pública, en consecuencia protege la salud pública 
mediante la penalización de conductas que exponen al riesgo la salud de la 
población, en ese sentido el aborto, el tráfico de órganos, experimentos con células 
humanas, los actos contra la vida, la integridad física y síquica, la integridad sexual, 
conllevan a imponer sanciones para orientar la conducta de la población, obligarlas a 
cuidar la salud en general. 
Ley 693, La Ley de Soberanía y Seguridad Alimentaria y Nutricional (Asamblea 
Nacional, 2009), también lleva un componente de cuidado de la salud de la 
población, al establecer como obligación para el Estado la promoción de hábitos 
alimenticios saludables, así como la regulación de la comercialización de alimentos 
inocuos. El mismo sentido lleva la Ley 295, Ley de Promoción, Protección y 
Mantenimiento de la Lactancia Materna y Regulación de la Comercialización de 
Sucedáneos de la Leche Materna  (Asamblea Nacional, 1999), en lo que hace a 
sensibilizar a las madres de la importancia de que al menos en los primeros 6 meses 
de vida del bebé se alimente con leche materna, evitando los sucedáneos de ésta. 
Las leyes mencionadas anteriormente a diferencia del Código Penal, promueven 
acciones dirigidas desde el Estado para sensibilizar, persuadir y convencer a la 
población de los beneficios de tener estilos de vida saludables, gasto de servicios de 
salud para la población y el Estado. 
Otras leyes que son parte del andamiaje jurídico en materia de Salud Pública: La Ley 
de Organización, Competencias y Procedimientos del Poder Ejecutivo, Ley 290  
(Asamblea Nacional, 1998) establece que el MINSA es la instancia encargada de 
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desarrollar y garantizar acciones de promoción, prevención, servicios de 
recuperación y rehabilitación a los y las nicaragüenses. 
La Ley No. 820 Ley de Promoción, Protección y Defensa de los Derechos Humanos 
ante El VIH y (Asamblea Nacional, 2012) Sida, para su Prevención y Atención,  tiene 
como objeto “garantizar el respeto, promoción, protección y defensa de los derechos 
humanos, en la prevención de la infección por el virus la inmunodeficiencia humana 
(VIH) y en el tratamiento del síndrome de la inmunodeficiencia adquirida (SIDA)”. 
La ley No. 369, (Asamblea Nacional, 2001) es la norma jurídica que establece el 
conjunto de medidas que se deben tomar para garantizar la calidad y reducir los 
riesgos de efectos adversos consecuencia de la transfusión de sangre, 
hemocomponentes y hemoderivados. 
Ley de Promoción del Desarrollo Integral de la Juventud (Ley No. 392) (Asamblea 
Nacional, 2001) aprobada el 19 de Junio de 2001 por la Asamblea Nacional, y entró 
en vigencia ese mismo año. La ley 392 “promover el desarrollo humano de hombres 
y mujeres jóvenes; garantizar el ejercicio de sus derechos y obligaciones; establecer 
políticas institucionales y movilizar recursos del Estado y de la Sociedad Civil para la 
Juventud” 
A través de la Ley 392 se establece el derecho de los y las jóvenes a “recibir una 
educación sexual, científica en los centros educativos como una materia más del 
pensum académico desde quinto grado de educación primaria y ejercer los derechos 
reproductivos y sexuales con responsabilidad, para vivir una sexualidad sana, 
placentera y prepararlos para una maternidad y paternidad responsable” (Arto. 5, Inc. 
4) 
En relación al derecho a la salud de los y las jóvenes el artículo 18 establece que 
“Las instituciones de salud deben de asegurar a las y los jóvenes servicios 
apropiados para disminuir los índices de jóvenes con enfermedades inmuno 
prevenibles, de transmisión sexual y mortalidad materna por embarazos precoces” 
(PNUD, 2011). 
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La Ley No. 40 fue aprobada el 2 de Julio de 1988 y publicada en La Gaceta No. 155 
de 17 de Agosto de 1988  (Asamblea Nacional, 1988) y reformada por la Ley No. 261 
publicada en La Gaceta No. 162 de 26 de agosto de 1997 (Asamblea Nacional, 
1997). Esta reforma de 1997 establece la obligación de las municipalidades de 
“Promover la salud y la higiene comunal” (Arto. 7), en este sentido las 
municipalidades tienen la obligación de mantener la limpieza pública por medio de la 
recolección, tratamiento, y disposición de desechos sólidos, garantizar el drenaje 
pluvial y la eliminación de charcas, coordinar la construcción de puestos y centros de 
salud, promover y participar en campañas de higiene y salud preventiva, en 
coordinación con otras instituciones. 
El Estatuto de la Autonomía de las Regiones de la Costa Atlántica de Nicaragua, Ley 
28 aprobada el siete de setiembre de mil novecientos ochenta y siete, publicada en el 
Diario Oficial La Gaceta numero 238 del 30 de octubre de ese mismo año (Asamblea 
Nacional, 1987) en el que reconoce funciones a los órganos administrativos 
regionales establecidos por dicha Ley entre los que se encuentran dirigir los planes y 
programas de salud de la región. 
La Ley 224, Ley de Protección de los Derechos Humanos de los No Fumadores, 
publicada en La Gaceta Diario Oficial 240 del 12 de septiembre del 1996  (Asamblea 
Nacional, 1996) en la cual se reconocen los derechos para los que tienen el habito 
de fumar, limitados por los derechos de los no fumadores, así como la prohibición de 
fumar en lugares concurridos y cerrados. 
Finalmente la Ley General de Higiene y Seguridad Ocupacional, Ley 618 aprobada 
por la Asamblea Nacional el 19 de abril del 2007  (Asamblea Nacional, 2007) y 
Publicada en La Gaceta Diario Oficial Numero 133 del 13 de Julio del 2007, en la 
cual se establecen las condiciones mínimas que deben tener los trabajadores, para 
evitar riesgos de enfermedad o accidentes en el ejercicio de sus labores. 
Disposiciones Administrativas 
Parte del andamiaje jurídico de cualquier país son las disposiciones administrativas 
que complementan la legislación aprobada por la Asamblea Nacional al 
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reglamentarla y se busca correspondencia con las políticas públicas. Las 
disposiciones administrativas son aquellas normas aprobadas por el Poder Ejecutivo 
a través de sus instituciones, que procuran dinamizar la implementación de la 
legislación según la materia y el marco de actuación de dichas instituciones que 
dirigen la función pública. Estas disposiciones administrativas tienen carácter 
vinculante. 
En lo que hace a mantener un ambiente saludable, sin enfermedades, inclusivo, 
productivo, propicio para el desarrollo integral del ciudadano y en correspondencia a 
la aplicación de la legislación vigente en materia de salud pública, se incorporan 
como parte complementaria las siguientes disposiciones administrativas, derivadas 
del administrador de la función pública. 
 
Acuerdo Ministerial 67- 96 (1996) 
Por medio de este Decreto el MINSA reconoce la violencia contra las mujeres como 
un problema de salud pública y orienta a que el Estado, debe dirigir acciones para su 
atención, esto implica facilitar espacios de coordinación entre instituciones, de 
seguridad pública, educativas, de familia, organizaciones no gubernamentales y la 
cooperación internacional que trabajan el tema de la violencia hacia las mujer. 
Decreto 249-2009 que establece la no discriminación hacia las personas lesbianas, 
homosexuales y trans (transexual) en los servicios públicos de salud y 
particularmente en lo relativo a la salud sexual y reproductiva. 
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Políticas Públicas en Salud de Nicaragua 
Las Políticas Públicas son instrumentos que permiten orientar la acción del Estado en 
torno a temas específicos. El Estado Nicaragüense en el transcurso de la última 
década ha aprobado un conjunto de políticas públicas de alcance nacional, sectorial 
o específico. Las políticas públicas que el Estado Nicaragüense ha adoptado con la 
finalidad de implementar el marco jurídico nacional e internacional que en materia del 
derecho a la salud está vigente las cuales clasificamos en Políticas Globales y en 
Políticas Nacionales. 
Políticas Globales 
Son las derivadas de la voluntad de las naciones miembros de los organismos 
internacionales, en el caso de estudio son organismos enfocados a promover 
estándares internacionales en materia de salud pública mismos que se proyectan a 
implementar en los países miembros. La Organización de Naciones Unidas, la 
Organización Mundial de la Salud, la Organización de Estados Americanos, el 
Sistema de Integración Centro Americana, expresan voluntades políticas por medio 
de instrumentos que dirigen las acciones de los Estados, las que se encuentran 
vigentes en la actualidad y que están próximas a cumplirse. 
Declaración del Milenio 
Suscrita en septiembre del 2000 por los 189 Jefes de Estado y de Gobierno 
asistentes a la Cumbre del Milenio de la Organización de Naciones Unidas, 
proporciona una visión compartida de un mundo mejor para el 2015. Reconoce que 
“la tarea fundamental a que nos enfrentamos hoy es conseguir que la mundialización 
se convierta en una fuerza positiva para todos los habitantes del mundo, ya que, si 
bien ofrece grandes posibilidades, en la actualidad sus beneficios se distribuyen de 
forma muy desigual al igual que sus costos” (Naciones Unidas A/RES/55/2*, 2000). 
Las principales metas planteadas en la Declaración del Milenio referidas a la salud de 
las personas son las siguientes: 
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Objetivo 1 
Erradicar la pobreza extrema y el hambre 
Meta 1: Reducir a la mitad el porcentaje de personas cuyos ingresos sean inferiores 
a un dólar por día para el año 2015 
Meta 2: Reducir a la mitad el porcentaje de personas que padecen hambre 
Objetivo 4 Reducir la mortalidad infantil 
Meta 5: Reducir en dos terceras partes la tasa de mortalidad de los niños menores 
de 5 años. 
Objetivo 5 
Mejorar la salud materna 
Meta 6: Reducir la tasa de mortalidad materna en tres cuartas partes entre 1990 y 
2015 
Objetivo 6 
Combatir el VIH/SIDA, el paludismo y otras enfermedades 
Meta 7: Detener y comenzar a reducir la propagación del VIH/SIDA para el año 2015. 
Meta 8: Detener y comenzar a reducir la incidencia del paludismo y otras 
enfermedades graves en 2015 
Objetivo 7 
Garantizar la sostenibilidad del medio ambiente 
Meta 9: Incorporar los principios de desarrollo sostenible en las políticas y los 
programas nacionales; revertir la pérdida de recursos del medio ambiente. 
Meta 10: Reducir a la mitad el porcentaje de personas que carecen de acceso al 
agua potable para el año 2015. 
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Meta 11: Mejorar considerablemente la vida de por lo menos 100 millones de 
habitantes de tugurios para el año 2020 
Objetivo 8 
Fomentar una asociación mundial para el desarrollo 
Meta 17: En cooperación con las compañías farmacéuticas, proporcionar acceso a 
los medicamentos esenciales a precios asequibles en los países en desarrollo. 
Estos objetivos son declaraciones de los Estados en la búsqueda por unificar 
criterios relacionados al desarrollo humano sostenible, en el marco del concierto de 
naciones. Los Estados se obligan moralmente y soberanamente eligen como iniciar 
el proceso de desarrollo en función de alcanzar los objetivos y metas propuestas, no 
se descarta la intervención de la cooperación internacional la cual toma como 
referencia las metas del milenio en sus planes de financiación de las acciones 
dirigidas a reducir la pobreza, o sea la declaración política de los Estados en función 
mejorar la calidad de vida de la población. 
Políticas Nacionales 
Las políticas nacionales están orientadas por el actual gobierno a promocionar el 
Modelo del Poder Ciudadano, y cumplir con los objetivos de desarrollo del milenio. El 
Plan Nacional de Desarrollo Humano PNDH 2012-2016 agrupa como conjunto las 
políticas nacionales dirigidas a cumplir con los objetivos trazados del actual gobierno 
(Gobierno de Nicaragua, noviembre 2012). En el PNDH tiene al ser humano como el 
centro del modelo, rescata para el pueblo el rol del Estado para liderar el progreso 
económico y social y rescata el rol del pueblo como el soberano en los procesos de 
decisión nacional. En sus lineamientos, políticas y programas, el PNDH recoge los 
objetivos de transformación y de desarrollo humano de la población nicaragüense9. 
 
 
                                                          
9
  Plan Nacional de Desarrollo Humanos versión preliminar noviembre 2012 
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Plan Nacional de Desarrollo Humano (PNDH) 
El PNDH es el instrumento que ordena las prioridades nacionales para alcanzar 
resultados estratégicos que fomenten el desarrollo, a través de acciones a corto, 
mediano y largo plazo. Es decir, que se constituye en el instrumento que ordenará la 
acción estatal. 
En el Plan Nacional de Desarrollo Humano 2012-2016 reafirma el objetivo del 
Gobierno de mejorar las condiciones de vida de todos los nicaragüenses, 
especialmente de los más pobres (Gobierno de Nicaragua, noviembre 2012). La 
búsqueda permanente es la construcción del Buen Vivir para cada nicaragüense y 
del Bien Común entre y para todas y todos los nicaragüenses en su conjunto, en 
armonía con la Madre Tierra.10 
En el Plan Nacional de Desarrollo Humano 2012-2016 tiene como propósito principal 
transformar el país, en un contexto nacional de estabilidad macroeconómica y 
cohesión social a pesar de la amenaza de una crisis económica y financiera 
internacional y el peligro permanente del cambio climático. La Estrategia del Plan 
está construida con base en doce lineamientos que combinan la continuidad de las 
políticas que han transformado al país a partir del 2007, con la incorporación de 
nuevas prioridades cuyo propósito es atender las necesidades inaplazables de 
transformación productiva y social del país. Dicho plan contiene las políticas de 
salud, entre las que definen como prioridades las políticas en salud, de la cual 
hablaremos a continuación. 
Política de Salud 
El Gobierno considera la salud, al igual que la educación, como un derecho humano 
y un factor de desarrollo. La política de salud ha estado centrada en restituir el 
derecho de los nicaragüenses a un medio sano mediante la salud preventiva, y a 
recibir servicios integrales, es decir servicios de promoción, prevención, de asistencia 
y rehabilitación, los que deben ser gratuitos tal cual lo establece el Artículo 105 de la 
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Constitución Política de la República, y de calidad adecuándolos a las realidades 
multiétnicas, culturales, religiosas y sociales del país, de tal forma que sean 
aceptados por todas y todos los nicaragüenses.  
La política nacional de salud ha definido como prioritarios para su atención a aquellos 
grupos vulnerables de la población como los menores de cinco años, adolescentes y 
mujeres, pobladores de las zonas secas, municipios con población en extrema 
pobreza, la Costa Caribe, pueblos originarios, trabajadores del campo, personas con 
discapacidad, madres de héroes y mártires, víctimas de guerra y el adulto mayor. 
(Gobierno de Nicaragua, noviembre 2012). 
Por medio de las acciones del Estado en la gestión de sus políticas pretenden 
garantizar la eliminación de barreras que impidan el acceso a los servicios de salud 
encabezada por el Ministerio de Salud MINSA y la participación de las instituciones 
relacionadas con la promoción y educación en salud a la población así como la 
población organizada en aquellas expresiones impulsadas por el gobierno, con lo 
cual se pretende garantizar la participación de la comunidad. 
En consecuencia, se armoniza la prestación de los servicios públicos y privados bajo 
el liderazgo del MINSA, para cumplir con el objetivo de preservar la salud, la lucha 
antiepidémica, el enfrentamiento de los desastres naturales y vigilar la calidad de la 
prestación de los servicios a la población, fortaleciendo de esta forma el esfuerzo 
global de la sociedad. 
Según el Plan Nacional empezaran por ordenar la red de servicios de acuerdo con 
las capacidades y complejidades de cada tipo de establecimiento de salud, 
priorizando el primer nivel de atención, y llevando a cabo un programa de inversión 
hospitalaria y centros de salud. El incremento de la cobertura de los servicios del 
sector se concentra en áreas rurales y urbanas marginadas. Están impulsando 
programas para resolver problemas históricos sentidos por la población como el buen 
trato, la calidad de la atención, medicinas gratuitas, retraso de cirugías y citas con 
médicos especialistas. 
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El éxito de la salud pública nicaragüense ha estado en absorber en poco tiempo un 
aumento considerable en la prestación de salud. La combinación de la 
universalización de la atención, la gratuidad y mejora de la calidad de los servicios, 
ha producido incrementos significativos en el acceso a los servicios y mejora en 
todos los indicadores que tensionan los servicios de salud. Para ello pretende el 
gobierno priorizar y mejorar la atención en salud, transformando los elementos más 
negativos y excluyentes, impulsando procesos de transformación profunda que 
llevarán a la construcción de un Sistema Nacional de Salud con solidaridad, 
responsabilidad social compartida, trabajo por el bien común y fortalecer la 
democracia directa y el poder ciudadano en salud. 
Entre los principales desafíos y retos en salud, se encuentran: Cumplimiento de las 
metas planteadas en los Compromisos del Buen Gobierno presentados durante la 
campaña electoral, que incluyen trabajar para alcanzar los Objetivos de Desarrollo 
del Milenio (ODM), fortalecer las acciones para reducir la morbilidad y mortalidad 
infantil, profundizar en la reducción de la muerte materna y neonatal, enrumbar al 
país en el camino de la erradicación de la malaria, garantizar las acciones 
intersectoriales y comunitarias dirigidas a reducir la propagación del VIH e 
infecciones de transmisión sexual (ITS), disminuir la incidencia y garantizar la 
curación de pacientes con tuberculosis. 
Atender sistemáticamente los problemas endémicos y epidémicos del país, de tal 
forma que se reduzcan al máximo las muertes por causas evitables; asegurando una 
respuesta oportuna a los brotes que se presenten, priorizar las acciones que tengan 
incidencia en problemas como la desnutrición infantil, enfermedades diarreicas 
agudas (EDA), infecciones respiratorias agudas (IRA), leptospirosis, Chagas, 
leishmaniasis, influenza humana (AH1N1), incluyendo los desastres naturales. 
La promoción de la salud es un componente importante del Plan Nacional de 
Desarrollo propuesto por el Gobierno, con el cual pretenden profundizar el Modelo de 
Salud Familiar y Comunitario – MOSAFC, desde sus componentes de formación de 
estilos de vida saludable, la acción interinstitucional, la participación de la ciudadanía 
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en la gestión sanitaria y formulación de políticas públicas saludables, atendiendo el 
fortalecimiento de la infraestructura para la promoción de la salud. 
El Modelo de Salud Familiar y Comunitario (MOSAFC) implementado a partir de 
2007, es descentralizado y convierte la atención en salud en un servicio integral que 
trasciende de lo individual a lo colectivo. Este cambio revirtió a partir de 2007 la 
tradicional cultura centralizada del MINSA que esperaba la llegada de la población a 
sus instalaciones para ser atendida. 
El modelo en desarrollo se inserta en la familia y la comunidad y con diferentes 
actores sociales involucrados, directa e indirectamente con los determinantes de la 
salud para enfrentar, en conjunto con la población, los factores que inciden en los 
procesos de salud y enfermedad, no solo desde el aspecto biológico, sino que 
aborda la perspectiva psicosocial. Desde esta práctica, se impulsa la promoción de la 
salud, se actúa en la prevención, en el control epidémico y lleva a la protección de 
salud, en beneficio de toda la población (PNDH, noviembre 2012). 
El nuevo modelo de salud orienta el accionar de trabajadores de la salud, a través de 
sus equipos de salud familiar articulados con el voluntariado social que trabaja en 
salud, hacia el fomento y la protección de la salud de las personas, la familia y la 
comunidad con el reconocimiento e involucramiento de una amplia participación 
social en la gestión de salud. En el desarrollo de las acciones de salud está presente 
siempre el tema del cuidado y preservación de un medio ambiente saludable, como 
protector de la salud de todas y todos. 
Como parte de la política anunciada desde inicios del actual gobierno, pretenden 
mantener los más amplios subsidios en la atención en salud para asegurar la 
atención médica gratuita, humanizada y de calidad y acceso universal. También 
dirigen la estrategia a desconcentrar la atención médica especializada en los 
hospitales regionales, a mejorar su capacidad diagnóstica y terapéutica en 
infraestructura física, equipamiento y recursos humanos con el fin de desconcentrar 
la demanda de los hospitales nacionales ubicados en Managua. Otro objetivo a 
seguir es el acceso ágil en las unidades de salud para las personas de la tercera 
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edad, pacientes con problemas crónicos y personas con discapacidad. Coordinar con 
agentes y prácticas de la medicina tradicional en las comunidades (especialmente en 
la Costa Caribe) con la actuación de los servicios de salud. 
Las principales políticas de salud para el período 2012 – 2016  
Para la transformación del Sistema Nacional de Salud se definen tres objetivos 
estratégicos: i) Desarrollar una cultura nacional de promoción y protección de la 
salud; este objetivo compromete al Sistema Nacional de Salud a continuar dando 
saltos de calidad desde la perspectiva curativa predominante en el desarrollo 
histórico de la atención en salud, con actividades, campañas y programas de 
educación, promoción y prevención de la salud; ii) Garantizar el acceso universal y 
gratuito a los servicios de salud de calidad; ampliando la cobertura de los servicios 
sobre todo en aquellas áreas alejadas donde los más pobres tienen más 
necesidades iii) Profundizar las reformas sectoriales en salud para contribuir a la 
consolidación del Modelo del Poder Ciudadano; a fin de integrar la actividad de los 
distintos sectores, instituciones y organizaciones públicas, privadas y comunitarias 
que interactúan para atender y seguir garantizando el derecho a la salud de la 
población11. (Gobierno de Nicaragua, noviembre 2012) 
Las principales políticas de salud para el periodo 2012-2016 son: Lograr que las 
personas no se enfermen. Se continuarán desarrollando acciones comunitarias, en 
coordinación con los Gabinetes del Poder Ciudadano beneficiando a la población en 
general para controlar las epidemias y evitar que las personas no se enfermen y no 
se accidenten por medio de las Jornada del Poder Ciudadano de Verano, Jornada 
del Poder Ciudadano de Vacunación, Jornadas del Poder Ciudadano de Lucha 
contra las Epidemias, Jornada del Poder Ciudadano de Vacunación Canina, Jornada 
del Poder Ciudadano contra accidentes por manipulación de pólvora. Al 2016 se 
aplicarán 21,603,990 vacunas12. 
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Para la atención médica de calidad y medicinas gratuitas, se seguirá prestando 
atención médica ambulatoria a toda la población que lo demande en todo el territorio 
nacional; se seguirá brindando atención hospitalaria a la población que lo necesite; 
se realizarán exámenes de laboratorio para los pacientes que acuden a consulta y 
hospitalizaciones en todas las unidades de salud del país, y así apoyar el diagnóstico 
y tratamiento (inclusive de alta tecnología) de pacientes en respaldo a la calidad de la 
atención médica; se seguirán garantizando medicamentos gratuitos a los pacientes 
que acuden a las unidades de salud del MINSA, asegurando la atención a la 
población. 
A través de la Misión Milagro se brindará servicio oftalmológico y se realizarán 
100,000 cirugías oftalmológicas, y con la Brigada Todos con Voz serán atendidas 
820,806 personas y se seguirá atendiendo a personas con discapacidad. Al 2016 se 
espera brindar 130,243,920 consultas con medicamentos; 2,631,947 
hospitalizaciones; 111,124,230 exámenes realizados y 278,677 exámenes con 
nuevas tecnologías. 
En el combate a la mortalidad materna, se seguirá identificando oportunamente los 
riesgos y complicaciones de las embarazadas a fin de reducir las complicaciones, 
secuelas y muertes maternas (controles prenatales, captación precoz, cuatro 
controles prenatales, planificación familiar). Se seguirá brindando atención segura del 
parto a las embarazadas que acudan espontáneamente o sean referidas a los 
hospitales del MINSA, para evitar complicaciones, secuelas y muertes maternas así 
como complicaciones y muertes de los recién nacidos (brindando el parto 
institucional y controles después del parto). La tasa de mortalidad materna se espera 
reducir de 76.5 por cada 100,000 nacidos vivos en el 2007 a 40 por cada 100,000 
nacidos vivos en el 2015. Para todo el período 2012-2016 se espera atender a través 
del MINSA 614,147 partos y para el 2016 se atenderán a 24,000 de mujeres 
embarazadas de zonas rurales en casas maternas. 
En el combate a la mortalidad infantil, se seguirá vigilando el crecimiento y desarrollo 
de las niñas y niños menores de un año, promoviendo su crecimiento y desarrollo 
adecuado. Además, se inmunizarán a niños y niñas menores de un año contra la 
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tuberculosis, difteria – tosferina – tétano – influenza y hepatitis B, polio, rotavirus 
(diarrea), sarampión-rubeola y topa. La tasa de mortalidad infantil se espera reducirla 
de 29 por mil nacidos vivos en 2007 a 19 por mil nacidos vivos en 2015. 
Se seguirá disminuyendo la lista de espera quirúrgica y lista de espera para consulta 
externa especializada, incrementándose la oferta quirúrgica programada y de 
emergencia a la población, para resolver sus problemas de salud evitando 
complicaciones y muertes por falta de atención. Se mejorará la calidad de la atención 
quirúrgica para los pacientes que la requieren, incorporando técnicas modernas y de 
bajo riesgo. Se seguirá llevando atención médica a la población pobre y con 
dificultades de acceso a través de Brigadas Nacionales e Internacionales, para 
mejorar su situación de salud. Las cirugías se incrementarán de 1.1 millones en el 
período 2007-2011 a 1.6 millones del 2012 al 2016. 
Para llevar los servicios de salud a las poblaciones pobres o en extrema pobreza así 
como las que tienen mayor dificultades de acceso, se fortalecerá el Modelo de Salud 
Familiar y Comunitario, en la atención de toda la población del área de influencia de 
las unidades de salud, consolidando su orientación preventiva, familiar y comunitaria; 
se articularán los equipos de salud familiar y comunitaria con los brigadistas de salud 
y líderes comunitarios, para fortalecer el desarrollo del Modelo. 
Se seguirá brindando atención integral en salud a todas las familias y las 
comunidades del país, para conservar a las familias sanas y atenderlas 
oportunamente cuando lo amerite; se ampliarán los horarios de atención médica a la 
población, para dar mayor acceso a los servicios en las unidades de salud; así como 
la cobertura de atención de la Clínica Médica Previsional del MINSA para los 
asegurados del INSS, con el fin de fortalecer el Sistema Nacional de Salud. 
Se continuará implementando la regionalización de la salud en las Regiones 
Autónomas de la Costa Caribe, consolidándose el modelo de salud en la RAAN 
(MASIRAAN) y RAAS (MASIRAAS) para fortalecer los procesos de autonomía en la 
Costa Atlántica. Se brindará atención en Salud a la población del Caribe utilizando 
normas de atención ajustadas a sus características sociales, culturales, y políticas, 
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para su correcta aplicación, contando con profesionales médicos especializados en 
medicina integral, egresados de la Escuela Latinoamericana de Medicina de Cuba. 
Para el rescate de la medicina popular y tradicional y otras formas de medicina no 
occidental, se contempla articular a los agentes de la medicina tradicional y el 
desarrollo de servicios de medicina alternativa tradicional dentro de las redes de 
servicios de salud y apoyar la construcción de centros especializados en medicina 
alternativa. 
Para fortalecer el Modelo del Poder Ciudadano, se seguirá promoviendo la 
participación activa y consciente de la ciudadanía en las distintas tareas de 
educación sanitaria y prevención de enfermedades, desarrollando un liderazgo 
efectivo de los miembros de los Gabinetes del Poder Ciudadano, para fortalecer el 
ejercicio de la participación ciudadana en salud. 
Para el desarrollo integral del personal de salud, se hace necesario cambiar la 
cultura institucional tradicional mediante la realización de un plan de sensibilización y 
difusión de nuevos valores y principios, seguimiento a las evaluaciones de 
desempeño, reconociendo a los mejores trabajadores a través de un plan de 
incentivos. 
Se seguirá alineando y armonizando la cooperación internacional en salud con las 
políticas y planes nacionales, para un mejor uso de los recursos externos y se 
fortalecerán los procesos de integración social de Centroamérica y el Caribe en el 
campo de la salud. 
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IX.- ANALISIS DE RESULTADOS 
 
¿Cuál es el vínculo que existe entre la legislación nicaragüense que protege el 
ejercicio del Derecho a la Salud y las Políticas Nacionales en Salud?. 
Al realizar una revisión detallada, del sistema normativo del Estado nicaragüense en 
materia del derecho humano a la atención integral en salud, encontramos un 
conjunto de instrumentos internacionales y leyes nacionales, que directa o 
indirectamente, están relacionadas a las obligaciones del Estado, en relación al 
derecho a la salud. 
De acuerdo a los instrumentos jurídicos, la salud es un derecho que está relacionado 
con los más altos estándares de vida de la población, toda vez que se asegure la 
atención gratuita, accesible, especializada y de calidad. La salud como un derecho 
humano, significa que la población tiene el derecho de recibir atención integral en 
salud y acceder a condiciones de vida que aseguren su desarrollo. La 
responsabilidad del Estado de disponer de los medios necesarios, para que la 
población acceda a servicios integrales de salud que protejan su vida e integridad 
física. 
En función de cumplir con la obligación de asegurar el cumplimiento de este derecho 
el Estado debe establecer, las políticas específicas en salud y la legislación en 
correspondencia con los instrumentos internacionales de derechos humanos que 
protegen el derecho a la salud, propician un ambiente para gozar del derecho a la 
salud de la mejor manera. 
Las acciones están dirigidas a la prevención de enfermedades y la promoción de 
hábitos y estilos de vida saludables. El derecho a la salud no se agota, con la sola 
posibilidad de disponer de instituciones encargadas del cuidado, atención y 
recuperación de la salud, además de obtener de éstas una atención gratuita, integral 
y de calidad, sino que se extiende también, a un conjunto de factores relacionados a 
condiciones estructurales de orden ambiental, educativas, económicas y sociales 
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Presupuesto para Asegurar la Atención en Salud a la Población 
Los establecimientos de salud públicos no cuentan con los recursos materiales, 
humanos y tecnológicos necesarios para brindar una atención de calidad, aunque el 
Estado ha mostrado interés en mejorar la provisión de estos recursos los mismos no 
son suficientes. Mientras las áreas privadas continúan liderando los mejores niveles 
de atención a la población, por medio de programas de atención médica, sea 
Previsional por medio del Instituto Nicaragüense de Seguridad Social INSS, o en los 
planes de atención que cada empresa oferta al público con capacidad de pago. 
En la práctica el Estado enfrenta una contradicción con sus políticas públicas, por 
una parte negocia con el Fondo Monetario Internacional Programas de Ajuste 
Estructural, que mantiene deprimida la inversión en programas sociales, con el afán 
de mantener una macroeconomía saludable, sin embargo a diferencia de otros 
gobiernos, procura mantener algunos programas de asistencia médica con limitados 
recursos, generando expectativas en la población que no pueden satisfacer, lo que a 
su vez genera descontento y afecta su credibilidad. 
La política macroeconómica incide directamente en los niveles de inversión en los 
programas de salud, por lo que los planes quedan únicamente en cartas de buenas 
intenciones, o utopías que no se materializarán con la Estructura actual del Estado, 
así como las prioridades del mismo, la no definición de políticas retrasan los efectos 
de las políticas públicas diseñadas en el Plan Nacional de Desarrollo Humano. 
Para poder superar esta situación que afecta a la población nicaragüense, 
principalmente la que se encuentra en situación de extrema pobreza, se debe 
redefinir la política macroeconómica a fin de establecer los mecanismos que permitan 
una inversión significativa en las políticas sociales. De esta forma se garantizaría los 
recursos financieros para aplicabilidad plena y efectiva de las metas establecidas en 
relación al derecho a la salud. 
Las políticas públicas sustentadas en las necesidades de la población y en las 
aspiraciones de los gobernantes en transformar realidades y mejorar las condiciones 
de vida de la población, son decisiones políticas dirigidas a crear superestructura e 
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infraestructura, para suplir las necesidades de la población, el interés político del 
gobernante y los compromisos internacionales, tanto de derechos humanos como 
con organismos financieros internacionales, ambos son vinculantes. 
En el caso de los primeros el seguimiento a las recomendaciones emanadas por los 
organismos internacionales que monitorean y dan seguimiento al cumplimiento de los 
compromisos internacionales, hacen recomendaciones a los Estados para acercarlos 
al cumplimiento de los tratados internacionales. En lo que hace a los organismos 
financieros internacionales, monitorean los acuerdos bilaterales de cooperación con 
el país, a fin de definir medidas macroeconómicas que controlan el gasto en el 
presupuesto general de la república. 
El interés de estos organismos se contrapone, pues mientras unos recomiendan al 
Estado disponer de todos sus recursos para asegurar el ejercicio de los derechos 
humanos, los organismos financieros recomiendan medidas de recortes 
presupuestarios del gasto, reducir la inversión pública como forma de preservar la 
estabilidad macroeconómica, dichos recortes inciden de manera directa en el 
ejercicio de los derechos humanos, específicamente de los derechos económicos 
sociales y culturales, los que tienen como característica principal la progresividad, es 
decir que los Estados deben garantizar el ejercicio de derechos y mejorarlos. 
El control presupuestario pasa por mantener el control del gasto de capital 
principalmente, aunque el gasto corriente también tiene sus propias limitaciones. El 
presupuesto en salud durante los últimos años ha venido creciendo aparentemente, 
sin embargo al hacer las comparaciones porcentuales considerando el total del 
presupuesto identificamos una reducción. 
Los resultados indican que las políticas públicas, la legislación vigente, tienen un 
nexo causal no respaldado con la voluntad política de los tomadores de decisión de 
disponer los recursos necesarios para garantizar el disfrute de los derechos 
reconocidos en los instrumentos internacionales, legislación vigente, normas y 
protocolos para la atención de la salud de la población. 
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Del análisis se observa el énfasis de la estructura presupuestaria, el cual está 
enfocado a la atención hospitalaria, descuidando las acciones de promoción–
educación y prevención de enfermedades, lo que hace al papel de otras instituciones 
involucradas en la promoción y educación para prevenir enfermedades, tales como el 
Ministerio de Educación, Ministerio de la Familia, Ministerio de Juventud, Ministerio 
de la Mujer y el Instituto de Juventud y Deportes. 
Análisis Comparativo del Presupuesto 2012 y 2013 
El Presupuesto aprobado para el año 2012 fue de C$ 42 mil 256 millones 764 mil 412 
córdobas, equivalentes a U$ 1 mil 826 millones 166 mil 589 dólares. De los que se 
destinaron para el sector salud C$ 6 mil 947 millones 343 mil 857 equivalentes a U$ 
300 millones 236 mil 125 dólares lo que representó el 18.47 % del Presupuesto 
General de la República.  
El presupuesto de gastos aprobado para el año 2013 fue de C$ 47 mil 754 millones 
856 mil 247 córdobas. De estos C$ 7 mil 927 millones 967 mil 471 córdobas, dicha 
cantidad equivale al 16.6 % del Presupuesto de Gastos. De este se destina al rubro 
de gastos corrientes 7 mil 186 millones 644 mil 472 de los que se destinan a gastos 
de atención hospitalaria 3 mil 250 millones 400 mil 226, esto corresponde al 45.22% 
del total de gastos. 
En general el presupuesto en salud del 2013 refleja un incremento del 12.36% en 
relación con el presupuesto del 2012, sin embargo rubros históricamente marginados 
mantienen una tendencia de crecimiento mínimo tal es el caso de Promoción de la 
Salud y Prevención de Enfermedades que le aumentaron 1.3% dicho rubro es usado 
para campañas educativas que promueven estilos de vida saludables en la 
población, lo cual es una manera de prevenir enfermedades.- Ver tabla 5 ANEXO 4. 
El Sistema de Normas Jurídicas 
Al realizar un análisis detallado, del sistema normativo del Estado nicaragüense, se 
observa la existencia de un conjunto de leyes, que directa o indirectamente se 
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relacionan con la salud de las personas y el papel que el Estado y la sociedad civil en 
la promoción, preservación, cuidado y recuperación de la misma. 
Es relevante encontrar legislación que claramente define las funciones de las 
instituciones involucradas en el aseguramiento del bienestar de la población. El 
andamiaje jurídico internacional tiene influencia directa en la legislación nacional. La 
normativa vigente en su contenido expresamente protege el derecho de la población 
a recibir atención médica de calidad, así como el acceso a exámenes de diagnóstico, 
medicamentos, cirugías y atención hospitalaria. 
El objetivo primario de este marco regulatorio, es garantizar la tutela jurídica del 
derecho a la salud y los derechos relacionados, como parte de la interdependencia y 
complementariedad de los derechos. Es decir, las leyes en materia de salud, están 
orientadas a “tutelar el derecho de las personas a disfrutar, conservar y recuperar su 
salud”. 
El derecho a la salud se vale por sí mismo para mostrar que tiene las características 
de un derecho humano, pues es indivisible, intrínseco, universal, interdependiente, 
esta última característica demostrada ante la satisfacción de las necesidades para 
lograr un máximo grado de salud y bienestar, en el sentido más amplio relacionados 
con el derecho a la seguridad social, al trabajo, a un medio ambiente saludable, a 
condiciones de vida dignas y el acceso a los servicios básicos. 
Como se desprende de la cita anterior, el derecho a la salud no está circunscrito 
únicamente a la esfera sanitaria, sino también a aspectos sociales de relevancia en 
el estado de salud de las personas. 
El Estado de Nicaragua, cuenta con legislación dirigida a promover y proteger los 
más altos estándares de salud en la población leyes. La Constitución Política adopta 
el espíritu de los tratados internacionales que la salud como un derecho. En 
correspondencia a ese principio se crea la legislación ordinaria que promueve y 
protege el Derecho a la Salud. 
40 
X.- CONCLUSIONES 
1.- La Legislación Nacional tiene antecedentes en los tratados y convenios 
internacionales y en el derecho comparado.  
La Constitución Política y numerosos instrumentos internacionales reconocen la 
salud como un derecho humano fundamental. En su calidad de derecho humano 
tiene características de universalidad, interdependencia con otros derechos y 
progresivo, se rige por los principios de gratuidad, equidad, accesibilidad e igualdad. 
Se hacen esfuerzos por adecuar el andamiaje jurídico nacional con el internacional 
por medio de los programas que canalizan recursos para la inversión en salud. 
Los principales  avances que el Estado Nicaragüense ha logrado en materia del 
derecho a la salud son de tipo “normativo”, desde hace más de una década, se han 
aprobado un conjunto de leyes que directa o indirectamente, reconocen y/o amplían 
en marco regulatorio del Estado, en materia del cuidado y la atención a la salud de 
las personas. Estos avances tienen grandes obstáculos para lograr generar un 
impacto directo en el estado de salud de los y las nicaragüenses. 
2.- Las Políticas Nacionales en Salud que rigen las acciones del Estado de 
Nicaragua. 
Existen políticas públicas en salud incorporadas al Plan Nacional de Desarrollo 
Humano 2012-2016 mismas que incorporan un componente que interfiere con las 
formas de organización que tradicionalmente han practicado las comunidades, 
especialmente las comunidades indígenas, una cuando la integración de sectores de 
la población es de interés particular del gobernante de turno. 
En las políticas se incorporan las metas sobre la atención a la población y sobre los 
compromisos internacionales, en estas acciones deben considerar el crecimiento 
demográfico, aspecto que debe impulsar a ejecutar programas de inversión de capital 
para adecuar la infraestructura existente a la demanda de futuro de servicios de 
salud de la población. Las políticas públicas deben considerar además la gestión de 
riesgos ante posibles brotes endémicos y epidémicos así como de desastres 
naturales. 
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3.- Entre la legislación nicaragüense que protege el ejercicio del Derecho a la 
Salud y las Políticas Nacionales en Salud son vinculantes entre si y 
constituyen obligaciones para el Estado. 
Es imperativo que exista un vínculo causal entre las políticas públicas y la legislación 
vigente, ambas se complementan, pues establecen las metas del Estado y los límites 
de éste para alcanzar esas metas. Además de imponer las obligaciones en asegurar 
los recursos suficientes para que la población acceda a servicios de salud en 
cantidad y calidad. El presupuesto de salud es un aspecto que se excluyó de la 
Política, omiten decir cuánto será el nivel de gasto en salud en el periodo del Plan 
Nacional de Desarrollo Humano, si estará en correspondencia con el crecimiento del 
PIB u otro indicador. 
La decisión política de suscribir un tratado reconociendo derechos y aprobar una Ley, 
no son suficientes sin contar con una Política Pública que materialice los derechos 
reconocidos en la legislación. El Estado asume la obligación de adecuar su 
legislación interna en función cumplir con sus compromisos internacionales, además 
de establecer las disposiciones administrativas a fin de promover las coordinaciones 
interinstitucionales para la ejecutar los planes y programas de salud en beneficio de 
la población y en función de reducir la pobreza a los índices establecidos en los 
Objetivos del Milenio. 
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XI.- RECOMENDACIONES 
Al Estado y sus Instituciones: 
Debe manifestar el interés institucional de garantizar la armonización entre las 
políticas públicas y la legislación vigente, es imprescindible mantener una política 
sistemática que redunde en beneficios sostenibles a la población en lo que hace a 
servicios de salud, conforme los estándares Internacionales de derechos humanos. 
Lo anterior implica irremediablemente la reforma al sistema de salud, a fin de 
adecuarlo a garantizar una atención de calidad a la población sostenida con 
estrategias coherentes a las necesidades, esto pasar por reformas legislativas con lo 
cual se muestran resultados de cara al seguimiento de las metas del milenio, existe 
suficiente documentación para apresurar la reforma al sistema de salud, enfocados 
en transformar las causas que generan tensiones, entre el personal dedicado a la 
atención y los usuarios. 
Al Ministerio de Salud MINSA: 
La participación comunitaria en la gestión de la salud, mediante el MOSAFC no 
puede estar subordinada a una forma de organización, pues no se estaría 
respetando las propias formas de organización de las comunidades y en especial de 
las comunidades indígenas y afrodescendientes, es por ello que la forma de 
organización para la ejecución de las políticas y el ejercicio del derecho a participar 
en la promoción de comunidades saludables, no debe ser un factor de exclusión sino 
una oportunidad de las instituciones de insertarse a la dinámica organizativa de las 
comunidades. 
Las políticas públicas deben estar respaldadas por la voluntad política del gobernante 
a destinar los recursos financieros suficientes para asegurar una atención gratuita, de 
calidad que satisfaga las necesidades de todos y todas, en especial de los sectores 
poblacionales históricamente vulnerables, mujeres, niñez y adolescencia, personas 
con discapacidad y personas de la tercera edad. 
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Dirigir especial atención a las poblaciones rurales y pueblos indígenas y 
afrodescendientes, con personal y servicios, respaldados con presupuesto suficiente, 
con programas de salud dirigidos a atender las necesidades particulares de este 
segmento de la población. 
Establecer coherencia entre las políticas públicas, el derecho a la salud y la 
cosmovisión, creencias y tradiciones de los pueblos indígenas y comunidades 
étnicas. 
Al MINSA y Organismos de la Sociedad Civil 
Realizar las coordinaciones interinstitucionales necesarias para mejorar las 
condiciones de vida de los hogares nicaragüenses, ya que la condición de pobreza 
que enfrenta la mayoría de la población es un factor determinante en el estado de 
salud de la población. 
Pensar en políticas de Salud Pública, involucra a instituciones del Estado y de la 
sociedad civil, entre quienes se deben fortalecer las coordinaciones en función de 
beneficiar a la población con planes y programas serios de educación. 
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ANEXOS 
  
ANEXO 1: OPERACIONALIZACION DE VARIABLES 
 
Objetivo Específico 1.- Identificar la Legislación vigente que protege el Derecho a la Salud. 
 
Legislación Nacional e Internacional que Protege el Derecho a la Salud 
Tabla: 1 
No. Convenios y Tratados 
Internacionales 
Legislación Nacional/Acuerdos 
Administrativos 
Observaciones 
 Convenios Internacionales: 
1.-Constitución de la 
Organización Mundial para la 
Salud. 
2.- Declaración Universal de 
Derechos Humanos. 
3.- Declaración Americana de los 
Derechos y Deberes del Hombre. 
4.- Convención Americana de 
Derechos Humanos. 
Leyes Nacionales: 
1.- Constitución Política de Nicaragua 
2.- Ley General de Salud Ley 423 y su 
Reglamento. 
3.- La Ley No. 820 Ley de Promoción, 
Protección y Defensa de los Derechos 
Humanos ante El VIH y Sida, para su 
Prevención y Atención. 
4.- Ley de Organización y Competencias 
del Poder Ejecutivo, Ley 290. 
5.- Ley 641 Código Penal de Nicaragua. 
6.- Ley 693 Ley de Soberanía y Seguridad 
Alimentaria y Nutricional. 
7.- Ley 295, Ley de Promoción, Protección 
y Mantenimiento de la Lactancia Materna 
y Regulación de la Comercialización de 
Sucedáneos de la Leche Materna. 
8.- La ley No. 369, Ley de Seguridad 
Transfusional. 
9.- Ley 392, Ley de Promoción del 
Desarrollo Integral de la Juventud, La Ley 
No. 40, Ley de Municipios. 
La Constitución Política y 
Declaraciones y Convenios 
internacionales reconocen la salud 
como un derecho humano 
fundamental. En su calidad de 
derecho humano tiene 
características de universalidad, 
interdependencia con otros 
derechos y progresivo, se rige por 
los principios de gratuidad, equidad, 
accesibilidad e igualdad. Se hacen 
esfuerzos por adecuar el andamiaje 
jurídico nacional con el internacional 
por medio de los programas que 
canalizan recursos para la inversión 
en salud. 
  Acuerdos Administrativos: 
1.-  Acuerdo Ministerial 67-96 en el que se 
establece que la Violencia Intrafamiliar 
debe considerarse como un problema de 
salud pública.  
2.- Acuerdo 249-2009 el cual establece la 
no discriminación a las personas con una 
opción diferente a la heterosexual en la 
atención en salud en todas las unidades. 
Parte del andamiaje jurídico de 
cualquier país son las disposiciones 
administrativas que complementan 
la legislación aprobada por la 
Asamblea Nacional al reglamentarla 
y se busca correspondencia con las 
políticas públicas. Las disposiciones 
administrativas son aquellas normas 
aprobadas por el Poder Ejecutivo a 
través de sus instituciones, que 
procuran dinamizar la 
 implementación de la legislación 
según la materia y el marco de 
actuación de dichas instituciones 
que dirigen la función pública. Estas 
disposiciones administrativas tienen 
carácter vinculante. 
 
  
Objetivo Específico 2.- Determinar las Políticas Nacionales en Salud que rigen las 
acciones del Estado de Nicaragua. 
 
Políticas Públicas que Orientan la Protección del Ejercicio del Derecho a la Salud 
Tabla: 2 
Políticas Públicas Globales Políticas Públicas Nacionales Observaciones 
Políticas Globales: Son las derivadas 
de la voluntad de las naciones 
miembros de los organismos 
internacionales, en el caso de estudio 
son organismos enfocados a promover 
estándares internacionales en materia 
de salud pública mismos que se 
proyectan a implementar en los países 
miembros. La Organización de Naciones 
Unidas, la Organización Mundial de la 
Salud, la Organización de Estados 
Americanos, el Sistema de Integración 
Centro Americana, expresan voluntades 
políticas por medio de instrumentos que 
dirigen las acciones de los Estados, las 
que se encuentran vigentes en la 
actualidad y que están próximas a 
cumplirse. 
 
Políticas Nacionales: Las Políticas 
Públicas son instrumentos que permiten 
orientar la acción del Estado en torno a 
temas específicos. El Estado 
Nicaragüense en el transcurso de la 
última década ha aprobado un conjunto 
de políticas públicas de alcance 
nacional, sectorial o específico. Las 
políticas públicas que el Estado 
Nicaragüense ha adoptado con la 
finalidad de implementar el marco 
jurídico nacional e internacional que en 
materia del derecho a la salud está 
vigente. 
Las políticas públicas en salud 
incorporadas al Plan Nacional de 
Desarrollo Humano 2012-2016 mismas 
que incorporan un componente que 
interfiere con las formas de organización 
que tradicionalmente han practicado las 
comunidades, especialmente las 
comunidades indígenas, una cuando la 
integración de sectores de la población 
es de interés particular del gobernante 
de turno. 
 
  
Objetivo Específico 3.- Explicar el vínculo que existe entre la legislación 
nicaragüense que protege el ejercicio del Derecho a la Salud y las Políticas 
Nacionales en Salud. 
 
Legislación y Políticas Públicas 
Tabla: 3 
Legislación Nacional e 
Internacional que Protege el 
Derecho a la Salud 
Políticas Públicas Globales y 
Nacional que Protegen del 
Derecho a la Salud 
Observaciones 
La Constitución Política y numerosos 
instrumentos internacionales reconocen 
la salud como un derecho humano 
fundamental. En su calidad de derecho 
humano tiene características de 
universalidad, interdependencia con 
otros derechos y progresivo, se rige por 
los principios de gratuidad, equidad, 
accesibilidad e igualdad. Se hacen 
esfuerzos por adecuar el andamiaje 
jurídico nacional con el internacional por 
medio de los programas que canalizan 
recursos para la inversión en salud. 
Declaración del Milenio: Suscrita en 
septiembre del 2000 por los 189 Jefes 
de Estado y de Gobierno asistentes a la 
Cumbre del Milenio de la Organización 
de Naciones Unidas, proporciona una 
visión compartida de un mundo mejor 
para el 2015. 
Políticas en Salud contenidas el Plan 
Nacional de Desarrollo Humano 2012-
2016. 
La decisión política de suscribir un 
tratado reconociendo derechos y 
aprobar una Ley, no son suficientes sin 
contar con una Política Pública que 
materialice los derechos reconocidos en 
la legislación. El Estado asume la 
obligación de adecuar su legislación 
interna en función cumplir con sus 
compromisos internacionales, además 
de establecer las disposiciones 
administrativas a fin de promover las 
coordinaciones interinstitucionales para 
la ejecutar los planes y programas de 
salud en beneficio de la población y en 
función de reducir la pobreza a los 
índices establecidos en los Objetivos del 
Milenio. 
 
 ANEXO 2: GUÍA PARA LA RECOPILACIÓN DE LA INFORMACIÓN. 
 
Lugar/Fecha Ficha Bibliográfica Legislación/Políticas 
   
   
   
   
   
   
 
 ANEXO 3: MODELO EXPLICATIVO 
 
 ANEXO 4: PRESUPUESTO EN SALUD 
 
Tabla: 5 
PRESUPUESTO EN SALUD 
Presupuesto según gasto 2012 Córdobas 
2013 
Córdobas 
Diferencia 
% 
Presupuesto Salud 6,947,343,857 7,927,967,471 12.36 
Presupuesto de Gastos 
Corrientes Sector Salud 6,414,412,720 7,186,644,472 10.74 
Gastos Atención Hospitalaria 3,193,125,324 3,250,400,226 1.76 
Atención Integral de Primer 
Nivel; Centros de Salud, 
Policlínicos 
2,563,525,963 2,763,906,224 7.2 
Promoción de la Salud y 
Prevención de Enfermedades 166,243,001 168,419,282 1.3 
Fuente: Presupuesto General de la República 2012 y 2013 
  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
ANEXO 5: Constitución de la OMS 
CONSTITUCIÓN DE LA OMS 1
CONSTITUCIÓN
DE LA ORGANIZACIÓN MUNDIAL DE LA SALUD1
LOS ESTADOS partes en esta Constitución declaran, en conformidad con
la Carta de las Naciones Unidas, que los siguientes principios son básicos
para la felicidad, las relaciones armoniosas y la seguridad de todos los pue-
blos:
La salud es un estado de completo bienestar físico, mental y social, y no
solamente la ausencia de afecciones o enfermedades.
El goce del grado máximo de salud que se pueda lograr es uno de los
derechos fundamentales de todo ser humano sin distinción de raza, reli-
gión, ideología política o condición económica o social.
La salud de todos los pueblos es una condición fundamental para lograr
la paz y la seguridad, y depende de la más amplia cooperación de las
personas y de los Estados.
Los resultados alcanzados por cada Estado en el fomento y protección
de la salud son valiosos para todos.
La desigualdad de los diversos países en lo relativo al fomento de la
salud y el control de las enfermedades, sobre todo las transmisibles,
constituye un peligro común.
El desarrollo saludable del niño es de importancia fundamental; la capa-
cidad de vivir en armonía en un mundo que cambia constantemente es
indispensable para este desarrollo.
La extensión a todos los pueblos de los beneficios de los conocimientos
médicos, psicológicos y afines es esencial para alcanzar el más alto
grado de salud.
Una opinión pública bien informada y una cooperación activa por parte
del público son de importancia capital para el mejoramiento de la salud
del pueblo.
Los gobiernos tienen responsabilidad en la salud de sus pueblos, la cual
sólo puede ser cumplida mediante la adopción de medidas sanitarias y
sociales adecuadas.
ACEPTANDO ESTOS PRINCIPIOS, con el fin de cooperar entre sí y con
otras en el fomento y protección de la salud de todos los pueblos, las Partes
Contratantes convienen en la presente Constitución y por este acto estable-
1
 La Constitución fue adoptada por la Conferencia Sanitaria Internacional, celebrada en Nueva York del
19 de junio al 22 de julio de 1946, firmada el 22 de julio de 1946 por los representantes de 61 Estados (Off.
Rec. Wld Hlth Org.; Actes off. Org. mond. Santé, 2, 100), y entró en vigor el 7 de abril de 1948. Las reformas
adoptadas por la 26.ª, la 29.ª, la 39.ª y la 51.ª Asambleas Mundiales de la Salud (resoluciones WHA26.37,
WHA29.38, WHA39.6 y WHA51.23), que entraron en vigor el 3 de febrero de 1977, el 20 de enero de 1984,
el 11 de julio de 1994 y el 15 de septiembre de 2005, respectivamente, se han incorporado al presente texto.
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cen la Organización Mundial de la Salud como organismo especializado de
conformidad con los términos del artículo 57 de la Carta de las Naciones
Unidas.
CAPÍTULO I – FINALIDAD
Artículo 1
La finalidad de la Organización Mundial de la Salud (llamada de ahora
en adelante la Organización) será alcanzar para todos los pueblos el grado
más alto posible de salud.
CAPÍTULO II – FUNCIONES
Artículo 2
Para alcanzar esta finalidad, las funciones de la Organización serán:
a) actuar como autoridad directiva y coordinadora en asuntos de sanidad
internacional;
b) establecer y mantener colaboración eficaz con las Naciones Unidas, los
organismos especializados, las administraciones oficiales de salubri-
dad, las agrupaciones profesionales y demás organizaciones que se
juzgue convenientes;
c) ayudar a los gobiernos, a su solicitud, a fortalecer sus servicios de salu-
bridad;
d) proporcionar ayuda técnica adecuada y, en casos de emergencia, prestar
a los gobiernos la cooperación necesaria que soliciten, o acepten;
e) proveer o ayudar a proveer, a solicitud de las Naciones Unidas, servi-
cios y recursos de salubridad a grupos especiales, tales como los habi-
tantes de los territorios fideicometidos;
f) establecer y mantener los servicios administrativos y técnicos que sean
necesarios, inclusive los epidemiológicos y de estadística;
g) estimular y adelantar labores destinadas a suprimir enfermedades epi-
démicas, endémicas y otras;
h) promover, con la cooperación de otros organismos especializados
cuando fuere necesario, la prevención de accidentes;
i) promover, con la cooperación de otros organismos especializados
cuando fuere necesario, el mejoramiento de la nutrición, la habitación,
el saneamiento, la recreación, las condiciones económicas y de trabajo,
y otros aspectos de la higiene del medio;
j) promover la cooperación entre las agrupaciones científicas y profesio-
nales que contribuyan al mejoramiento de la salud;
k) proponer convenciones, acuerdos y reglamentos y hacer recomendacio-
nes referentes a asuntos de salubridad internacional, así como desem-
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peñar las funciones que en ellos se asignen a la Organización y que
estén de acuerdo con su finalidad;
l) promover la salud y la asistencia maternal e infantil, y fomentar la
capacidad de vivir en armonía en un mundo que cambia constante-
mente;
m) fomentar las actividades en el campo de la higiene mental, especial-
mente aquellas que afectan las relaciones armónicas de los hombres;
n) promover y realizar investigaciones en el campo de la salud;
o) promover el mejoramiento de las normas de enseñanza y adiestra-
miento en las profesiones de salubridad, medicina y afines;
p) estudiar y dar a conocer, con la cooperación de otros organismos espe-
cializados, cuando fuere necesario, técnicas administrativas y sociales
que afecten la salud pública y la asistencia médica desde los puntos de
vista preventivo y curativo, incluyendo servicios hospitalarios y el
seguro social;
q) suministrar información, consejo y ayuda en el campo de la salud;
r) contribuir a crear en todos los pueblos una opinión pública bien infor-
mada en asuntos de salud;
s) establecer y revisar, según sea necesario, la nomenclatura internacional
de las enfermedades, de las causas de muerte y de las prácticas de salu-
bridad pública;
t) establecer normas uniformes de diagnóstico, según sea necesario;
u) desarrollar, establecer y promover normas internacionales con respecto
a productos alimenticios, biológicos, farmacéuticos y similares;
v) en general, tomar todas las medidas necesarias para alcanzar la finali-
dad que persigue la Organización.
CAPÍTULO III – MIEMBROS Y MIEMBROS ASOCIADOS
Artículo 3
La calidad de miembro de la Organización es accesible a todos los Esta-
dos.
Artículo 4
Los Miembros de las Naciones Unidas pueden llegar a ser Miembros de
la Organización firmando o aceptando en otra forma esta Constitución de
conformidad con las disposiciones del capítulo XIX y de acuerdo con sus
respectivos procedimientos constitucionales.
Artículo 5
Los Estados cuyos gobiernos fueron invitados a enviar observadores a la
Conferencia Internacional de Salubridad celebrada en Nueva York, en
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1946, pueden llegar a ser Miembros firmando o aceptando en otra forma
esta Constitución, de conformidad con las disposiciones del capítulo XIX y
de acuerdo con sus respectivos procedimientos constitucionales siempre
que su firma o aceptación se completen antes de la primera reunión de la
Asamblea de la Salud.
Artículo 6
Sujeto a las condiciones de todo acuerdo que se concierte entre las
Naciones Unidas y la Organización, aprobado conforme al capítulo XVI,
los Estados que no lleguen a ser Miembros, según los Artículos 4 y 5,
podrán hacer solicitud de ingreso como Miembros y serán admitidos como
tales cuando sus solicitudes sean aprobadas por mayoría simple de votos de
la Asamblea de la Salud.
Artículo 71
Si un Miembro deja de cumplir con las obligaciones financieras para con
la Organización, o en otras circunstancias excepcionales, la Asamblea de la
Salud podrá, en las condiciones que juzgue apropiadas, suspender los privi-
legios de voto y los servicios a que tenga derecho tal Miembro. La Asam-
blea de la Salud tendrá autoridad para restablecer tales privilegios de voto y
servicios.
Artículo 8
Los territorios o grupos de territorios que no sean responsables de la
dirección de sus relaciones internacionales podrán ser admitidos por la
Asamblea de la Salud como Miembros Asociados a solicitud hecha en
nombre de tal territorio o grupo de territorios por un Miembro u otra autori-
dad responsable de la dirección de sus relaciones internacionales. Los
representantes de los Miembros Asociados en la Asamblea de la Salud
deberán tener competencia técnica en el sector de la salud y se elegirán
entre la población nativa. La naturaleza y el alcance de los derechos y obli-
gaciones de los Miembros Asociados serán determinados por la Asamblea
de la Salud.
CAPÍTULO IV – ÓRGANOS
Artículo 9
Los trabajos de la Organización serán llevados a cabo por:
a) La Asamblea Mundial de la Salud (llamada en adelante la Asamblea de
la Salud);
b) El Consejo Ejecutivo (llamado en adelante el Consejo);
c) La Secretaría.
1
 La reforma de este Artículo, aprobada por la 18.a Asamblea Mundial de la Salud (resolución
WHA18.48), no ha entrado en vigor todavía.
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CAPÍTULO V – LA ASAMBLEA MUNDIAL DE LA SALUD
Artículo 10
La Asamblea de la Salud estará compuesta por delegados representantes
de los Miembros.
Artículo 11
Cada Miembro estará representado por no más de tres delegados, uno de
los cuales será designado por el Miembro como Presidente de la delega-
ción. Estos delegados deben ser elegidos entre las personas más capacita-
das por su competencia técnica en el campo de la salubridad, y
representando, de preferencia, la administración nacional de salubridad del
Miembro.
Artículo 12
Los delegados podrán ser acompañados de suplentes y asesores.
Artículo 13
La Asamblea de la Salud se reunirá en sesiones anuales ordinarias y en
sesiones extraordinarias cuando sea necesario. Las sesiones extraordinarias
serán convocadas a solicitud del Consejo o de la mayoría de los Miembros.
Artículo 14
La Asamblea de la Salud, en cada sesión anual, designará el país o
región en el cual se celebrará la siguiente sesión anual; el Consejo fijará
posteriormente el lugar. El Consejo designará el lugar en que se celebre
cada sesión extraordinaria.
Artículo 15
El Consejo, previa consulta con el Secretario General de las Naciones
Unidas, fijará la fecha de cada sesión anual o extraordinaria.
Artículo 16
La Asamblea de la Salud elegirá su Presidente y demás funcionarios al
principio de cada sesión anual. Éstos permanecerán en sus cargos hasta que
se elijan sus sucesores.
Artículo 17
La Asamblea de la Salud adoptará su propio reglamento interno.
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Artículo 18
Las funciones de la Asamblea de la Salud serán:
a) determinar la política de la Organización;
b) nombrar los Miembros que tengan derecho a designar una persona para
el Consejo;
c) nombrar el Director General;
d) estudiar y aprobar los informes y actividades del Consejo y del Director
General y dar instrucciones al Consejo sobre los asuntos en los cuales
se considere conveniente acción, estudio, investigación o informe;
e) establecer los comités que considere necesarios para el trabajo de la
Organización;
f) vigilar la política financiera de la Organización y estudiar y aprobar su
presupuesto;
g) dar instrucciones al Consejo y al Director General para llamar la aten-
ción de los Miembros y de las organizaciones internacionales, guberna-
mentales o no, sobre cualquier asunto relacionado con la salubridad que
estime conveniente la Asamblea de la Salud;
h) invitar a cualquier organización internacional o nacional, gubernamen-
tal o no gubernamental, que tenga responsabilidades relacionadas con
las de la Organización, a que nombre representantes para participar, sin
derecho a voto, en sus reuniones o en las de comités y conferencias
celebradas bajo sus auspicios, en las condiciones que prescriba la
Asamblea de la Salud; pero en el caso de organizaciones nacionales, las
invitaciones se harán solamente con el consentimiento del Gobierno
interesado;
i) considerar las recomendaciones sobre salubridad hechas por la Asam-
blea General, el Consejo Económico y Social, el Consejo de Seguridad
o el Consejo de Administración Fiduciaria de las Naciones Unidas, e
informarles sobre las medidas tomadas por la Organización para poner
en práctica tales recomendaciones;
j) informar al Consejo Económico y Social, conforme a los acuerdos que
se concierten entre la Organización y las Naciones Unidas;
k) promover y realizar investigaciones en el campo de la salubridad,
mediante el personal de la Organización, por el establecimiento de sus
propias instituciones, o en cooperación con instituciones oficiales o no
oficiales de cualquier Miembro, con el consentimiento de su gobierno;
l) establecer otras instituciones que considere conveniente;
m) emprender cualquier acción apropiada para el adelanto de la finalidad
de la Organización.
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Artículo 19
La Asamblea de la Salud tendrá autoridad para adoptar convenciones o
acuerdos respecto a todo asunto que esté dentro de la competencia de la
Organización. Para la adopción de convenciones y acuerdos se requiere el
voto de aprobación de las dos terceras partes de la Asamblea de la Salud;
las convenciones y acuerdos entrarán en vigor para cada Miembro al ser
aceptados por éste de acuerdo con sus procedimientos constitucionales.
Artículo 20
Cada Miembro se compromete a que, dentro de los dieciocho meses
después de la adopción por la Asamblea de la Salud de una convención
o acuerdo, tomará acción relativa a la aceptación de tal convención o
acuerdo. Cada Miembro notificará al Director General la acción tomada y,
si no acepta dicho acuerdo o convención dentro del plazo fijado, suminis-
trará una declaración de las razones de su no aceptación. En caso de acepta-
ción, cada Miembro conviene en presentar un informe anual al Director
General, de acuerdo con el capítulo XIV.
Artículo 21
La Asamblea de la Salud tendrá autoridad para adoptar reglamentos
referentes a:
a) requisitos sanitarios y de cuarentena y otros procedimientos destinados
a prevenir la propagación internacional de enfermedades;
b) nomenclaturas de enfermedades, causas de muerte y prácticas de salu-
bridad pública;
c) normas uniformes sobre procedimientos de diagnóstico de uso interna-
cional;
d) normas uniformes sobre la seguridad, pureza y potencia de productos
biológicos, farmacéuticos y similares de comercio internacional;
e) propaganda y rotulación de productos biológicos, farmacéuticos y simi-
lares de comercio internacional.
Artículo 22
Estas reglamentaciones entrarán en vigor para todos los Miembros des-
pués de que se haya dado el debido aviso de su adopción por la Asamblea
de la Salud, excepto para aquellos Miembros que comuniquen al Director
General que las rechazan o hacen reservas dentro del periodo fijado en el
aviso.
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Artículo 23
La Asamblea de la Salud tendrá autoridad para hacer recomendaciones a
los Miembros respecto a cualquier asunto que esté dentro de la competen-
cia de la Organización.
CAPÍTULO VI – EL CONSEJO EJECUTIVO
Artículo 24
El Consejo estará integrado por treinta y cuatro personas, designadas por
igual número de Miembros. La Asamblea de la Salud, teniendo en cuenta
una distribución geográfica equitativa, elegirá a los Miembros que tengan
derecho a designar una persona para integrar el Consejo, quedando enten-
dido que no podrá elegirse a menos de tres Miembros de cada una de las
organizaciones regionales establecidas en cumplimiento del Artículo 44.
Cada uno de los Miembros debe nombrar para el Consejo a una persona
técnicamente capacitada en el campo de la salud, que podrá ser acompa-
ñada por suplentes y asesores.
Artículo 25
Los Miembros serán elegidos por un periodo de tres años y podrán ser
reelegidos, con la salvedad de que entre los elegidos en la primera reunión
que celebre la Asamblea de la Salud después de entrar en vigor esta
reforma de la Constitución, que aumenta de treinta y dos a treinta y cuatro
el número de puestos del Consejo, la duración del mandato de los Miem-
bros suplementarios se reducirá, si fuese menester, en la medida necesaria
para facilitar la elección anual de un Miembro, por lo menos, de cada una
de las organizaciones regionales.
Artículo 26
El Consejo se reunirá por lo menos dos veces al año y determinará el
lugar de cada reunión.
Artículo 27
El Consejo elegirá entre sus miembros su Presidente, y adoptará su
reglamento interior.
Artículo 28
Las funciones del Consejo serán:
a) dar efecto a las decisiones y a la política de la Asamblea de la Salud;
b) actuar como órgano ejecutivo de la Asamblea de la Salud;
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c) desempeñar toda otra función que la Asamblea de la Salud le enco-
miende;
d) asesorar a la Asamblea de la Salud en los asuntos que ésta le enco-
miende y en los que sean asignados a la Organización por convencio-
nes, acuerdos y reglamentos;
e) asesorar y presentar propuestas a la Asamblea de la Salud por iniciativa
propia;
f) preparar el programa de las sesiones de la Asamblea de la Salud;
g) someter a la Asamblea de la Salud, para su consideración y aprobación,
un plan general de trabajo para un periodo determinado;
h) estudiar todo asunto que esté dentro de su competencia;
i) tomar medidas de emergencia, de conformidad con las funciones y los
recursos financieros de la Organización, para hacer frente a casos que
requieran acción inmediata. En particular, podrá autorizar al Director
General para tomar las medidas necesarias para combatir epidemias,
participar en la organización de socorro sanitario para las víctimas de
calamidades y emprender estudios e investigaciones cuya urgencia
haya sido señalada a la atención del Consejo por cualquier Miembro o
el Director General.
Artículo 29
El Consejo ejercerá, en nombre y representación de toda la Asamblea de
la Salud, las funciones delegadas por ésta.
CAPÍTULO VII – SECRETARÍA
Artículo 30
La Secretaría se compondrá del Director General y del personal técnico
y administrativo que requiera la Organización.
Artículo 31
El Director General será nombrado por la Asamblea de la Salud, a pro-
puesta del Consejo, en las condiciones que determine la Asamblea. Sujeto a
la autoridad del Consejo, el Director General será el funcionario principal
técnico y administrativo de la Organización.
Artículo 32
El Director General será Secretario ex officio de la Asamblea de la
Salud, del Consejo, de todas las comisiones y comités de la Organización y
de las conferencias que ésta convoque. Podrá delegar tales funciones.
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Artículo 33
El Director General, o su representante, podrá establecer un procedi-
miento, mediante acuerdo con los Miembros, que le permita tener acceso
directo, en el desempeño de sus funciones, a las diversas dependencias de
estos últimos, especialmente a sus administraciones de salubridad y organi-
zaciones nacionales de salubridad, ya sean gubernamentales o no. Podrá
asimismo establecer relaciones directas con organizaciones internacionales
cuyas actividades estén dentro de la competencia de la Organización. Man-
tendrá a las oficinas regionales informadas de todo asunto que concierna a
las respectivas regiones.
Artículo 34
El Director General preparará y presentará al Consejo los balances y
proyectos de presupuestos de la Organización.
Artículo 35
El Director General nombrará el personal de la Secretaría de acuerdo
con el reglamento de personal que establezca la Asamblea de la Salud. La
consideración primordial que se tendrá en cuenta al nombrar el personal
será asegurar que la eficiencia, la integridad y el carácter internacional-
mente representativo de la Secretaría se mantenga en el nivel más alto posi-
ble. Se dará debida consideración a la importancia de contratar el personal
de forma que haya la más amplia representación geográfica posible.
Artículo 36
Las condiciones de empleo para el personal de la Organización se ajus-
tarán en lo posible a las de otras organizaciones de las Naciones Unidas.
Artículo 37
En el cumplimiento de sus deberes, el Director General y el personal no
solicitarán ni recibirán instrucciones de ningún gobierno ni de ninguna
autoridad ajena a la Organización. Se abstendrán de actuar en forma alguna
que sea incompatible con su condición de funcionarios internacionales.
Cada uno de los Miembros de la Organización se compromete, por su parte,
a respetar el carácter exclusivamente internacional del Director General y
del personal y a no tratar de influir sobre ellos.
CAPÍTULO VIII – COMITÉS
Artículo 38
El Consejo establecerá los comités que la Asamblea de la Salud indique
y, por iniciativa propia o a propuesta del Director General, podrá establecer
cualquier otro comité que considere conveniente para atender todo propó-
sito que esté dentro de la competencia de la Organización.
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Artículo 39
El Consejo considerará periódicamente y, por lo menos anualmente, la
necesidad de que continúe cada comité.
Artículo 40
El Consejo puede disponer la creación de comités conjuntos o mixtos
con otras organizaciones o la participación en ellos de la Organización, así
como la representación de ésta en comités establecidos por otras organiza-
ciones.
CAPÍTULO IX – CONFERENCIAS
Artículo 41
La Asamblea de la Salud o el Consejo pueden convocar conferencias
locales, generales, técnicas u otras de índole especial para el estudio de
cualquier asunto que esté dentro de la competencia de la Organización y
pueden disponer la representación en dichas conferencias de organizacio-
nes internacionales y, con el consentimiento del gobierno interesado, de
organizaciones nacionales, gubernamentales o no gubernamentales. La
Asamblea de la Salud o el Consejo determinarán la forma en que se efectúe
tal representación.
Artículo 42
El Consejo puede disponer la representación de la Organización en con-
ferencias que éste considere que sean de interés para la Organización.
CAPÍTULO X – SEDE
Artículo 43
La ubicación de la sede de la Organización será determinada por la
Asamblea de la Salud previa consulta con las Naciones Unidas.
CAPÍTULO XI – ARREGLOS REGIONALES
Artículo 44
a) La Asamblea de la Salud determinará periódicamente las regiones
geográficas en las cuales sea conveniente establecer una organización
regional.
b) Con la aprobación de la mayoría de los Miembros comprendidos en
cada región así determinada, la Asamblea de la Salud podrá establecer una
organización regional para satisfacer las necesidades especiales de cada
zona. En cada región no habrá más de una organización regional.
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Artículo 45
De conformidad con esta Constitución, cada organización regional será
parte integrante de la Organización.
Artículo 46
Cada organización regional constará de un Comité Regional y de una
Oficina Regional.
Artículo 47
Los Comités Regionales estarán compuestos por representantes de los
Estados Miembros y Miembros Asociados de la región de que se trate. Los
territorios o grupos de territorios de la región que no sean responsables de
la dirección de sus relaciones internacionales, y que no sean Miembros
Asociados, gozarán del derecho de representación y participación en los
Comités Regionales. La naturaleza y extensión de los derechos y obligacio-
nes de estos territorios o grupos de territorios en los Comités Regionales
serán determinadas por la Asamblea de la Salud, en consulta con el Miem-
bro u otra autoridad responsable de la dirección de las relaciones interna-
cionales de dichos territorios y con los Estados Miembros de la región.
Artículo 48
Los Comités Regionales se reunirán con la frecuencia que consideren
necesaria y fijarán el lugar para cada reunión.
Artículo 49
Los Comités Regionales adoptarán su propio reglamento interno.
Artículo 50
Las funciones del Comité Regional serán:
a) formular la política que ha de regir los asuntos de índole exclusiva-
mente regional;
b) vigilar las actividades de la Oficina Regional;
c) recomendar a la Oficina Regional que se convoquen conferencias técni-
cas y se lleven a cabo los trabajos o investigaciones adicionales en
materia de salubridad que en opinión del Comité Regional promuevan
en la región la finalidad de la Organización;
d) cooperar con los respectivos comités regionales de las Naciones Uni-
das, con los de otros organismos especializados y con otras organiza-
ciones internacionales regionales que tengan intereses comunes con la
Organización;
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e) asesorar a la Organización, por conducto del Director General, en asun-
tos de salubridad internacional cuya importancia trascienda la esfera
regional;
f) recomendar contribuciones regionales adicionales por parte de los
gobiernos de las respectivas regiones si la proporción del presupuesto
central de la Organización asignada a la región es insuficiente para de-
sempeñar las funciones regionales;
g) otras funciones que puedan ser delegadas al Comité Regional por la
Asamblea de la Salud, el Consejo o el Director General.
Artículo 51
Bajo la autoridad general del Director General de la Organización, la
Oficina Regional será el órgano administrativo del Comité Regional.
Además, llevará a efecto, en la región, las decisiones de la Asamblea de la
Salud y del Consejo.
Artículo 52
El jefe de la Oficina Regional será el Director Regional, nombrado por
el Consejo de acuerdo con el Comité Regional.
Artículo 53
El personal de la Oficina Regional será nombrado de la manera que se
determine mediante acuerdo entre el Director General y el Director Regio-
nal.
Artículo 54
La Organización Sanitaria Panamericana1 representada por la Oficina
Sanitaria Panamericana y las Conferencias Sanitarias Panamericanas, y
todas las demás organizaciones intergubernamentales regionales de salubri-
dad que existan antes de la fecha en que se firme esta Constitución serán
integradas a su debido tiempo en la Organización. La integración se efec-
tuará tan pronto como sea factible mediante acción común basada en el
mutuo consentimiento de las autoridades competentes, expresado por
medio de las organizaciones interesadas.
CAPÍTULO XII – PRESUPUESTO Y EROGACIONES
Artículo 55
El Director General preparará y someterá al Consejo el proyecto de pre-
supuesto de la Organización. El Consejo considerará y someterá a la Asam-
blea de la Salud dicho proyecto de presupuesto con las recomendaciones
que estime convenientes.
1
 Denominada actualmente Organización Panamericana de la Salud por decisión de la XV Conferencia
Sanitaria Panamericana, septiembre-octubre de 1958.
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Artículo 56
Sujeta a los acuerdos que se concierten entre la Organización y las
Naciones Unidas, la Asamblea de la Salud estudiará y aprobará los presu-
puestos y prorrateará su monto entre los Miembros de conformidad con la
escala que fije la Asamblea de la Salud.
Artículo 57
La Asamblea de la Salud, o el Consejo en nombre y representación de
ésta, puede aceptar y administrar las donaciones y los legados que se hagan
a la Organización siempre que las condiciones a que estén sujetos sean
aceptables por la Asamblea de la Salud o por el Consejo y compatibles con
la finalidad y política de la Organización.
Artículo 58
Se establecerá un fondo especial para ser utilizado a discreción del Con-
sejo para hacer frente a emergencias y contingencias imprevistas.
CAPÍTULO XIII – VOTACIONES
Artículo 59
Cada Miembro tendrá un voto en la Asamblea de la Salud.
Artículo 60
a) Las decisiones de la Asamblea de la Salud en asuntos importantes se
tomarán por el voto de una mayoría de dos tercios de los Miembros presen-
tes y votantes. Estos asuntos comprenderán: la adopción de convenciones o
acuerdos; la aprobación de acuerdos que vinculen a la Organización con las
Naciones Unidas y organizaciones u organismos intergubernamentales de
conformidad con los Artículos 69, 70 y 72; y las reformas a esta Constitu-
ción.
b) Las decisiones sobre otros asuntos, incluso la determinación de cate-
gorías adicionales de asuntos que deban resolverse por mayoría de dos ter-
cios, se tomarán por la mayoría de los Miembros presentes y votantes.
c) Las votaciones sobre asuntos análogos se harán en el Consejo y en los
comités de la Organización de conformidad con los párrafos (a) y (b) de
este Artículo.
CAPÍTULO XIV – INFORMES PRESENTADOS POR LOS ESTADOS
Artículo 61
Cada Miembro rendirá a la Organización un informe anual sobre las
medidas tomadas y el adelanto logrado en mejorar la salud de su pueblo.
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Artículo 62
Cada Miembro rendirá un informe anual sobre las medidas tomadas res-
pecto a las recomendaciones que le haya hecho la Organización, y respecto
a convenciones, acuerdos y reglamentos.
Artículo 63
Cada Miembro transmitirá sin demora a la Organización las leyes, los
reglamentos, los informes y las estadísticas oficiales de importancia, perti-
nentes a la salubridad, que hayan sido publicados en el Estado.
Artículo 64
Cada Miembro transmitirá informes estadísticos y epidemiológicos en la
forma que determine la Asamblea de la Salud.
Artículo 65
Cada Miembro transmitirá a petición del Consejo la información adicio-
nal que sea factible concerniente a la salubridad.
CAPÍTULO XV – CAPACIDAD JURÍDICA, PRIVILEGIOS
E INMUNIDADES
Artículo 66
La Organización gozará, en el territorio de cada Miembro, de la capaci-
dad jurídica que sea necesaria para la realización de su finalidad y el ejerci-
cio de sus funciones.
Artículo 67
a) La Organización gozará, en el territorio de cada Miembro, de los pri-
vilegios e inmunidades que sean necesarios para la realización de su finali-
dad y el ejercicio de sus funciones.
b) Los representantes de los Miembros, las personas designadas para el
Consejo y el personal técnico y administrativo de la Organización gozarán,
asimismo, de los privilegios e inmunidades que sean necesarios para de-
sempeñar con independencia sus funciones en relación con la Organiza-
ción.
Artículo 68
La capacidad jurídica, los privilegios y las inmunidades se definirán en
acuerdo aparte que preparará la Organización en consulta con el Secretario
General de las Naciones Unidas y que se concertará entre los Miembros.
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CAPÍTULO XVI – RELACIONES CON OTRAS ORGANIZACIONES
Artículo 69
La Organización será vinculada con las Naciones Unidas como uno de
los organismos especializados a que se refiere el Artículo 57 de la Carta de
las Naciones Unidas. El acuerdo o los acuerdos por medio de los cuales se
establezca la vinculación de la Organización con las Naciones Unidas
estarán sujetos al voto de aprobación de las dos terceras partes de la Asam-
blea de la Salud.
Artículo 70
La Organización establecerá relaciones efectivas y cooperará estrecha-
mente con otras organizaciones intergubernamentales cuando lo juzgue
conveniente. Todo acuerdo formal que se concierte con tales organizacio-
nes estará sujeto al voto de aprobación de las dos terceras partes de la
Asamblea de la Salud.
Artículo 71
La Organización puede, en asuntos de su competencia, hacer arreglos
apropiados para consultar y cooperar con organizaciones internacionales no
gubernamentales y, con el consentimiento del Estado interesado, con orga-
nizaciones nacionales, gubernamentales o no gubernamentales.
Artículo 72
La Organización puede, sujeta al voto de aprobación de las dos terceras
partes de la Asamblea de la Salud, adquirir de cualquiera otra organización
internacional u organismo cuyos propósitos y actividades estén dentro del
campo de competencia de la Organización las funciones, los recursos y las
obligaciones que le puedan ser conferidos por acuerdos internacionales o
por arreglos mutuamente aceptables concertados entre las autoridades com-
petentes de las organizaciones respectivas.
CAPÍTULO XVII – REFORMAS
Artículo 73
Los textos de las reformas que se propongan para esta Constitución
serán comunicados por el Director General a los Miembros por lo menos
seis meses antes de su consideración por la Asamblea de la Salud. Las
reformas entrarán en vigor para todos los Miembros cuando hayan sido
adoptadas por el voto de aprobación de las dos terceras partes de la Asam-
blea de la Salud y aceptadas por las dos terceras partes de los Miembros de
conformidad con sus respectivos procedimientos constitucionales.
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CAPÍTULO XVIII – INTERPRETACIÓN
Artículo 741
Los textos en chino, español, francés, inglés y ruso de esta Constitución
serán considerados igualmente auténticos.
Artículo 75
Toda divergencia o disputa respecto a la interpretación o aplicación de
esta Constitución que no sea resuelta por negociaciones o por la Asamblea
de la Salud será sometida a la Corte Internacional de Justicia, de conformi-
dad con el Estatuto de la Corte, a menos que las partes interesadas acuerden
otro medio de solucionarla.
Artículo 76
Con la autorización de la Asamblea General de las Naciones Unidas o
con la autorización otorgada de acuerdo con algún convenio entre la Orga-
nización y las Naciones Unidas, la Organización puede pedir a la Corte
Internacional de Justicia su opinión consultiva sobre cualquier cuestión
legal que surja dentro de la competencia de la Organización.
Artículo 77
El Director General podrá comparecer ante la Corte en nombre y repre-
sentación de la Organización en relación con todo procedimiento resultante
de la solicitud de una opinión consultiva. El Director General hará los arre-
glos necesarios para presentar el caso a la Corte, incluyendo los arreglos
para la argumentación de los diferentes puntos de vista sobre el caso.
CAPÍTULO XIX – ENTRADA EN VIGOR
Artículo 78
Sujeta a las disposiciones del capítulo III, esta Constitución queda
abierta para la firma o aceptación de todos los Estados.
Artículo 79
a) Los Estados pueden llegar a ser partes de esta Constitución mediante:
i) la firma sin reservas en cuanto a su aprobación;
ii) la firma sujeta a aprobación seguida por aceptación; o
iii) la aceptación.
1
 La reforma de este Artículo, aprobada por la 31.a Asamblea Mundial de la Salud (resolución
WHA31.18), no ha entrado en vigor todavía.
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b) La aceptación se efectuará mediante el depósito de un instrumento
formal ante el Secretario General de las Naciones Unidas.
Artículo 80
Esta Constitución entrará en vigor cuando veintiséis Miembros de las
Naciones Unidas hayan llegado a ser partes en ella de conformidad con las
disposiciones del Artículo 79.
Artículo 81
De conformidad con el Artículo 102 de la Carta de las Naciones Unidas,
el Secretario General de las Naciones Unidas registrará esta Constitución
cuando haya sido firmada sin reservas respecto a su aprobación por un
Estado o cuando se deposite el primer instrumento de aceptación.
Artículo 82
El Secretario General de las Naciones Unidas notificará a los Estados
partes de esta Constitución la fecha en que entre en vigor y comunicará
también la fecha en que otros Estados lleguen a ser partes de ella.
EN FE DE LO CUAL, los infrascritos representantes debidamente autoriza-
dos para tal objeto, firman esta Constitución.
Firmada en la ciudad de Nueva York, a los veintidós días del mes de
julio de mil novecientos cuarenta y seis, en una sola copia en idiomas
chino, español, francés, inglés y ruso, siendo cada texto igualmente autén-
tico. Los textos originales se depositarán en los archivos de las Naciones
Unidas. El Secretario General de las Naciones Unidas enviará copias debi-
damente certificadas a cada uno de los Gobiernos representados en la Con-
ferencia.
___________
  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
ANEXO 6: Declaración del Milenio 
Naciones Unidas A/RES/55/2*
Asamblea General Distr. general13 de septiembre de 2000
Quincuagésimo quinto período de sesiones
Tema 60 b) del programa
00 55954*
Resolución aprobada por la Asamblea General
[sin remisión previa a una Comisión Principal (A/55/L.2)]
55/2. Declaración del Milenio
La Asamblea General
Aprueba la siguiente Declaración:
Declaración del Milenio
I. Valores y principios
1. Nosotros, Jefes de Estado y de Gobierno, nos hemos reunido en la Sede de las
Naciones Unidas en Nueva York del 6 al 8 de septiembre de 2000, en los albores de
un nuevo milenio, para reafirmar nuestra fe en la Organización y su Carta como
cimientos indispensables de un mundo más pacífico, más próspero y más justo.
2. Reconocemos que, además de las responsabilidades que todos tenemos
respecto de nuestras sociedades, nos incumbe la responsabilidad colectiva de
respetar y defender los principios de la dignidad humana, la igualdad y la equidad en
el plano mundial. En nuestra calidad de dirigentes, tenemos, pues, un deber que
cumplir respecto de todos los habitantes del planeta, en especial los más vulnerables
y, en particular, los niños del mundo, a los que pertenece el futuro.
3. Reafirmamos nuestra adhesión a los propósitos y principios de la Carta de las
Naciones Unidas, que han demostrado ser intemporales y universales. A decir
verdad, su pertinencia y su capacidad como fuente de inspiración han ido en
aumento conforme se han multiplicado los vínculos y se ha consolidado la
interdependencia entre las naciones y los pueblos.
4. Estamos decididos a establecer una paz justa y duradera en todo el mundo, de
conformidad con los propósitos y principios de la Carta. Reafirmamos nuestra
determinación de apoyar todos los esfuerzos encaminados a hacer respetar la
igualdad soberana de todos los Estados, el respeto de su integridad territorial e
independencia política; la solución de los conflictos por medios pacíficos y en
consonancia con los principios de la justicia y del derecho internacional; el derecho
de libre determinación de los pueblos que siguen sometidos a la dominación colonial
y la ocupación extranjera; la no injerencia en los asuntos internos de los Estados; el
respeto de los derechos humanos y las libertades fundamentales; el respeto de la
igualdad de derechos de todos, sin distinciones por motivo de raza, sexo, idioma o
* Publicado nuevamente por razones técnicas.
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religión, y la cooperación internacional para resolver los problemas internacionales
de carácter económico, social, cultural o humanitario.
5. Creemos que la tarea fundamental a que nos enfrentamos hoy es conseguir que
la mundialización se convierta en una fuerza positiva para todos los habitantes
del mundo, ya que, si bien ofrece grandes posibilidades, en la actualidad sus
beneficios se distribuyen de forma muy desigual al igual que sus costos.
Reconocemos que los países en desarrollo y los países con economías en transición
tienen dificultades especiales para hacer frente a este problema fundamental. Por
eso, consideramos que solo desplegando esfuerzos amplios y sostenidos para crear
un futuro común, basado en nuestra común humanidad en toda su diversidad, se
podrá lograr que la mundialización sea plenamente incluyente y equitativa. Esos
esfuerzos deberán incluir la adopción de políticas y medidas, a nivel mundial, que
correspondan a las necesidades de los países en desarrollo y de las economías en
transición y que se formulen y apliquen con la participación efectiva de esos países
y esas economías.
6. Consideramos que determinados valores fundamentales son esenciales para las
relaciones internacionales en el siglo XXI:
• La libertad. Los hombres y las mujeres tienen derecho a vivir su vida y a criar
a sus hijos con dignidad y libres del hambre y del temor a la violencia,
la opresión o la injusticia. La mejor forma de garantizar esos derechos es
contar con gobiernos democráticos y participativos basados en la voluntad
popular.
• La igualdad. No debe negarse a ninguna persona ni a ninguna nación la
posibilidad de beneficiarse del desarrollo. Debe garantizarse la igualdad de
derechos y oportunidades de hombres y mujeres.
• La solidaridad. Los problemas mundiales deben abordarse de manera tal que
los costos y las cargas se distribuyan con justicia, conforme a los principios
fundamentales de la equidad y la justicia social. Los que sufren, o los que
menos se benefician, merecen la ayuda de los más beneficiados.
• La tolerancia. Los seres humanos se deben respetar mutuamente, en toda su
diversidad de creencias, culturas e idiomas. No se deben temer ni reprimir las
diferencias dentro de las sociedades ni entre éstas; antes bien, deben apreciarse
como preciados bienes de la humanidad. Se debe promover activamente una
cultura de paz y diálogo entre todas las civilizaciones.
• El respeto de la naturaleza. Es necesario actuar con prudencia en la gestión y
ordenación de todas las especies vivas y todos los recursos naturales, conforme
a los preceptos del desarrollo sostenible. Sólo así podremos conservar y
transmitir a nuestros descendientes las inconmensurables riquezas que nos
brinda la naturaleza. Es preciso modificar las actuales pautas insostenibles de
producción y consumo en interés de nuestro bienestar futuro y en el de
nuestros descendientes.
• Responsabilidad común. La responsabilidad de la gestión del desarrollo
económico y social en el mundo, lo mismo que en lo que hace a las amenazas
que pesan sobre la paz y la seguridad internacionales, debe ser compartida por
las naciones del mundo y ejercerse multilateralmente. Por ser la organización
más universal y más representativa de todo el mundo, las Naciones Unidas
deben desempeñar un papel central a ese respecto.
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7. Para plasmar en acciones estos valores comunes, hemos formulado una serie
de objetivos clave a los que atribuimos especial importancia.
II. La paz, la seguridad y el desarme
8. No escatimaremos esfuerzos para liberar a nuestros pueblos del flagelo de la
guerra —ya sea dentro de los Estados o entre éstos—, que, en el último decenio, ha
cobrado más de cinco millones de vidas. También procuraremos eliminar los
peligros que suponen las armas de destrucción en masa.
9. Por todo lo anterior, decidimos:
• Consolidar el respeto del imperio de la ley en los asuntos internacionales y
nacionales y, en particular, velar por que los Estados Miembros cumplan las
decisiones de la Corte Internacional de Justicia, con arreglo a la Carta de las
Naciones Unidas, en los litigios en que sean partes.
• Aumentar la eficacia de las Naciones Unidas en el mantenimiento de la paz y
de la seguridad, dotando a la Organización de los recursos y los instrumentos
que necesitan en sus tareas de prevención de conflictos, resolución pacífica de
controversias, mantenimiento de la paz, consolidación de la paz y
reconstrucción después de los conflictos. En este sentido, tomamos nota del
informe del Grupo sobre las Operaciones de Paz de las Naciones Unidas1, y
pedimos a la Asamblea General que examine cuanto antes sus
recomendaciones.
• Fortalecer la cooperación entre las Naciones Unidas y las organizaciones
regionales, de conformidad con las disposiciones del Capítulo VIII de la Carta.
• Velar por que los Estados Partes apliquen los tratados sobre cuestiones tales
como el control de armamentos y el desarme, el derecho internacional
humanitario y el relativo a los derechos humanos, y pedir a todos los Estados
que consideren la posibilidad de suscribir y ratificar el Estatuto de Roma de la
Corte Penal Internacional2.
• Adoptar medidas concertadas contra el terrorismo internacional y adherirnos
cuanto antes a todas las convenciones internacionales pertinentes.
• Redoblar nuestros esfuerzos para poner en práctica nuestro compromiso de
luchar contra el problema mundial de la droga.
• Intensificar nuestra lucha contra la delincuencia transnacional en todas sus
dimensiones, incluidos la trata y el contrabando de seres humanos y el
blanqueo de dinero.
• Reducir al mínimo las consecuencias negativas que las sanciones económicas
impuestas por las Naciones Unidas pueden tener en las poblaciones inocentes,
someter los regímenes de sanciones a exámenes periódicos y eliminar las
consecuencias adversas de las sanciones sobre terceros.
• Esforzarnos por eliminar las armas de destrucción en masa, en particular las
armas nucleares, y mantener abiertas todas las opciones para alcanzar esa
                                                          
1 A/55/305-S/2000/809; véase Documentos Oficiales del Consejo de Seguridad, quincuagésimo quinto año,
Suplemento de julio, agosto y septiembre de 2000, documento S/2000/809.
2 A/CONF.183/9.
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meta, incluida la posibilidad de convocar una conferencia internacional para
determinar formas adecuadas de eliminar los peligros nucleares.
• Adoptar medidas concertadas para poner fin al tráfico ilícito de armas
pequeñas y armas ligeras, en particular dando mayor transparencia a las
transferencias de armas y respaldando medidas de desarme regional, teniendo
en cuenta todas las recomendaciones de la Conferencia de las Naciones Unidas
sobre Comercio Ilícito de Armas Pequeñas y Ligeras.
• Pedir a todos los Estados que consideren la posibilidad de adherirse a la
Convención sobre la prohibición del empleo, almacenamiento, producción
y transferencia de minas antipersonal y sobre su destrucción3, así como
al Protocolo enmendado relativo a las minas de la Convención sobre armas
convencionales4.
10. Instamos a los Estados Miembros a que observen la Tregua Olímpica,
individual y colectivamente, ahora y en el futuro, y a que respalden al Comité
Olímpico Internacional en su labor de promover la paz y el entendimiento humano
mediante el deporte y el ideal olímpico.
III. El desarrollo y la erradicación de la pobreza
11. No escatimaremos esfuerzos para liberar a nuestros semejantes, hombres,
mujeres y niños, de las condiciones abyectas y deshumanizadoras de la pobreza
extrema, a la que en la actualidad están sometidos más de 1.000 millones de seres
humanos. Estamos empeñados en hacer realidad para todos ellos el derecho al
desarrollo y a poner a toda la especie humana al abrigo de la necesidad.
12. Resolvemos, en consecuencia, crear en los planos nacional y mundial un
entorno propicio al desarrollo y a la eliminación de la pobreza.
13. El logro de esos objetivos depende, entre otras cosas, de la buena gestión de
los asuntos públicos en cada país. Depende también de la buena gestión de los
asuntos públicos en el plano internacional y de la transparencia de los sistemas
financieros, monetarios y comerciales. Propugnamos un sistema comercial y
financiero multilateral abierto, equitativo, basado en normas, previsible y no
discriminatorio.
14. Nos preocupan los obstáculos a que se enfrentan los países en desarrollo para
movilizar los recursos necesarios para financiar su desarrollo sostenible. Haremos,
por consiguiente, todo cuanto esté a nuestro alcance para que tenga éxito la Reunión
intergubernamental de alto nivel sobre la financiación del desarrollo que se
celebrará en 2001.
15. Decidimos, asimismo, atender las necesidades especiales de los países menos
adelantados. En este contexto, nos felicitamos de la convocación de la Tercera
Conferencia de las Naciones Unidas sobre los Países Menos Adelantados, que se
celebrará en mayo de 2001, y donde haremos todo lo posible por lograr resultados
positivos. Pedimos a los países industrializados:
                                                          
3 Véase CD/1478.
4 Protocolo enmendado sobre prohibiciones o restricciones del empleo de minas, armas trampa y otros
artefactos [CCW/CONF.I/16 (Part I), anexo B].
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• que adopten, preferiblemente antes de que se celebre esa Conferencia, una
política de acceso libre de derechos y cupos respecto de virtualmente todas las
exportaciones de los países menos adelantados;
• que apliquen sin más demora el programa mejorado de alivio de la deuda de
los países pobres muy endeudados y que convengan en cancelar todas las
deudas bilaterales oficiales de esos países a cambio de que éstos demuestren su
firme determinación de reducir la pobreza; y
• que concedan una asistencia para el desarrollo más generosa, especialmente a
los países que se están esforzando genuinamente por destinar sus recursos a
reducir la pobreza.
16. Estamos decididos, asimismo, a abordar de manera global y eficaz los
problemas de la deuda de los países de ingresos bajos y medios adoptando diversas
medidas en los planos nacional e internacional para que su deuda sea sostenible a
largo plazo.
17. Resolvemos asimismo atender las necesidades especiales de los pequeños
Estados insulares en desarrollo poniendo en práctica rápida y cabalmente el
Programa de Acción de Barbados5 y las conclusiones a que llegó la Asamblea
General en su vigésimo segundo período extraordinario de sesiones. Instamos a la
comunidad internacional a que vele por que, cuando se prepare un índice de
vulnerabilidad, se tengan en cuenta las necesidades especiales de los pequeños
Estados insulares en desarrollo.
18. Reconocemos las necesidades y los problemas especiales de los países en
desarrollo sin litoral, por lo que pedimos encarecidamente a los donantes bilaterales
y multilaterales que aumenten su asistencia financiera y técnica a ese grupo de
países para satisfacer sus necesidades especiales de desarrollo y ayudarlos a superar
los obstáculos de su geografía, mejorando sus sistemas de transporte en tránsito.
19. Decidimos, asimismo:
• Reducir a la mitad, para el año 2015, el porcentaje de habitantes del planeta
cuyos ingresos sean inferiores a un dólar por día y el de las personas que
padezcan hambre; igualmente, para esa misma fecha, reducir a la mitad el
porcentaje de personas que carezcan de acceso a agua potable o que no puedan
costearlo.
• Velar por que, para ese mismo año, los niños y niñas de todo el mundo puedan
terminar un ciclo completo de enseñanza primaria y por que tanto las niñas
como los niños tengan igual acceso a todos los niveles de la enseñanza.
• Haber reducido, para ese mismo año, la mortalidad materna en tres cuartas
partes y la mortalidad de los niños menores de 5 años en dos terceras partes
respecto de sus tasas actuales.
• Para entonces, haber detenido y comenzado a reducir la propagación del
VIH/SIDA, el flagelo del paludismo y otras enfermedades graves que afligen a
la humanidad.
                                                          
5 Programa de Acción para el desarrollo sostenible de los pequeños Estados insulares en desarrollo
[Informe de la Conferencia Mundial sobre el Desarrollo Sostenible de los Pequeños Estados Insulares en
Desarrollo, Bridgetown (Barbados), 25 de abril a 6 de mayo de 1994 (publicación de las Naciones Unidas,
No. de venta: S.94.I.18 y corrección), cap. I, resolución 1, anexo II].
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• Prestar especial asistencia a los niños huérfanos por causa del VIH/SIDA.
• Para el año 2020, haber mejorado considerablemente la vida de por lo menos
100 millones de habitantes de tugurios, como se propone en la iniciativa
“Ciudades sin barrios de tugurios”.
20. Decidimos también:
• Promover la igualdad entre los sexos y la autonomía de la mujer como medios
eficaces de combatir la pobreza, el hambre y las enfermedades y de estimular
un desarrollo verdaderamente sostenible.
• Elaborar y aplicar estrategias que proporcionen a los jóvenes de todo el mundo
la posibilidad real de encontrar un trabajo digno y productivo.
• Alentar a la industria farmacéutica a que aumente la disponibilidad de los
medicamentos esenciales y los ponga al alcance de todas las personas de los
países en desarrollo que los necesiten.
• Establecer sólidas formas de colaboración con el sector privado y con las
organizaciones de la sociedad civil en pro del desarrollo y de la erradicación
de la pobreza.
• Velar por que todos puedan aprovechar los beneficios de las nuevas
tecnologías, en particular de las tecnologías de la información y de las
comunicaciones, conforme a las recomendaciones formuladas en la
Declaración Ministerial 2000 del Consejo Económico y Social6.
IV. Protección de nuestro entorno común
21. No debemos escatimar esfuerzos por liberar a toda la humanidad, y ante todo
a nuestros hijos y nietos, de la amenaza de vivir en un planeta irremediablemente
dañado por las actividades del hombre, y cuyos recursos ya no alcancen para
satisfacer sus necesidades.
22. Reafirmamos nuestro apoyo a los principios del desarrollo sostenible,
incluidos los enunciados en el Programa 217, convenidos en la Conferencia de las
Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo.
23. Decidimos, por consiguiente, adoptar una nueva ética de conservación y
resguardo en todas nuestras actividades relacionadas con el medio ambiente y, como
primer paso en ese sentido, convenimos en lo siguiente:
• Hacer todo lo posible por que el Protocolo de Kyoto entre en vigor, de ser
posible antes del décimo aniversario de la Conferencia de las Naciones Unidas
sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo, en el año 2002, e iniciar la reducción
de las emisiones de gases de efecto invernadero.
• Intensificar nuestros esfuerzos colectivos en pro de la ordenación, la
conservación y el desarrollo sostenible de los bosques de todo tipo.
                                                          
6 E/2000/L.9.
7 Informe de la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo, Río de Janeiro, 3 a 14 de junio
de 1992 (publicación de las Naciones Unidas, No. de venta: S.93.I.8 y correcciones), vol. I: Resoluciones aprobadas por la
Conferencia, resolución 1, anexo II.
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• Insistir en que se apliquen cabalmente el Convenio sobre la Diversidad
Biológica8 y la Convención de las Naciones Unidas de lucha contra la
desertificación en los países afectados por sequía grave o desertificación, en
particular en África9.
• Poner fin a la explotación insostenible de los recursos hídricos formulando
estrategias de ordenación de esos recursos en los planos regional, nacional y
local, que promuevan un acceso equitativo y un abastecimiento adecuado.
• Intensificar la cooperación con miras a reducir el número y los efectos de los
desastres naturales y de los desastres provocados por el hombre.
• Garantizar el libre acceso a la información sobre la secuencia del genoma
humano.
V. Derechos humanos, democracia y buen gobierno
24. No escatimaremos esfuerzo alguno por promover la democracia y fortalecer el
imperio del derecho y el respeto de todos los derechos humanos y las libertades
fundamentales internacionalmente reconocidos, incluido el derecho al desarrollo.
25. Decidimos, por tanto:
• Respetar y hacer valer plenamente la Declaración Universal de Derechos
Humanos10.
• Esforzarnos por lograr la plena protección y promoción de los derechos civiles,
políticos, económicos, sociales y culturales de todas las personas en todos
nuestros países.
• Aumentar en todos nuestros países la capacidad de aplicar los principios y las
prácticas de la democracia y del respeto de los derechos humanos, incluidos
los derechos de las minorías.
• Luchar contra todas las formas de violencia contra la mujer y aplicar la
Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra
la mujer11.
• Adoptar medidas para garantizar el respeto y la protección de los derechos
humanos de los migrantes, los trabajadores migratorios y sus familias, eliminar
los actos de racismo y xenofobia cada vez más frecuentes en muchas
sociedades y promover una mayor armonía y tolerancia en todas las
sociedades.
• Trabajar aunadamente para lograr procesos políticos más igualitarios, en que
puedan participar realmente todos los ciudadanos de nuestros países.
• Garantizar la libertad de los medios de difusión para cumplir su indispensable
función y el derecho del público a la información.
                                                          
8 Véase Programa de las Naciones Unidas para el Medio Ambiente, Convenio sobre la Diversidad
Biológica (Centro de Actividades del Programa de Derecho e Instituciones Relacionados con el Medio
Ambiente), junio de 1992.
9 A/49/84/Add.2, anexo, apéndice II.
10 Resolución 217 A (III).
11 Resolución 34/180, anexo.
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VI. Protección de las personas vulnerables
26. No escatimaremos esfuerzos para lograr que los niños y todas las poblaciones
civiles que sufren de manera desproporcionada las consecuencias de los desastres
naturales, el genocidio, los conflictos armados y otras situaciones de emergencia
humanitaria reciban toda la asistencia y la protección que necesiten para reanudar
cuanto antes una vida normal.
Decidimos, por consiguiente:
• Ampliar y reforzar la protección de los civiles en situaciones de emergencia
complejas, de conformidad con el derecho internacional humanitario.
• Fortalecer la cooperación internacional, incluso compartiendo la carga que
recae en los países que reciben refugiados y coordinando la asistencia
humanitaria prestada a esos países; y ayudar a todos los refugiados y personas
desplazadas a regresar voluntariamente a sus hogares en condiciones de
seguridad y dignidad, y a reintegrarse sin tropiezos en sus respectivas
sociedades.
• Alentar la ratificación y la plena aplicación de la Convención sobre los
Derechos del Niño12 y sus protocolos facultativos relativos a la participación
de niños en los conflictos armados y a la venta de niños, la prostitución infantil
y la utilización de niños en la pornografía13.
VII. Atención a las necesidades especiales de África
27. Apoyaremos la consolidación de la democracia en África y ayudaremos a los
africanos en su lucha por conseguir una paz duradera, erradicar la pobreza y lograr
el desarrollo sostenible, para que de esa forma África pueda integrarse en la
economía mundial.
28. Decidimos, por tanto:
• Apoyar plenamente las estructuras políticas e institucionales de las nuevas
democracias de África.
• Fomentar y mantener mecanismos regionales y subregionales de prevención de
conflictos y promoción de la estabilidad política, y velar por que las
operaciones de mantenimiento de la paz en ese continente reciban una
corriente segura de recursos.
• Adoptar medidas especiales para abordar los retos de erradicar la pobreza y
lograr el desarrollo sostenible en África, tales como cancelar la deuda, mejorar
el acceso a los mercados, aumentar la asistencia oficial para el desarrollo e
incrementar las corrientes de inversión extranjera directa y de transferencia de
tecnología.
• Ayudar a África a aumentar su capacidad para hacer frente a la propagación de
la pandemia del VIH/SIDA y otras enfermedades infecciosas.
VIII. Fortalecimiento de las Naciones Unidas
29. No escatimaremos esfuerzos por hacer de las Naciones Unidas un instrumento
más eficaz en el logro de todas las prioridades que figuran a continuación: la lucha
                                                          
12 Resolución 44/25, anexo.
13 Resolución 54/263, anexos I y II.
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por el desarrollo de todos los pueblos del mundo; la lucha contra la pobreza, la
ignorancia y las enfermedades; la lucha contra la injusticia; la lucha contra la
violencia, el terror y el delito; y la lucha contra la degradación y la destrucción de
nuestro planeta.
30. Decidimos, por consiguiente:
• Reafirmar el papel central que recae en la Asamblea General en su calidad de
principal órgano de deliberación, adopción de políticas y representación de las
Naciones Unidas, y capacitarla para que pueda desempeñar ese papel con
eficacia.
• Redoblar nuestros esfuerzos por reformar ampliamente el Consejo de
Seguridad en todos sus aspectos.
• Fortalecer más el Consejo Económico y Social, sobre la base de sus recientes
logros, de manera que pueda desempeñar el papel que se le asigna en la Carta.
• Fortalecer la Corte Internacional de Justicia a fin de que prevalezcan la justicia
y el imperio del derecho en los asuntos internacionales.
• Fomentar la coordinación y las consultas periódicas entre los órganos
principales de las Naciones Unidas en el desempeño de sus funciones.
• Velar por que la Organización cuente, de forma oportuna y previsible, con los
recursos que necesita para cumplir sus mandatos.
• Instar a la Secretaría a que, de conformidad con normas y procedimientos
claros acordados por la Asamblea General, aproveche al máximo esos recursos
en interés de todos los Estados Miembros, aplicando las mejores prácticas y
tecnologías de gestión disponibles y prestando una atención especial a las
tareas que reflejan las prioridades convenidas de los Estados Miembros.
• Promover la adhesión a la Convención sobre la Seguridad del Personal de las
Naciones Unidas y el Personal Asociado14.
• Velar por que exista una mayor coherencia y una mejor cooperación en materia
normativa entre las Naciones Unidas, sus organismos, las instituciones de
Bretton Woods y la Organización Mundial del Comercio, así como otros
órganos multilaterales, con miras a lograr criterios perfectamente coordinados
en lo relativo a los problemas de la paz y el desarrollo.
• Seguir fortaleciendo la cooperación entre las Naciones Unidas y los
parlamentos nacionales por intermedio de su organización mundial, la Unión
Interparlamentaria, en diversos ámbitos, a saber: la paz y seguridad, el
desarrollo económico y social, el derecho internacional y los derechos
humanos, la democracia y las cuestiones de género.
• Ofrecer al sector privado, las organizaciones no gubernamentales y la sociedad
civil en general más oportunidades de contribuir al logro de las metas y los
programas de la Organización.
31. Pedimos a la Asamblea General que examine periódicamente los progresos
alcanzados en la aplicación de lo dispuesto en la presente Declaración, y al
Secretario General que publique informes periódicos para que sean examinados por
la Asamblea y sirvan de base para la adopción de medidas ulteriores.
                                                          
14 Resolución 49/59, anexo.
A/RES/55/2
10
32. Reafirmamos solemnemente, en este momento histórico, que las Naciones
Unidas son el hogar común e indispensable de toda la familia humana, mediante el
cual trataremos de hacer realidad nuestras aspiraciones universales de paz,
cooperación y desarrollo. Por consiguiente, declaramos nuestro apoyo ilimitado a
estos objetivos comunes y nuestra decisión de alcanzarlos.
8a. sesión plenaria
8 de septiembre de 2000
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ASAMBLEA  NACIONAL
TEXTO DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LA REPÚBLICA
DE NICARAGUA AL QUE SE LE HAN INCORPORADO LAS
REFORMAS APROBADAS EN LA LEY “REFORMA
CONSTITUCIONAL PARA LAS ELECCIONES  DEL 25 DE
FEBRERO DE 1990”, EN LA LEY No. 192, “LEY DE REFORMA
PARCIAL A LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LA REPÚBLICA
DE NICARAGUA”, LA LEY No. 330, “LEY DE REFORMA PARCIAL
A LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LA REPÚBLICA DE
NICARAGUA”, LA LEY No. 490, “LEY QUE REFORMA
PARCIALMENTE EL ARTÍCULO 138, INCISO 12
CONSTITUCIONAL”, LEY No. 520, “LEY DE REFORMA PARCIAL
A LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA”, LEY No. 521, “LEY DE
REFORMA PARCIAL AL ARTÍCULO 140 DE LA CONSTITUCIÓN
POLÍTICA DE LA REPÚBLICA DE NICARAGUA” Y LA LEY No.
527, “LEY DE REFORMA PARCIAL DE LA CONSTITUCIÓN
POLÍTICA”.
El Presidente de la República
Hace saber al pueblo de Nicaragua que la Asamblea Nacional
Constituyente ha consultado con el pueblo, discutido y aprobado la
siguiente
CONSTITUCION POLITICA:
Preámbulo
NOSOTROS,
Representantes del Pueblo de Nicaragua, reunidos en Asamblea Nacional
Constituyente.
Evocando
La lucha de nuestros antepasados indígenas.
El espíritu de unidad centroamericana y la tradición combativa de nuestro
Pueblo que, inspirado en el ejemplo del General JOSE DOLORES
ESTRADA, ANDRES CASTRO Y ENMANUEL MONGALO, derrotó
al dominio filibustero y la intervención norteamericana en la Guerra
Nacional.
La gesta antintervencionista de BENJAMIN ZELEDON.
Al General de Hombres Libres, AUGUSTO C. SANDINO, Padre de la
Revolución Popular y Antimperialista.
La acción heroica de RIGOBERTO LOPEZ PEREZ, iniciador del
principio del fin de la dictadura.
El ejemplo de CARLOS FONSECA, el más alto continuador de la herencia
de Sandino, fundador del Frente Sandinista de Liberación Nacional y Jefe
de la Revolución.
A todas las generaciones de Héroes y Mártires que forjaron y desarrollaron
la lucha de liberación por la independencia nacional.
En Nombre
Del pueblo nicaragüense; de todos los partidos y organizaciones
democráticas, patrióticas y revolucionarias de Nicaragua; de sus hombres
y mujeres; de sus obreros y campesinos; de su gloriosa juventud; de sus
heroicas madres; de los cristianos que desde su fe en DIOS se han
comprometido e insertado en la lucha por la liberación de los oprimidos;
de sus intelectuales patrióticos; y de todos los que con su trabajo
productivo contribuyen a la defensa de la Patria.
De los que luchan y ofrendan sus vidas frente a la agresión imperialista
para garantizar la felicidad de las nuevas generaciones.
Por
La institucionalización de las conquistas de la Revolución y la construcción
de una nueva sociedad que elimine toda clase de explotación y logre la
igualdad económica, política y social de los nicaragüenses y el respeto
absoluto de los derechos humanos.
POR LA PATRIA, POR LA REVOLUCION, POR LA UNIDAD
DE LA NACION Y POR LA PAZ
Promulgamos la siguiente
CONSTITUCION POLÍTICA DE LA REPUBLICA DE NICARAGUA
TITULO  I
PRINCIPIOS FUNDAMENTALES
CAPITULO UNICO
Arto. 1 La independencia, la soberanía y la autodeterminación nacional,
son derechos irrenunciables del pueblo y fundamentos de la nación
nicaragüense. Toda injerencia extranjera en los asuntos internos de
Nicaragua o cualquier intento de menoscabar esos derechos, atenta contra
la vida del pueblo. Es deber de todos los nicaragüenses preservar y
defender estos derechos.
Arto. 2 La soberanía nacional reside en el pueblo y la ejerce a través de
instrumentos democráticos, decidiendo y participando libremente en la
construcción y perfeccionamiento del sistema económico, político y
social de la nación. El poder político lo ejerce el pueblo por medio de sus
representantes libremente elegidos por sufragio universal, igual, directo
y secreto sin que ninguna otra persona o reunión de personas pueda
arrogarse este poder o representación. También podrá ejercerlo de manera
directa por medio del referéndum y del plebiscito y otros procedimientos
que establezcan la presente Constitución y las leyes.
Arto. 3 La lucha por la paz y por el establecimiento de un orden
internacional justo, son compromisos irrenunciables de la nación
nicaragüense. Por ello nos oponemos a todas las formas de dominación
y explotación colonialista e imperialista y somos solidarios con todos los
pueblos que luchan contra la opresión y la discriminación.
Arto. 4 El Estado promoverá y garantizará los avances de carácter social
y político para asegurar el bien común, asumiendo la tarea de promover
el desarrollo humano de todos y cada uno de los nicaragüenses,
protegiéndolos contra toda forma de explotación, discriminación y
exclusión.
Arto. 5 Son principios de la nación nicaragüense, la libertad, la justicia,
el respeto a la dignidad de la persona humana, el pluralismo político, social
y étnico, el reconocimiento a las distintas formas de propiedad, la libre
cooperación internacional y el respeto a la libre autodeterminación de los
pueblos.
El pluralismo político asegura la existencia y participación de todas las
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organizaciones políticas en los asuntos económicos, políticos y sociales
del país, sin restricción ideológica, excepto aquellos que pretenden el
restablecimiento de todo tipo de dictadura o de cualquier sistema
antidemocrático.
El Estado reconoce la existencia de los pueblos indígenas, que gozan de
los derechos, deberes y garantías consignados en la Constitución, y en
especial los de mantener y desarrollar su identidad y cultura, tener sus
propias formas de organización social y administrar sus asuntos locales,
así como mantener las formas comunales de propiedad de sus tierras y el
goce, uso y disfrute de las mismas, todo de conformidad con la ley. Para
las comunidades de la Costa Atlántica se establece el régimen de autonomía
en la presente Constitución.
Las diferentes formas de propiedad: pública, privada, asociativa,
cooperativa y comunitaria deberán ser garantizadas y estimuladas sin
discriminación para producir riquezas, y todas ellas dentro de su libre
funcionamiento deberán cumplir una función social.
Nicaragua fundamenta sus relaciones internacionales en la amistad y
solidaridad entre los pueblos y la reciprocidad entre los Estados. Por
tanto, se inhibe y proscribe todo tipo de agresión política, militar,
económica, cultural y religiosa, y la intervención en los asuntos internos
de otros Estados. Reconoce el principio de solución pacífica de las
controversias internacionales por los medios que ofrece el derecho
internacional y proscribe el uso de armas nucleares y otros medios de
destrucción masiva en conflictos internos e internacionales; asegura el
asilo para los perseguidos políticos, y rechaza toda subordinación de un
Estado respecto a otro.
Nicaragua se adhiere a los principios que conforman el Derecho
Internacional Americano reconocido y ratificado soberanamente.
Nicaragua privilegia la integración regional y propugna por la reconstrucción
de la gran Patria Centroamericana.
TITULO  II
SOBRE EL ESTADO
CAPITULO UNICO
Arto. 6 Nicaragua es un Estado independiente, libre, soberano, unitario
e indivisible.
Arto. 7 Nicaragua es una República democrática, participativa y
representativa. Son órganos de gobierno: el Poder Legislativo, el Poder
Ejecutivo, el Poder Judicial y el Poder Electoral.
Arto. 8 El pueblo de Nicaragua es de naturaleza multiétnica y parte
integrante de la nación centroamericana.
Arto. 9 Nicaragua defiende firmemente la unidad centroamericana, apoya
y promueve todos los esfuerzos para lograr la integración política y
económica y la cooperación en América Central, así como los esfuerzos
por establecer y preservar la paz en la región.
 Nicaragua aspira a la unidad de los pueblos de América Latina y el Caribe,
inspirada en los ideales unitarios de Bolívar y Sandino.
En consecuencia, participará con los demás países centroamericanos y
latinoamericanos en la creación o elección de los organismos necesarios
para tales fines.
Este principio se regulará por la legislación y los tratados respectivos.
Arto. 10 El territorio nacional es el comprendido entre el Mar Caribe y
el Océano Pacífico y las Repúblicas de Honduras y Costa Rica.  La
soberanía, jurisdicción y derechos de Nicaragua se extienden a las islas,
cayos y bancos adyacentes, así como a las aguas interiores, el mar
territorial, la zona contigua, la plataforma continental, la zona económica
exclusiva y el espacio aéreo correspondiente, de conformidad con la ley
y las normas de Derecho Internacional.
La República de Nicaragua únicamente reconoce obligaciones
internacionales sobre su territorio que hayan sido libremente consentidas
y de conformidad con la Constitución Política de la República y con las
normas de Derecho Internacional.  Asimismo, no acepta los tratados
suscritos por otros países en los cuales Nicaragua no sea Parte Contratante.
Arto. 11 El español es el idioma oficial del Estado. Las lenguas de las
Comunidades de la Costa Atlántica de Nicaragua también tendrán uso
oficial en los casos que establezca la ley.
Arto. 12 La ciudad de Managua es la capital de la República y sede de
los Poderes del Estado. En circunstancias extraordinarias, éstos se podrán
establecer en otras partes del territorio nacional.
Arto. 13 Los símbolos patrios son: el Himno Nacional, la Bandera y el
Escudo establecidos por la ley que determina sus características y usos.
Arto. 14 El Estado no tiene religión oficial.
TITULO  III
LA NACIONALIDAD NICARAGÜENSE
CAPITULO UNICO
Arto. 15 Los nicaragüenses son nacionales o nacionalizados.
Arto. 16 Son nacionales:
1) Los nacidos en el territorio nacional. Se exceptúan los hijos de
extranjeros en servicio diplomático, los de funcionarios extranjeros al
servicio de organizaciones internacionales o los de enviados por sus
gobiernos a desempeñar trabajos en Nicaragua, a menos que optaren por
la nacionalidad nicaragüense.
2) Los hijos de padre o madre nicaragüense.
3) Los nacidos en el extranjero de padre o madre que originalmente fueron
nicaragüenses, siempre y cuando lo solicitaren después de alcanzar la
mayoría de edad o emancipación.
4) Los infantes de padres desconocidos encontrados en territorio
nicaragüense, sin perjuicio de que, conocida su filiación, surtan los efectos
que proceden.
5) Los hijos de padres extranjeros nacidos a bordo de aeronaves y
embarcaciones nicaragüenses, siempre que ellos lo solicitaren.
Arto. 17 Los centroamericanos de origen tienen derecho de optar a la
nacionalidad nicaragüense, sin necesidad de renunciar a su nacionalidad
y pueden solicitarla ante autoridad competente cuando residan en Nicaragua.
Arto. 18 La Asamblea Nacional podrá declarar nacionales a extranjeros
que se hayan distinguido por méritos extraordinarios al servicio de
Nicaragua.
Arto. 19 Los extranjeros pueden ser nacionalizados, previa renuncia a su
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nacionalidad y mediante solicitud ante autoridad competente, cuando
cumplieren los requisitos y condiciones que establezcan las leyes de la
materia.
Arto. 20 Ningún nacional puede ser privado de su nacionalidad.  La
calidad de nacional nicaragüense no se pierde por el hecho de adquirir otra
nacionalidad.
Arto. 21 La adquisición, pérdida y recuperación de la nacionalidad serán
reguladas por las leyes.
Arto. 22 En los casos de doble nacionalidad se procede conforme los
tratados y el principio de reciprocidad.
TITULO  IV
DERECHOS, DEBERES Y GARANTIAS
 DEL PUEBLO NICARAGÜENSE
CAPITULO  I
DERECHOS  INDIVIDUALES
Arto. 23 El derecho a la vida es inviolable e inherente a la persona humana.
En Nicaragua no hay pena de muerte.
Arto. 24 Toda persona tiene deberes para con la familia, la comunidad,
la patria y la humanidad.
Los derechos de cada persona están limitados por los derechos de los
demás, por la seguridad de todos y por las justas exigencias del bien común.
Arto. 25 Toda persona tiene derecho:
1) A la libertad individual.
2) A su seguridad.
3) Al reconocimiento de su personalidad y capacidad  jurídica.
Arto. 26 Toda persona tiene derecho:
1) A su vida privada y a la de su familia.
2) A la inviolabilidad de su domicilio, su correspondencia y sus
comunicaciones de todo tipo.
3) Al respeto de su honra y reputación.
4) A conocer toda información que sobre ella hayan registrado las
autoridades estatales, así como el derecho de saber por qué y con qué
finalidad tiene esa información.
El domicilio sólo puede ser allanado por orden escrita de juez competente,
excepto:
a) si los que habitaren en una casa manifestaren que allí se está cometiendo
un delito o de ella se pidiera auxilio;
b) si por incendio, inundación u otra causa semejante, se hallare amenazada
la vida de los habitantes o de la propiedad;
c) cuando se denunciare que personas extrañas han sido vistas en una
morada, con indicios manifiestos de ir a cometer un delito;
d) en caso de persecución actual e inmediata de un delincuente;
e) para rescatar a la persona que sufra secuestros.
En todos los casos se procederá de acuerdo a la ley.
La ley fija los casos y procedimientos para el examen de documentos
privados, libros contables y sus anexos, cuando sea indispensable para
esclarecer asuntos sometidos al conocimiento de los tribunales de justicia
o por motivos fiscales.
Las cartas, documentos y demás papeles privados substraídos ilegalmente
no producen efecto alguno en juicio o fuera de él.
Arto. 27 Todas las personas son iguales ante la ley y tienen derecho a
igual protección. No habrá discriminación por motivos de nacimiento,
nacionalidad, credo político, raza, sexo, idioma, religión, opinión, origen,
posición económica o condición social.
Los extranjeros tienen los mismos deberes y derechos que los
nicaragüenses, con la excepción de los derechos políticos y los que
establezcan las leyes; no pueden intervenir en los asuntos políticos del
país.
El Estado respeta y garantiza los derechos reconocidos en la presente
Constitución a todas las personas que se encuentren en su territorio y
estén sujetas a su jurisdicción.
Arto. 28 Los nicaragüenses que se encuentren en el extranjero gozan del
amparo y protección del Estado los que se hacen efectivos por medio de
sus representaciones diplomáticas y consulares.
Arto. 29 Toda persona tiene derecho a la libertad de conciencia, de
pensamiento y de profesar o no una religión. Nadie puede ser objeto de
medidas coercitivas que puedan menoscabar estos derechos ni a ser
obligado a declarar su credo, ideología o creencia.
Arto. 30 Los nicaragüenses tienen derecho a expresar libremente su
pensamiento en público o en privado, individual o colectivamente, en
forma oral, escrita o por cualquier otro medio.
Arto. 31 Los nicaragüenses tienen derecho a circular y fijar su residencia
en cualquier parte del territorio nacional; a entrar y salir libremente del
país.
Arto. 32 Ninguna persona está obligada a hacer lo que la ley no mande,
ni impedida de hacer lo que ella no prohíbe.
Arto. 33 Nadie puede ser sometido a detención o prisión arbitraria, ni ser
privado de su libertad, salvo por causas fijadas por la ley con arreglo a un
procedimiento legal. En consecuencia:
1) La detención sólo podrá efectuarse en virtud de mandamiento escrito
de juez competente o de las autoridades expresamente facultadas por la
ley, salvo el caso de flagrante delito.
2) Todo detenido tiene derecho:
2.1 A ser informado sin demora, en idioma o lengua que comprenda y en
forma detallada, de las causas de su detención y de la acusación formulada
en su contra; a que se informe de su detención por parte de la policía y
él mismo a informar a su familia o a quien estime conveniente; y también
a ser tratado con el respeto debido a la dignidad inherente al ser humano.
2.2 A ser puesto en libertad o a la orden de autoridad competente dentro
del plazo de las 48 horas posteriores a su detención.
3) Una vez cumplida la pena impuesta, nadie deberá continuar detenido
después de dictarse la orden de excarcelación por la autoridad competente.
4) Toda detención ilegal causa responsabilidad civil y penal en la autoridad
que la ordene o ejecute.
5) Los organismos correspondientes procurarán que los procesados y los
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condenados guarden prisión en centros diferentes.
Arto. 34 Todo procesado tiene derecho, en igualdad de condiciones, a las
siguientes garantías mínimas:
1) A que se presuma su inocencia mientras no se pruebe su culpabilidad
conforme la ley.
2) A ser juzgado sin dilaciones por tribunal competente establecido por
la ley. No hay fuero atractivo. Nadie puede ser sustraído de su juez
competente ni llevado a jurisdicción de excepción.
3) A ser sometido al juicio por jurados en los casos determinados por la
ley. Se establece el recurso de revisión.
4) A que se garantice su intervención y defensa desde el inicio del proceso
y a disponer de tiempo y medios adecuados para su defensa.
5) A que se le nombre defensor de oficio cuando en la primera intervención
no hubiera designado defensor; o cuando no fuere habido, previo
llamamiento por edicto.
El procesado tiene derecho a comunicarse libre y privadamente con su
defensor.
6) A ser asistido gratuitamente por un intérprete si no comprende o no
habla el idioma empleado por el tribunal.
7) A no ser obligado a declarar contra si mismo ni contra su cónyuge o
compañero en unión de hecho estable, o sus parientes dentro del cuarto
grado de consanguinidad o segundo de afinidad, ni a confesarse culpable.
8) A que se le dicte sentencia dentro de los términos legales, en cada una
de las instancias del proceso.
9) A recurrir ante un tribunal superior, a fin de que su caso sea revisado
cuando hubiese sido condenado por cualquier delito.
10) A no ser procesado nuevamente por el delito por el cual fue condenado
o absuelto mediante sentencia firme.
11) A no ser procesado ni condenado por acto u omisión que, al tiempo
de cometerse, no esté previamente calificado en la ley de manera expresa
e inequívoca como punible, ni sancionado con pena no prevista en la ley.
Se prohíbe dictar leyes proscriptivas o aplicar al reo penas o tratos
infamantes.
El proceso penal deberá ser público. El acceso de la prensa y el público
en general podrá ser limitado por consideraciones de moral y orden
público.
El ofendido será tenido como parte en los juicios desde el inicio de los
mismos y en todas sus instancias.
Arto. 35 Los menores no pueden ser sujeto ni objeto de juzgamiento ni
sometidos a procedimiento judicial alguno. Los menores transgresores no
pueden ser conducidos a los centros de readaptación penal y serán
atendidos en centros bajo la responsabilidad del organismo especializado.
Una ley regulará esta materia.
Arto. 36 Toda persona tiene derecho a que se respete su integridad física,
psíquica y moral. Nadie será sometido a torturas, procedimientos, penas
ni a tratos crueles, inhumanos o degradantes. La violación de este derecho
constituye delito y será penado por la ley.
Arto. 37 La pena no trasciende de la persona del condenado. No se
impondrá pena o penas que, aisladamente o en conjunto, duren más de
treinta años.
Arto. 38 La ley no tiene efecto retroactivo, excepto en materia penal
cuando favorezca al reo.
Arto. 39 En Nicaragua, el Sistema Penitenciario es humanitario y tiene
como objetivo fundamental la transformación del interno para reintegrarlo
a la sociedad. Por medio del sistema progresivo promueve la unidad
familiar, la salud, la superación educativa, cultural y la ocupación
productiva con remuneración salarial para el interno. Las penas tienen un
carácter reeducativo.
Las mujeres condenadas guardarán prisión en centros penales distintos
a los de los hombres y se procurará que los guardas sean del mismo sexo.
Arto. 40 Nadie será sometido a servidumbre. La esclavitud y la trata de
cualquier naturaleza, están prohibidas en todas sus formas.
Arto. 41 Nadie será detenido por deudas. Este principio no limita los
mandatos de autoridad judicial competente por incumplimiento de
deberes alimentarios. Es deber de cualquier ciudadano nacional o extranjero
pagar lo que adeuda.
Arto. 42 En Nicaragua se reconoce y garantiza el derecho de refugio y de
asilo. El refugio y el asilo amparan únicamente a los perseguidos por luchar
en pro de la democracia, la paz, la justicia y los derechos humanos.
La ley determinará la condición de asilado o refugiado político, de acuerdo
con los convenios internacionales ratificados por Nicaragua. En caso se
resolviera la expulsión de un asilado, nunca podrá enviársele al país donde
fuese perseguido.
Arto. 43 En Nicaragua no existe extradición por delitos políticos o
comunes conexos con ellos, según calificación nicaragüense. La extradición
por delitos comunes está regulada por la ley y los tratados internacionales.
Los nicaragüenses no podrán ser objeto de extradición del territorio
nacional.
Arto. 44 Se garantiza el derecho de propiedad privada de los bienes
muebles e inmuebles y de los instrumentos y medios de producción.
En virtud de la función social de la propiedad, este derecho está sujeto,
por causa de utilidad pública o de interés social, a las limitaciones y
obligaciones que en cuanto a su ejercicio le impongan las leyes. Los bienes
inmuebles mencionados en el párrafo primero pueden ser objeto de
expropiación de acuerdo a la Ley, previo pago en efectivo de justa
indemnización.
Tratándose de la expropiación de latifundios incultivados para fines de
reforma agraria la ley determinará la forma, cuantificación, plazos de
pagos e intereses que se reconozcan en concepto de indemnización.
Se prohíbe la confiscación de bienes. Los funcionarios que infrinjan esta
disposición, responderán con sus bienes en todo tiempo por los daños
inferidos.
Arto. 45 Las personas cuyos derechos constitucionales hayan sido
violados o estén en peligro de serlo, pueden interponer el recurso de
exhibición personal o de amparo, según el caso y de acuerdo con la Ley
de Amparo.
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Arto. 46 En el territorio nacional toda persona goza de la protección
estatal y del reconocimiento de los derechos inherentes a la persona
humana, del irrestricto respeto, promoción y protección de los derechos
humanos, y de la plena vigencia de los derechos consignados en la
Declaración Universal de los Derechos Humanos; en la Declaración
Americana de Derechos y Deberes del Hombre; en el Pacto Internacional
de Derechos Económicos, Sociales y Culturales y en el Pacto Internacional
de Derechos Civiles y Políticos de la Organización de las Naciones Unidas
y en la Convención Americana de Derechos Humanos de la Organización
de Estados Americanos.
CAPITULO  II
DERECHOS POLITICOS
Arto. 47 Son ciudadanos los nicaragüenses que hubieran cumplido
dieciséis años de edad.
Sólo los ciudadanos gozan de los derechos políticos consignados en la
Constitución y las leyes, sin más limitaciones que las que se establezcan
por razones de edad.
Los derechos ciudadanos se suspenden por imposición de pena corporal
grave o penas accesorias específicas, y por sentencia ejecutoriada de
interdicción civil.
Arto. 48 Se establece la igualdad incondicional de todos los nicaragüenses
en el goce de sus derechos políticos; en el ejercicio de los mismos y en el
cumplimiento de sus deberes y responsabilidades, existe igualdad absoluta
entre el hombre y la mujer.
Es obligación del Estado eliminar los obstáculos que impidan de hecho la
igualdad entre los nicaragüenses y su participación efectiva en la vida
política, económica y social del país.
Arto. 49 En Nicaragua tienen derecho de constituir organizaciones los
trabajadores de la ciudad y del campo, las mujeres, los jóvenes, los
productores agropecuarios, los artesanos, los profesionales, los técnicos,
los intelectuales, los artistas, los religiosos, las Comunidades de la Costa
Atlántica y los pobladores en general, sin discriminación alguna, con el
fin de lograr la realización de sus aspiraciones según sus propios intereses
y participar en la construcción de una nueva sociedad.
Estas organizaciones se formarán de acuerdo a la voluntad participativa
y electiva de los ciudadanos, tendrán una función social y podrán o no
tener carácter partidario, según su naturaleza y fines.
Arto. 50 Los ciudadanos tienen derecho de participar en igualdad de
condiciones en los asuntos públicos y en la gestión estatal. Por medio de
la ley se garantizará, nacional y localmente, la participación efectiva del
pueblo.
Arto. 51 Los ciudadanos tienen derecho a elegir y ser elegidos en
elecciones periódicas y optar a cargos públicos, salvo las limitaciones
contempladas en esta Constitución Política.
Es deber del ciudadano desempeñar los cargos de jurado y otros de carácter
concejil, salvo excusa calificada por la ley.
Arto. 52 Los ciudadanos tienen derecho de hacer peticiones, denunciar
anomalías y hacer críticas constructivas, en forma individual o colectiva,
a los Poderes del Estado o cualquier autoridad; de obtener una pronta
resolución o respuesta y de que se les comunique lo resuelto en los plazos
que la ley establezca.
Arto. 53 Se reconoce el derecho de reunión pacífica; el ejercicio de este
derecho no requiere permiso previo.
Arto. 54 Se reconoce el derecho de concentración, manifestación y
movilización pública de conformidad con la ley.
Arto. 55 Los ciudadanos nicaragüenses tienen derecho de organizar o
afiliarse a partidos políticos, con el fin de participar, ejercer y optar al
poder.
CAPITULO  III
DERECHOS SOCIALES
Arto. 56 El Estado prestará atención especial en todos sus programas a
los discapacitados y los familiares de caídos y víctimas de guerra en
general.
Arto. 57 Los nicaragüenses tienen el derecho al trabajo acorde con su
naturaleza humana.
Arto. 58 Los nicaragüenses tienen derecho a la educación y a la cultura.
Arto. 59 Los nicaragüenses tienen derecho, por igual, a la salud. El Estado
establecerá las condiciones básicas para su promoción, protección,
recuperación y rehabilitación.
Corresponde al Estado dirigir y organizar los programas, servicios y
acciones de salud y promover la participación popular en defensa de la
misma.
Los ciudadanos tienen la obligación de acatar las medidas sanitarias que
se determinen.
Arto. 60 Los nicaragüenses tienen derecho de habitar en un ambiente
saludable. Es obligación del Estado la preservación, conservación y
rescate del medio ambiente y de los recursos naturales.
Arto. 61 El Estado garantiza a los nicaragüenses el derecho a la seguridad
social para su protección integral frente a las contingencias sociales de la
vida y el trabajo, en la forma y condiciones que determine la ley.
Arto. 62 El Estado procurará establecer programas en beneficio de los
discapacitados para su rehabilitación física, sicosocial y profesional y
para su ubicación laboral.
Arto. 63 Es derecho de los nicaragüenses estar protegidos contra el
hambre. El Estado promoverá programas que aseguren una adecuada
disponibilidad de alimentos y una distribución equitativa de los mismos.
Arto. 64 Los nicaragüenses tienen derecho a una vivienda digna, cómoda
y segura que garantice la privacidad familiar. El Estado promoverá la
realización de este derecho.
Arto. 65 Los nicaragüenses tienen derecho al deporte, a la educación
física, a la recreación y al esparcimiento. El Estado impulsará la práctica
del deporte y la educación física, mediante la participación organizada y
masiva del pueblo, para la formación integral de los nicaragüenses. Esto
se realizará con programas y proyectos especiales.
Arto. 66 Los nicaragüenses tienen derecho a la información veraz. Este
derecho comprende la libertad de buscar, recibir y difundir informaciones
e ideas, ya sea de manera oral, por escrito, gráficamente o por cualquier
otro procedimiento de su elección.
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Arto. 67 El derecho de informar es una responsabilidad social y se ejerce
con estricto respeto a los principios establecidos en la Constitución. Este
derecho no puede estar sujeto a censura, sino a responsabilidades
ulteriores establecidas en la ley.
Arto. 68 Los medios de comunicación, dentro de su función social,
deberán contribuir al desarrollo de la nación.
Los nicaragüenses tienen derecho de acceso a los medios de comunicación
social y al ejercicio de aclaración cuando sean afectados en sus derechos
y garantías.
El Estado vigilará que los medios de comunicación social no sean
sometidos a intereses extranjeros o al monopolio económico de algún
grupo. La ley regulará esta materia.
La importación de papel, maquinaria y equipo y refacciones para los
medios de comunicación social escritos, radiales y televisivos así como
la importación, circulación y venta de libros, folletos, revistas, materiales
escolares y científicos de enseñanzas, diarios y otras publicaciones
periódicas, estarán exentas de toda clase de impuestos municipales,
regionales y fiscales. Las leyes tributarias regularán la materia.
Los medios de comunicación públicos, corporativos y privados no
podrán ser objeto de censura previa. En ningún caso podrán decomisarse,
como instrumento o cuerpo del delito, la imprenta o sus accesorios, ni
cualquier otro medio o equipo destinado a la difusión del pensamiento.
Arto. 69 Todas las personas, individual o colectivamente, tienen derecho
a manifestar sus creencias religiosas en privado o en público, mediante el
culto, las prácticas y su enseñanza.
Nadie puede eludir la observancia de las leyes, ni impedir a otros el
ejercicio de sus derechos y el cumplimiento de sus deberes, invocando
creencias o disposiciones religiosas.
CAPITULO  IV
DERECHOS DE LA FAMILIA
Arto. 70 La familia es el núcleo fundamental de la sociedad y tiene
derecho a la protección de ésta y del Estado.
Arto. 71 Es derecho de los nicaragüenses constituir una familia. Se
garantiza el patrimonio familiar, que es inembargable y exento de toda
carga pública.  La ley regulará y protegerá estos derechos.
La niñez goza de protección especial y de todos los derechos que su
condición requiere, por lo cual tiene plena vigencia la Convención
internacional de los derechos del niño y la niña.
Arto. 72 El matrimonio y la unión de hecho estable están protegidos por
el Estado; descansan en el acuerdo voluntario del hombre y la mujer y
podrán disolverse por el mutuo consentimiento o por la voluntad de una
de las partes. La ley regulará esta materia.
Arto. 73 Las relaciones familiares descansan en el respeto, solidaridad
e igualdad absoluta de derechos y responsabilidades entre el hombre y la
mujer.
Los padres deben atender el mantenimiento del hogar y la formación
integral de los hijos mediante el esfuerzo común, con iguales derechos y
responsabilidades. Los hijos a su vez, están obligados a respetar y ayudar
a sus padres. Estos deberes y derechos se cumplirán de acuerdo con la
legislación de la materia.
Arto. 74 El Estado otorga protección especial al proceso de reproducción
humana.
La mujer tendrá protección especial durante el embarazo y gozará de
licencia con remuneración salarial y prestaciones adecuadas de seguridad
social.
Nadie podrá negar empleo a las mujeres aduciendo razones de embarazo
ni despedirlas durante éste o en el período post natal; todo de conformidad
con la ley.
Arto. 75 Todos los hijos tienen iguales derechos. No se utilizarán
designaciones discriminatorias en materia de filiación. En la legislación
común, no tienen ningún valor las disposiciones o clasificaciones que
disminuyan o nieguen la igualdad de los hijos.
Arto. 76 El Estado creará programas y desarrollará centros especiales
para velar por los menores; éstos tienen derecho a las medidas de
prevención, protección y educación que su condición requiere, por parte
de su familia, de la sociedad y el Estado.
Arto. 77 Los ancianos tienen derecho a medidas de protección por parte
de la familia, la sociedad y el Estado.
Arto. 78 El Estado protege la paternidad y maternidad responsable. Se
establece el derecho de investigar la paternidad y la maternidad.
Arto. 79 Se establece el derecho de adopción en interés exclusivo del
desarrollo integral del menor. La ley regulará esta materia.
CAPITULO  V
DERECHOS LABORALES
Arto. 80 El trabajo es un derecho y una responsabilidad social. El trabajo
de los nicaragüenses es el medio fundamental para satisfacer las necesidades
de la sociedad, de las personas y es fuente de riqueza y prosperidad de
la nación. El Estado procurará la ocupación plena y productiva de todos
los nicaragüenses, en condiciones que garanticen los derechos
fundamentales de la persona.
Arto. 81 Los trabajadores tienen derecho de participar en la gestión de
las empresas, por medio de sus organizaciones y de conformidad con la
ley.
Arto. 82 Los trabajadores tienen derecho a condiciones de trabajo que les
aseguren en especial:
1.- Salario igual por trabajo igual en idénticas condiciones, adecuado a su
responsabilidad social, sin discriminaciones por razones políticas,
religiosas, sociales, de sexo o de cualquier otra clase, que les asegure un
bienestar compatible con la dignidad humana.
2.-  Ser remunerado en moneda de curso legal en su centro de trabajo.
3.- La inembargabilidad del salario mínimo y las prestaciones sociales,
excepto para protección de su familia y en los términos que establezca
la ley.
4.- Condiciones de trabajo que les garanticen la integridad física, la salud,
la higiene y la disminución de los riesgos profesionales para hacer efectiva
la seguridad ocupacional del trabajador.
5.- Jornada laboral de ocho horas, descanso semanal, vacaciones,
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remuneración por los días feriados nacionales y salario por décimo tercer
mes de conformidad con la ley.
6.- Estabilidad en el trabajo conforme a la ley e igual oportunidad de ser
promovido, sin más limitaciones que los factores de tiempo, servicio,
capacidad, eficiencia y responsabilidad.
7.- Seguridad social para protección integral y medios de subsistencia en
casos de invalidez, vejez, riesgos profesionales, enfermedad y maternidad;
y a sus familiares en casos de muerte, en la forma y condiciones que
determine la ley.
Arto. 83 Se reconoce el derecho a la huelga.
Arto. 84 Se prohíbe el trabajo de los menores, en labores que puedan
afectar su desarrollo normal o su ciclo de instrucción obligatoria. Se
protegerá a los niños y adolescentes contra cualquier clase de explotación
económica y social.
Arto. 85 Los trabajadores tienen derecho a su formación cultural,
científica y técnica; el Estado la facilitará mediante programas especiales.
Arto. 86 Todo nicaragüense tiene derecho a elegir y ejercer libremente su
profesión u oficio y a escoger un lugar de trabajo, sin más requisitos que
el título académico y que cumpla una función social.
Arto. 87 En Nicaragua existe plena libertad sindical. Los trabajadores se
organizarán voluntariamente en sindicatos y éstos podrán constituirse
conforme lo establece la ley.
Ningún trabajador está obligado a pertenecer a determinado sindicato, ni
renunciar al que pertenezca. Se reconoce la plena autonomía sindical y se
respeta el fuero sindical.
Arto. 88 Se garantiza el derecho inalienable de los trabajadores para que,
en defensa de sus intereses particulares o gremiales, celebren con los
empleadores:
1) Contratos individuales.
2) Convenios colectivos. Ambos de conformidad con la ley.
CAPITULO  VI
DERECHOS DE LAS COMUNIDADES
DE LA COSTA ATLÁNTICA
Arto. 89 Las Comunidades de la Costa Atlántica son parte indisoluble
del pueblo nicaragüense y como tal gozan de los mismos derechos y tienen
las mismas obligaciones.
Las Comunidades de la Costa Atlántica tienen el derecho de preservar y
desarrollar su identidad cultural en la unidad nacional; dotarse de sus
propias formas de organización social y administrar sus asuntos locales
conforme a sus tradiciones.
El Estado reconoce las formas comunales de propiedad de la tierra de las
Comunidades de la Costa Atlántica. Igualmente reconoce el goce, uso y
disfrute de las aguas y bosques de sus tierras comunales.
Arto. 90 Las Comunidades de la Costa Atlántica tienen derecho a la libre
expresión y preservación de sus lenguas, arte y cultura. El desarrollo de
su cultura y sus valores enriquece la cultura nacional. El Estado creará
programas especiales para el ejercicio de estos derechos.
Arto. 91 El Estado tiene la obligación de dictar leyes destinadas a
promover acciones que aseguren que ningún nicaragüense sea objeto de
discriminación por razón de su lengua, cultura y origen.
TITULO  V
DEFENSA NACIONAL
CAPITULO UNICO
Arto. 92 El Ejército de Nicaragua es la institución armada para la defensa
de la soberanía, de la independencia y la integridad territorial.
Sólo en casos excepcionales, el Presidente de la República, en Consejo de
Ministros, podrá en apoyo a la Policía Nacional ordenar la intervención
del Ejército de Nicaragua cuando la estabilidad de la República estuviera
amenazada por grandes desórdenes internos, calamidades o desastres
naturales.
Se prohíbe el establecimiento de bases militares extranjeras en el territorio
nacional. Podrá autorizarse el tránsito o estacionamiento de naves,
aeronaves y maquinarias extranjeras militares para fines humanitarios
siempre que sean solicitadas por el Gobierno de la República y ratificados
por la Asamblea Nacional.
Arto. 93 El Ejército de Nicaragua es una institución nacional, de carácter
profesional, apartidista, apolítica, obediente y no deliberante. Los
miembros del Ejército deberán recibir capacitación cívica y en materia de
derechos humanos.
Los delitos y faltas estrictamente militares, cometidos por miembros del
Ejército, serán conocidos por los Tribunales Militares establecidos por
ley.
Los delitos y faltas comunes cometidos por los militares serán conocidos
por los tribunales comunes.
En ningún caso los civiles podrán ser juzgados por tribunales militares.
Arto. 94 Los miembros del Ejército de Nicaragua y de la Policía Nacional,
no podrán desarrollar actividades político–partidistas, ni desempeñar
cargo alguno en organizaciones políticas. Tampoco podrán optar a cargos
públicos de elección popular si no hubieren renunciado de su calidad de
militar o de policía en servicio activo, por lo menos un año antes de las
elecciones en las que pretendan participar.
La organización, estructuras, actividades, escalafón, ascensos,  jubilaciones
y todo lo relativo al desarrollo operacional de estos organismos, se regirán
por la ley de la materia.
Arto. 95 El Ejército de Nicaragua se regirá en estricto apego a la
Constitución Política, a la que guardará respeto y obediencia. Estará
sometido a la autoridad civil que será ejercida directamente por el
Presidente de la República en su carácter de Jefe Supremo del Ejército de
Nicaragua, o a través del Ministerio correspondiente.
No pueden existir más cuerpos armados en el territorio nacional, ni rangos
militares que los establecidos por la ley.
Arto. 96 No habrá servicio militar obligatorio, y se prohíbe toda forma
de reclutamiento forzoso para integrar el Ejército de Nicaragua y la Policía
Nacional.
Se prohíbe a los organismos del ejército y la policía, y a cualquier otra
institución del Estado, ejercer actividades de espionaje político.
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Arto. 97 La Policía Nacional es un cuerpo armado de naturaleza civil.
Tiene por misión garantizar el orden interno, la seguridad de los ciudadanos,
la prevención y persecución del delito y los demás que le señale la ley.
La Policía Nacional es profesional, apolítica, apartidista, obediente y no
deliberante. La Policía Nacional se regirá en estricto apego a la Constitución
Política a la que guardará respeto y obediencia. Estará sometida a la
autoridad civil que será ejercida por el Presidente de la República, a través
del Ministerio correspondiente.
Dentro de sus funciones la Policía Nacional auxiliará al poder jurisdiccional.
La organización interna de la Policía Nacional se fundamenta en la jerarquía
y disciplina de sus mandos.
TITULO  VI
ECONOMIA NACIONAL, REFORMA AGRARIA
 Y FINANZAS PUBLICAS
CAPITULO I
ECONOMIA NACIONAL
Arto. 98 La función principal del Estado en la economía es desarrollar
materialmente el país; suprimir el atraso y la dependencia heredados;
mejorar las condiciones de vida del pueblo y realizar una distribución cada
vez más  justa de la riqueza.
Arto. 99 El Estado, es responsable de promover el desarrollo integral del
país y como gestor del bien común, deberá garantizar los intereses y las
necesidades particulares, sociales, sectoriales y regionales de la nación.
Es responsabilidad del Estado proteger, fomentar y promover las formas
de propiedad y de gestión económica y empresarial privada, estatal,
cooperativa, asociativa, comunitaria y mixta para garantizar la democracia
económica y social.
El ejercicio de las actividades económicas corresponde primordialmente
a los particulares. Se reconoce el rol protagónico de la iniciativa privada,
la cual comprende, en un sentido amplio a grandes, medianas y pequeñas
empresas, microempresas, empresas cooperativas, asociativas y otras.
El Banco Central es el ente estatal regulador del sistema monetario. Los
bancos estatales y otras instituciones financieras del Estado serán
instrumentos financieros de fomento, inversión y desarrollo y diversificarán
sus créditos con énfasis en los pequeños y medianos productores. Le
corresponde al Estado garantizar su existencia y funcionamiento de
manera irrenunciable.
El Estado garantiza la libertad de empresa y el establecimiento de bancos
y otras instituciones financieras, privadas y estatales que se regirán
conforme las leyes de la materia. Las actividades de comercio exterior,
seguros y reaseguros estatales y privados serán regulados por la ley.
Arto. 100 El Estado promulgará la Ley de Inversiones Extranjeras, a fin
de que contribuya al desarrollo económicosocial del país, sin detrimento
de la soberanía nacional.
Arto. 101 Los trabajadores y demás sectores productivos, tienen el
derecho de participar en la elaboración, ejecución y control de los planes
económicos.
Arto. 102 Los recursos naturales son patrimonio nacional. La preservación
del ambiente y la conservación, desarrollo y explotación racional de los
recursos naturales corresponden al Estado; éste podrá celebrar contratos
de explotación racional de estos recursos, cuando el interés nacional lo
requiera.
Arto. 103 El Estado garantiza la coexistencia democrática de las formas
de propiedad pública, privada, cooperativa, asociativa y comunitaria;
todas ellas forman parte de la economía mixta, están supeditadas a los
intereses superiores de la nación y cumplen una función social.
Arto. 104 Las empresas que se organicen bajo cualesquiera de las formas
de propiedad establecidas en esta Constitución, gozan de igualdad ante
la ley y las políticas económicas del Estado. La iniciativa económica es
libre.
Se garantiza el pleno ejercicio de las actividades económicas sin más
limitaciones que, por motivos sociales o de interés nacional,  impongan
las leyes.
Arto. 105 Es obligación del Estado promover, facilitar y regular la
prestación de los servicios públicos básicos de energía, comunicación,
agua, transportes, infraestructura vial, puertos y aeropuertos a la población,
y derecho inalienable de la misma el acceso a ellos. Las inversiones
privadas y sus modalidades y las concesiones de explotación a sujetos
privados en estas áreas, serán reguladas por la ley en cada caso.
Los servicios de educación, salud y seguridad social, son deberes
indeclinables del Estado, que está obligado a prestarlos sin exclusiones,
a mejorarlos y ampliarlos. Las instalaciones e infraestructura de dichos
servicios propiedad del Estado, no pueden ser enajenados bajo ninguna
modalidad.
Se garantiza la gratuidad de la salud para los sectores vulnerables de la
población priorizando el cumplimiento de los programas materno infantil.
Los servicios estatales de salud y educación deberán ser ampliados y
fortalecidos. Se garantiza el derecho de establecer servicios privados en
las áreas de salud y educación.
Es deber del Estado garantizar el control de calidad de bienes y servicios
y evitar la especulación y el acaparamiento de los bienes básicos de
consumo.
CAPITULO  II
REFORMA AGRARIA
Arto. 106 La Reforma Agraria es instrumento fundamental para la
democratización de la propiedad y la justa distribución de la tierra y es
un medio que constituye parte esencial para la promoción y estrategia
global de la reconstrucción ecológica y el desarrollo económico sostenible
del país. La Reforma Agraria tendrá en cuenta la relación tierra hombre
socialmente necesaria; también se garantiza las propiedades a los
campesinos beneficiarios de la misma de acuerdo con la ley.
Arto. 107 La Reforma Agraria eliminará el latifundio ocioso y se hará
prioritariamente con tierras del Estado.  Cuando la expropiación de
latifundios ociosos afecte a propietarios privados se hará cumpliendo con
lo estipulado en el artículo 44 de esta Constitución. La Reforma Agraria
eliminará cualquier forma de explotación a los campesinos, a las
comunidades indígenas del país y promoverá las formas de propiedad
compatibles con los objetivos económicos y sociales de la nación,
establecidos en esta Constitución. El régimen de propiedad de las tierras
de las comunidades indígenas se regulará de acuerdo a la ley de la materia.
Arto. 108 Se garantiza la propiedad de la tierra a todos los propietarios
que la trabajen productiva y eficientemente. La ley establecerá regulaciones
particulares y excepciones, de conformidad con los fines y objetivos de
la reforma agraria.
Arto. 109 El Estado promoverá la asociación voluntaria de los campesinos
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en cooperativas agrícolas, sin discriminación de sexo y de acuerdo con sus
recursos facilitará los medios materiales necesarios para elevar su capacidad
técnica y productiva, a fin de mejorar las condiciones de vida de los
campesinos.
Arto. 110 El Estado promoverá la incorporación voluntaria de pequeños
y medianos productores agropecuarios a los planes de desarrollo económico
y social del país, bajo formas asociativas e individuales.
Arto. 111 Los campesinos y demás sectores productivos tienen derecho
de participar en la definición de las políticas de transformación agraria,
por medio de sus propias organizaciones.
CAPITULO  III
DE LAS FINANZAS PÚBLICAS
Arto. 112 La Ley de Presupuesto General de la República tiene vigencia
anual y su objeto es regular los ingresos y egresos ordinarios y extraordinarios
de la administración pública. La ley determinará los límites de gastos de
los órganos del Estado y deberá mostrar las distintas fuentes y destinos
de todos los ingresos y egresos, los que serán concordantes entre sí.
La Asamblea Nacional podrá modificar el Proyecto de Presupuesto
enviado por el Presidente de la República pero no se puede crear ningún
gasto extraordinario sino por ley y mediante creación y fijación al mismo
tiempo, de los recursos para financiarlos. La Ley de Régimen
Presupuestario regulará esta materia.
Toda modificación al Presupuesto General de la República que suponga
aumento o disminución de los créditos, disminución de los ingresos o
transferencias entre distintas instituciones requerirá de la aprobación de
la Asamblea Nacional. La Ley Anual de Presupuesto no puede crear
tributos.
Arto. 113 Corresponde al Presidente de la República, la formulación del
Proyecto de Ley Anual del Presupuesto, el que deberá someter para su
discusión y aprobación a la Asamblea Nacional de acuerdo con la ley de
la materia.
El Proyecto de Ley Anual de Presupuesto deberá contener, para
información de la Asamblea Nacional, los Presupuestos de los entes
autónomos y gubernamentales, y de las empresas del Estado.
Arto. 114 Corresponde exclusivamente y de forma indelegable a la
Asamblea Nacional la potestad para crear, aprobar, modificar o suprimir
tributos. El Sistema Tributario debe tomar en consideración la distribución
de la riqueza y de las rentas.
Se prohíben los tributos o impuestos de carácter confiscatorio.
Estarán exentas del pago de toda clase de impuesto los medicamentos,
vacunas y sueros de consumo humano, órtesis y prótesis, lo mismo que
los insumos y materia prima necesarios para la elaboración de esos
productos de conformidad con la clasificación y procedimientos que se
establezcan.
Arto. 115 Los impuestos deben ser creados por ley que establezca su
incidencia, tipo impositivo y las garantías a los contribuyentes. El Estado
no obligará a pagar impuestos que previamente no estén establecidos en
una ley.
TITULO  VII
EDUCACION Y CULTURA
CAPITULO UNICO
Arto. 116 La educación tiene como objetivo la formación plena e integral
del nicaragüense; dotarlo de una conciencia crítica, científica y humanista;
desarrollar su personalidad  y el sentido de su dignidad y capacitarlo para
asumir las tareas de interés común que demanda el progreso de la nación;
por consiguiente, la educación es factor fundamental para la transformación
y el desarrollo del individuo y la sociedad.
Arto. 117 La educación es un proceso único, democrático, creativo y
participativo que vincula la teoría con la práctica, el trabajo manual con
el intelectual y promueve la investigación científica. Se fundamenta en
nuestros valores nacionales, en el conocimiento de nuestra historia, de la
realidad, de la cultura nacional y universal y en el desarrollo constante de
la ciencia y de la técnica; cultiva los valores propios del nuevo nicaragüense,
de acuerdo con los principios establecidos en la presente Constitución,
cuyo estudio deberá ser promovido.
Arto. 118 El Estado promueve la participación de la familia, de la
comunidad y del pueblo en la educación, y garantiza el apoyo de los
medios de comunicación social a la misma.
Arto. 119 La educación es función indeclinable del Estado. Corresponde
a éste planificarla, dirigirla y organizarla. El sistema nacional de educación
funciona de manera integrada y de acuerdo con planes nacionales. Su
organización y funcionamiento son determinados por la ley.
Es deber del Estado formar y capacitar en todos los niveles y especialidades
al personal técnico y profesional necesario para el desarrollo y
transformación del país.
Arto. 120 Es papel fundamental del magisterio nacional la aplicación
creadora de los planes y políticas educativas. Los maestros tienen derecho
a condiciones de vida y trabajo acordes con su dignidad y con la importante
función social que desempeñan; serán promovidos y estimulados de
acuerdo con la ley.
Arto. 121 El acceso a la educación es libre e igual para todos los
nicaragüenses. La enseñanza primaria es gratuita y obligatoria en los
centros del Estado. La enseñanza secundaria es gratuita en los centros del
Estado, sin perjuicio de las contribuciones voluntarias que puedan hacer
los padres de familia. Nadie podrá ser excluido en ninguna forma de un
centro estatal por razones económicas. Los pueblos indígenas y las
Comunidades étnicas de la Costa Atlántica tienen derecho en su región
a la educación intercultural en su lengua materna, de acuerdo a la ley.
Arto. 122 Los adultos gozarán de oportunidades para educarse y
desarrollar habilidades por medio de programas de capacitación y
formación. El Estado continuará sus programas educativos para suprimir
el analfabetismo.
Arto. 123 Los centros privados dedicados a la enseñanza pueden
funcionar en todos los niveles, sujetos a los preceptos establecidos en la
presente Constitución.
Arto. 124 La educación en Nicaragua es laica. El Estado reconoce el
derecho de los centros privados dedicados a la enseñanza y que sean de
orientación religiosa, a impartir religión como materia extracurricular.
Arto. 125 Las Universidades y Centros de Educación Técnica Superior
gozan de autonomía académica, financiera, orgánica y administrativa, de
acuerdo con la ley.
Estarán exentos de toda clase de impuestos y contribuciones fiscales,
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regionales y municipales. Sus bienes y rentas no podrán ser objeto de
intervención, expropiación ni embargo, excepto cuando la obligación que
se haga valer tenga su origen en contratos civiles, mercantiles o laborales.
Los profesores, estudiantes y trabajadores administrativos participarán
en la gestión universitaria.
Las Universidades y Centros de Educación Técnica Superior, que según
la ley deben ser financiados por el Estado, recibirán una aportación anual
del 6% del Presupuesto General de la República, la cual se distribuirá de
acuerdo con la ley. El Estado podrá otorgar aportaciones adicionales para
gastos extraordinarios de dichas universidades y centros de educación
técnica superior.
Se garantiza la  libertad de cátedra. El Estado promueve y protege la libre
creación, investigación y difusión de las ciencias, la tecnología, las artes
y las letras, y garantiza y protege la propiedad intelectual.
Arto. 126 Es deber del Estado promover el rescate, desarrollo y
fortalecimiento de la cultura nacional, sustentada en la participación
creativa del pueblo.
El Estado apoyará la cultura nacional en todas sus expresiones, sean de
carácter colectivo o de creadores individuales.
Arto. 127 La creación artística y cultural es libre e irrestricta. Los
trabajadores de la cultura tienen plena libertad de elegir formas y modos
de expresión. El Estado procurará facilitarles los medios necesarios para
crear y difundir sus obras y protege sus derechos de autor.
Arto. 128 El Estado protege el patrimonio arqueológico, histórico,
lingüístico, cultural y artístico de la nación.
TITULO V III
DE LA ORGANIZACION DEL ESTADO
CAPITULO  I
PRINCIPIOS GENERALES
Arto. 129 Los Poderes Legislativo, Ejecutivo, Judicial y Electoral, son
independientes entre sí y se coordinan armónicamente, subordinados
únicamente a los intereses supremos de la nación y a lo establecido en la
presente Constitución.
Arto. 130 La nación nicaragüense se constituye en un Estado Social de
Derecho. Ningún cargo concede a quien lo ejerce más funciones que las
que le confieren la Constitución y las leyes.
Todo funcionario del Estado debe rendir cuenta de sus bienes antes de
asumir su cargo y después de entregarlo. La ley regula esta materia.
Los funcionarios públicos de cualquier Poder del Estado, elegidos directa
e indirectamente, los Ministros y Vice-Ministros de Estado, los Presidentes
o Directores de entes autónomos y gubernamentales, y los Embajadores
de Nicaragua en el exterior no pueden obtener concesión alguna del Estado.
Tampoco podrán actuar como apoderados o gestores de empresas
públicas o privadas, nacionales o extranjeras, en contrataciones de éstas
con el Estado. La violación de esta disposición anula las concesiones o
ventajas obtenidas y causa la pérdida de la representación y el cargo.
La Asamblea Nacional mediante resolución aprobada por dos tercios de
votos de sus miembros podrá declarar la privación de inmunidad del
Presidente de la República.  Respecto a otros funcionarios la resolución
será aprobada con el voto favorable de la mayoría de sus miembros.  Sin
este procedimiento los funcionarios públicos que conforme la presente
Constitución gozan de inmunidad, no podrán ser detenidos, ni procesados,
excepto en causas relativas a los derechos de familia y laborales.  La
inmunidad es renunciable.  La ley regulará esta materia.
En los casos de privación de la inmunidad por causas penales contra el
Presidente y el Vice-Presidente de la República, una vez privados de ella,
es competente para procesarlos la Corte Suprema de Justicia en pleno.
En todos los Poderes del Estado y sus dependencias, así como en las
instituciones creadas en esta Constitución, no se podrán hacer recaer
nombramientos en personas que tengan parentesco cercano con la
autoridad que hace el nombramiento y, en su caso, con la persona de donde
hubiere emanado esta autoridad. Para los nombramientos de los funcionarios
principales regirá la prohibición del cuarto grado de consanguinidad y
segundo de afinidad. La ley regulará esta materia.
Esta prohibición no comprende el caso de los nombramientos que
correspondan al cumplimiento de la Ley del Servicio Civil y de la Carrera
Administrativa, la de Carrera Docente, de Carrera Judicial, de Carrera del
Servicio Exterior y demás leyes similares que se dictaren.
Arto. 131 Los funcionarios de los cuatro Poderes del Estado, elegidos
directa o indirectamente, responden ante el pueblo por el correcto
desempeño de sus funciones y deben informarle de su trabajo y actividades
oficiales. Deben atender y escuchar sus problemas y procurar resolverlos.
La función pública se  debe ejercer a favor de los intereses del pueblo.
El Estado, de conformidad con la ley, será responsable patrimonialmente
de las lesiones que, como consecuencia de las acciones u omisiones de los
funcionarios públicos en el ejercicio de su cargo, sufran los particulares
en sus bienes, derechos e intereses, salvo los casos de fuerza mayor. El
Estado podrá repetir contra el funcionario o empleado público causante
de la lesión. Los funcionarios y empleados públicos son personalmente
responsables por la violación de la Constitución, por falta de probidad
administrativa y por cualquier otro delito o falta cometida en el desempeño
de sus funciones.
También son responsables ante el Estado de los perjuicios que causaren
por abuso, negligencia y omisión en el ejercicio del cargo. Las funciones
civiles no podrán ser militarizadas. El servicio civil y la carrera
administrativa serán regulados por la ley.
CAPITULO  II
PODER LEGISLATIVO
Arto. 132 El Poder Legislativo lo ejerce la Asamblea Nacional por
delegación y mandato del pueblo. La Asamblea Nacional está integrada
por noventa Diputados con sus respectivos Suplentes, elegidos por voto
universal, igual, directo, libre y secreto, mediante el sistema de
representación proporcional. En carácter nacional de acuerdo con lo que
se establezca en la ley electoral se elegirán 20 Diputados y en las
circunscripciones departamentales y regiones autónomas 70 Diputados.
Se establece la obligatoriedad de destinar un porcentaje suficiente del
Presupuesto General de la República a la Asamblea Nacional.
Arto. 133 También forman parte de la Asamblea Nacional como Diputados,
Propietario y Suplente respectivamente, el Ex Presidente de la República
y Ex Vicepresidente electos por el voto popular directo en el período
inmediato anterior; y, como  Diputados, Propietario y Suplente los
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candidatos a Presidente y Vicepresidente de la República que participaron
en la elección correspondiente, y hubiesen obtenido el segundo lugar.
Arto. 134 1.  Para ser Diputado se requieren las siguientes calidades:
a) Ser nacional de Nicaragua. Quienes hayan adquirido otra nacionalidad
deberán haber renunciado a ella al menos cuatro años antes de verificarse
la elección.
b) Estar en pleno goce de sus derechos civiles y políticos.
c) Haber cumplido veintiún años de edad.
d) Haber residido en forma continuada en el país los cuatro años anteriores
a la elección, salvo que durante dicho período cumpliere Misiones
Diplomáticas, o trabajare en Organismos Internacionales o realizare
estudios en el extranjero.  Además, haber nacido o haber residido durante
los últimos dos años en el Departamento o Región Autónoma por el cual
se pretende salir electo.
2. No podrán ser candidatos a Diputados, Propietarios o Suplentes:
a) Los ministros, vice ministros de Estado, magistrados del Poder Judicial,
del Consejo Supremo Electoral, los miembros del Consejo Superior de la
Contraloría General de la República, el Procurador y Subprocurador
General de Justicia, el Procurador y Subprocurador para la Defensa de los
Derechos Humanos, el Fiscal General de la República y el Fiscal General
Adjunto de la República y los Alcaldes, a menos que renuncien al cargo
doce meses antes de la elección.
b)  Los Ministros de cualquier culto religioso, salvo que hubieren
renunciado a su ejercicio al menos doce meses antes de la elección.
Arto. 135 Ningún Diputado de la Asamblea Nacional puede obtener
concesión alguna del Estado ni ser apoderado o gestor de empresas
públicas, privadas o extranjeras, en contrataciones de éstas con el Estado.
La violación de esta disposición anula las concesiones o ventajas obtenidas
y causa la pérdida de la representación.
Arto. 136 Los Diputados ante la Asamblea Nacional serán elegidos para
un período de cinco años, que se contará a partir de su instalación, el nueve
de enero del año siguiente al de la elección.
Arto. 137 Los Diputados, propietarios y suplentes, electos para integrar
la Asamblea Nacional, prestarán la promesa de ley ante el Presidente del
Consejo Supremo Electoral.
La Asamblea Nacional será instalada por el Consejo Supremo Electoral.
Arto. 138 Son atribuciones de la Asamblea Nacional:
1) Elaborar y aprobar las leyes y decretos, así como reformar y derogar
los existentes.
2) La interpretación auténtica de la ley.
3) Conceder amnistía e indulto por su propia iniciativa o por iniciativa
del Presidente de la República.
4) Solicitar informes, a los Ministros y Viceministros de Estado, Procurador
y Subprocurador General de Justicia, Presidentes o Directores de entes
autónomos y gubernamentales, quienes tendrá la obligación ineludible de
rendirlos. También podrá requerir su comparecencia personal e
interpelación. La comparecencia será obligatoria, bajo los mismos apremios
que se observan en el procedimiento judicial. La no comparecencia
injustificada será causal de destitución.
Si considera que ha lugar a formación de causa, esta decisión acarreará la
pérdida de la inmunidad, en los casos en que el funcionario aludido gozare
de ella.
Si la Asamblea Nacional, considera al funcionario no apto para el ejercicio
del cargo, con votación calificada del sesenta por ciento de los Diputados
lo destituirá, y pondrá en conocimiento al Presidente de la República para
que dentro del plazo de tres días haga efectiva esta decisión.
5)  Otorgar y cancelar la personalidad jurídica a las asociaciones civiles.
6) Conocer, discutir y aprobar el Proyecto de Ley Anual de Presupuesto
General de la República y ser informada periódicamente de su ejercicio
conforme al procedimiento establecido en la Constitución y en la Ley.
7) Elegir a los Magistrados de la Corte Suprema de Justicia de listas
separadas, propuestas para cada cargo por el Presidente de la República
y por Diputados de la Asamblea Nacional, en consulta con las asociaciones
civiles pertinentes. El plazo para presentar las listas será de quince días
contados a partir de la convocatoria de la Asamblea Nacional para su
elección. Si no hubiere listas presentadas por el Presidente de la República,
bastarán las propuestas por los diputados de la Asamblea Nacional. Se
elegirá a cada Magistrado con el voto favorable de por lo menos el sesenta
por ciento de los Diputados de la Asamblea Nacional.
Asimismo se elegirán a un número igual de Conjueces con los mismos
requisitos y procedimientos con el que se nombran a los Magistrados de
la Corte Suprema de Justicia.
8) Elegir a los Magistrados, Propietarios y Suplentes del Consejo
Supremo Electoral de listas separadas, propuestas para cada cargo por
el Presidente de la República y por los Diputados de la Asamblea
Nacional, en consulta con las asociaciones civiles pertinentes. El plazo
para presentar las listas será de quince días contados a partir de la
convocatoria de la Asamblea Nacional para su elección. Si no hubiere lista
presentada por el Presidente de la República, bastarán las propuestas por
los Diputados de la Asamblea Nacional. Se elegirá a cada Magistrado con
el voto favorable de por lo menos el sesenta por ciento de los Diputados
de la Asamblea Nacional.
9) Elegir con el sesenta por ciento de los votos del total de los Diputados
de la Asamblea Nacional, de listas separadas propuestas para cada cargo
por el Presidente de la República y por los Diputados, en consulta con
las asociaciones civiles pertinentes:
a) al Superintendente y Vice Superintendente General de Bancos y Otras
Instituciones Financieras; b) al Fiscal General de la República quien estará
a cargo del Ministerio Público y al Fiscal General Adjunto de la República,
quienes deberán tener las mismas calidades que se requieren para ser
Magistrados de la Corte Suprema de Justicia; c) a los miembros del
Consejo Superior  de la Contraloría General de la República; d) al
Procurador y Sub Procurador para la Defensa de los Derechos Humanos;
e) al Superintendente y a los Intendentes de Servicios Públicos; f) al
Director y Subdirector del Instituto de la Propiedad Reformada Urbana
y Rural. Todos estos funcionarios serán elegidos para un período de cinco
años y gozarán de inmunidad.
Los candidatos propuestos para los cargos mencionados en este numeral
y en los numerales 7), 8) no deberán tener vínculos de parentesco entre
sí, ni con el Presidente de la República ni con los Diputados proponentes,
dentro del cuarto grado de consanguinidad y segundo de afinidad, ni
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deberán ser miembros de las Juntas Directivas Nacionales, Departamentales
o Municipales de Partidos Políticos y si lo fueren, deberán cesar en sus
funciones partidarias.
El plazo para presentar las listas de candidatos será de quince días
contados a partir de la convocatoria de la Asamblea Nacional para su
elección. Si no hubiere listas presentadas por el Presidente de la República,
bastarán las listas propuestas por los Diputados.
La Asamblea Nacional a través de Comisiones Especiales, podrá convocar
a audiencias con los candidatos. Los Candidatos deberán estar debidamente
calificados para el cargo y su postulación deberá acompañarse de la
documentación que se les solicitare.
10) Conocer, admitir y decidir sobre las faltas definitivas de los diputados
ante la Asamblea Nacional.  Son causa de falta definitiva, y en consecuencia
acarrean la pérdida de la condición de Diputado, las siguientes:
i.  Renuncia al cargo.
ii.  Fallecimiento.
iii.  Condena mediante sentencia firme a pena de privación de libertad o
de inhabilitación para ejercer el cargo, por delito que merezca pena más
que correccional, por un término igual o mayor al resto de su período.
iv.  Abandono de sus funciones parlamentarias durante sesenta días
continuos dentro de una misma legislatura, sin causa justificada ante la
Junta Directiva de la Asamblea Nacional.
v.  Contravención a lo dispuesto en el tercer párrafo del Arto. 130 Cn.
vi.  Recibir retribución de fondos estatales, regionales o municipales, por
cargo o empleo en otros Poderes del Estado o Empresas Estatales, salvo
caso de docencia o del ejercicio de la medicina. Si un diputado aceptare
desempeñar cargo en otros poderes del Estado, sólo podrá reincorporarse
a la Asamblea Nacional cuando hubiese cesado en el otro cargo.
vii. Incumplimiento de la obligación de declarar sus bienes ante la
Contraloría General de la República al momento de la toma de posesión
del cargo.
11)  Conocer y admitir las renuncias y resolver sobre destituciones de los
funcionarios mencionados en los numerales 7), 8) y 9), por las causas y
procedimientos establecidos en la ley;
12) Aprobar o rechazar los instrumentos internacionales celebrados con
países u organismos sujetos de Derecho internacional.
Dichos instrumentos internacionales solamente podrán ser dictaminados,
debatidos, aprobados o rechazados en lo general, sin poder hacerles
cambios o agregados a su texto. La aprobación legislativa les conferirá
efectos legales, dentro y fuera de Nicaragua, una vez que hayan entrado
en vigencia internacionalmente, mediante depósito o intercambio de
ratificaciones o cumplimiento de los requisitos o plazos, previstos en el
texto del tratado o instrumento internacional;
13) Aprobar todo lo relativo a los símbolos patrios;
14) Crear órdenes honoríficas y distinciones de carácter nacional;
15) Crear y otorgar sus propias órdenes de carácter nacional;
16) Recibir en sesión solemne al Presidente y al Vicepresidente de la
República, para escuchar el informe anual;
17) Elegir su Junta Directiva;
18) Crear comisiones permanentes, especiales y de investigación;
19) Conceder pensiones de gracia y conceder honores a servidores
distinguidos de la patria y  la humanidad;
20) Determinar la división política y administrativa del territorio nacional;
21) Conocer y hacer recomendaciones sobre las políticas y planes de
desarrollo económico  y social del país;
22) Llenar las vacantes definitivas del Vice-Presidente de la República,
del Presidente y el Vice-Presidente, cuando éstas se produzcan
simultáneamente;
23) Autorizar la salida del territorio nacional al Presidente de la República
cuando su ausencia sea mayor de quince días, y la del Vice-Presidente, en
caso de ausencia del territorio nacional del Presidente;
24) Recibir de las autoridades judiciales o directamente de los ciudadanos
las acusaciones o quejas presentadas en contra de los funcionarios que
gozan de inmunidad, para conocer y resolver sobre las mismas;
25) Dictar o reformar su Estatuto y Reglamento Interno;
26) Autorizar o negar la salida de tropas del territorio nacional;
27) Crear, aprobar, modificar o suprimir tributos, y aprobar los planes
de arbitrios municipales;
28) Aprobar, rechazar o modificar el Decreto del Ejecutivo que declara
la Suspensión de Derechos y Garantías constitucionales o el Estado de
Emergencia, así como sus prórrogas;
29) Recibir anualmente los informes del Presidente  del Consejo Superior
de la Contraloría General de la República o del que el Consejo designe;  del
Procurador para la Defensa de los Derechos Humanos;  del Fiscal General
de la República; del Superintendente de Bancos y Otras Instituciones
Financieras y del Presidente del Banco Central, sin perjuicio de otras
informaciones que les sean requeridas;
30) Ratificar en un plazo no mayor de quince días hábiles, con el voto
favorable del sesenta por ciento del total de Diputados, el nombramiento
hecho por el Presidente de la República a los Ministros y Viceministros
de Estado, Procurador y Subprocurador General de la República, Jefes de
Misiones Diplomáticas, y, Presidentes o directores de Entes Autónomos
y gubernamentales. El nombramiento sólo se considerará firme hasta que
la Asamblea Nacional lo ratifique. De no producirse la ratificación el
Presidente de la República deberá proceder a un nuevo nombramiento
dentro del plazo de treinta días hábiles, debiendo someterse el nuevo
nombramiento al procedimiento de ratificación ya establecido.
31) Celebrar sesiones ordinarias y extraordinarias;
32) Las demás que le confieren la Constitución y las leyes.
Arto. 139 Los Diputados estarán exentos de responsabilidad por sus
opiniones y votos emitidos en la Asamblea Nacional y gozan de inmunidad
conforme la ley.
Arto. 140 Tienen iniciativa de ley:
1) Cada uno de los Diputados de la Asamblea Nacional, quienes además
gozan del derecho de iniciativa de decretos, resoluciones y declaraciones
legislativas.
2) El Presidente de la República.
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3) La Corte Suprema de Justicia, el Consejo Supremo Electoral, los
Consejos Regionales Autónomos y los Concejos Municipales, en materias
propias de su competencia.
4) Los Diputados ante el Parlamento Centroamericano por el Estado de
Nicaragua. En este caso solo tienen iniciativa de Ley y Decretos Legislativos
en materia de Integración Regional.
5) Los ciudadanos. En este caso la iniciativa deberá ser respaldada por un
número no menor de cinco mil firmas. Se exceptúan las leyes orgánicas,
tributarias o de carácter internacional y las de amnistía y de indultos.
Arto. 141 El quórum para las sesiones de la Asamblea Nacional se
constituye con la mitad más uno del total de los Diputados que la integran.
Los Proyectos de Ley, Decretos, resoluciones, acuerdos y declaraciones
requerirán, para su aprobación, del voto favorable de la mayoría absoluta
de los Diputados presentes, salvo en los casos en que la Constitución exija
otra clase de mayoría.
Toda iniciativa de ley deberá ser presentada con su correspondiente
exposición de motivos en Secretaría de la Asamblea  Nacional.
Todas las iniciativas de ley presentadas, una vez leídas ante el Plenario
de la Asamblea Nacional, pasarán  directamente a Comisión.
En caso de iniciativa urgente del Presidente de la República, la Junta
Directiva podrá someterla de inmediato a discusión del Plenario si se
hubiera entregado el proyecto a los Diputados con cuarenta y ocho horas
de anticipación.
Los proyectos de Códigos y de leyes extensas, a criterio del Plenario,
pueden ser considerados y aprobados por Capítulos.
Recibido el dictamen de la comisión dictaminadora, éste será leído ante
el Plenario y será sometido a debate en lo general; si es aprobado, será
sometido a debate en lo particular.
Una vez aprobado el proyecto de ley por la Asamblea Nacional será
enviado al Presidente de la República para su sanción, promulgación y
publicación, salvo aquellos que no requieren tales trámites. No necesitan
sanción del Poder Ejecutivo las reformas a la Constitución y las leyes
constitucionales, ni los Decretos aprobados por la Asamblea Nacional.
En el caso que el Presidente de la República no promulgara ni publicara
el proyecto de las reformas a la Constitución o a las leyes constitucionales
y cuando no sancionare, promulgare ni publicare las demás leyes en un
plazo de quince días, el Presidente de la Asamblea Nacional mandará a
publicarlas por  cualquier  medio de comunicación social escrito, entrando
en vigencia desde dicha fecha, sin perjuicio de su posterior publicación
en La Gaceta, Diario Oficial, la que deberá hacer mención de la fecha de
su publicación en los medios de comunicación social.
Las leyes serán reglamentadas cuando ellas expresamente así lo determinen.
La Junta Directiva de la Asamblea Nacional encomendará la reglamentación
de las leyes a la Comisión respectiva para su aprobación en el Plenario,
cuando el Presidente de la República no lo hiciere en el plazo establecido.
Las leyes sólo se derogan o se reforman por otras leyes y entrarán en
vigencia a partir del día de su publicación en “La Gaceta”, Diario Oficial,
excepto cuando ellas mismas establezcan otra modalidad.
Cuando la Asamblea Nacional apruebe reformas sustanciales a las Leyes,
podrá ordenar que su texto íntegro con las reformas incorporadas sea
publicado en “La Gaceta”, Diario Oficial, salvo las reformas a los Códigos.
Las iniciativas de Ley presentadas en una legislatura y no sometidas a
debate, serán consideradas en la siguiente legislatura. Las que fueren
rechazadas, no podrán ser consideradas en la misma legislatura.
Arto. 142 El Presidente de la República podrá vetar total o parcialmente
un proyecto de ley dentro de los quince días siguientes a aquél en que lo
haya recibido. Si no ejerciere esta facultad ni sancionara, promulgara y
publicara el proyecto, el Presidente de la Asamblea Nacional mandará a
publicar la ley en cualquier medio de difusión nacional escrito.
El Presidente de la República, en el caso del veto parcial, podrá introducir
modificaciones o supresiones al articulado de la ley.
Arto. 143 Un proyecto de ley vetado total o parcialmente por el
Presidente de la República deberá regresar a la Asamblea Nacional con
expresión de los motivos del veto.
La Asamblea Nacional podrá rechazar el veto total con un número de votos
que exceda la mitad del total de Diputados, en cuyo caso el Presidente de
la Asamblea Nacional mandará a publicar la ley.
Cuando el veto sea parcial, este deberá contener expresión de los motivos
de cada uno de los artículos vetados. La Comisión correspondiente deberá
dictaminar sobre cada uno de los artículos vetados. La Asamblea Nacional,
con un número de votos que exceda la mitad de sus Miembros podrá
rechazar el veto de cada artículo en cuyo caso el Presidente de la Asamblea
Nacional mandará a publicar la Ley.
CAPITULO  III
PODER  EJECUTIVO
Arto. 144 El Poder Ejecutivo lo ejerce el Presidente de la República, quien
es Jefe de Estado, Jefe de Gobierno  y Jefe Supremo del Ejército de
Nicaragua.
Arto. 145 El Vice-Presidente de la República desempeña las funciones que
le señale la presente Constitución Política, y las que le delegue el
Presidente de la República directamente o a través de la ley.
Asimismo sustituirá en el cargo al Presidente, en casos de falta temporal
o definitiva.
Arto. 146 La elección del Presidente y Vicepresidente de la República se
realiza mediante el sufragio universal, igual, directo, libre y secreto. Serán
elegidos quienes obtengan la mayoría relativa de votos.
Arto. 147 Para ser elegidos Presidente y Vicepresidente de la República
los candidatos a tales cargos deberán obtener como mayoría relativa al
menos el cuarenta por ciento de los votos válidos, salvo el caso de aquellos
que habiendo obtenido un mínimo del treinta y cinco por ciento de los
votos válidos superen a los candidatos que obtuvieron el segundo lugar
por una diferencia mínima de cinco puntos porcentuales.  Si ninguno de
los candidatos alcanzare el porcentaje para ser electo, se realizará una
segunda elección únicamente entre los candidatos que hubiesen obtenido
el primero y segundo lugar y serán electos los que obtengan el mayor
número de votos.
En caso de renuncia, falta definitiva o incapacidad permanente de
cualquiera de los candidatos a Presidente o del Vicepresidente de la
República, durante el proceso electoral, el partido político al que
pertenecieren designará a quien o quienes deban sustituirlos.
Para ser Presidente o Vicepresidente de la República se requiere de las
siguientes calidades:
LA GACETA  - DIARIO OFICIAL
5004
16-09-10 176
1) Ser nacional de Nicaragua. Quien hubiese adquirido otra nacionalidad
deberá haber renunciado a ella al menos cuatro años antes de verificarse
la elección.
2) Estar en pleno goce de sus derechos civiles y políticos.
3) Haber cumplido veinticinco años de edad.
4) Haber residido en forma continua en el país los cuatro años anteriores
a la elección, salvo que durante dicho período cumpliere Misión
Diplomática, trabajare en Organismos Internacionales o realizare estudios
en el extranjero.
No podrá ser candidato a Presidente ni Vice-Presidente de la República:
a) El que ejerciere o hubiere ejercido en propiedad la Presidencia de la
República en cualquier tiempo del período en que se efectúa la elección
para el período siguiente, ni el que la hubiere ejercido por dos períodos
presidenciales.
b) El Vice-Presidente de la República o el llamado a reemplazarlo, si
hubiere ejercido su cargo o el de Presidente en propiedad durante los doce
meses anteriores a la fecha en que se efectúa elección para el período
siguiente.
c) Los parientes dentro del cuarto grado de consanguinidad y los que sean
o hayan sido parientes dentro del segundo grado de afinidad, del que
ejerciere o hubiere ejercido en propiedad la Presidencia de la República
en cualquier tiempo del período en que se efectúa la elección para el
período siguiente;
d) Los que encabecen, o financien un golpe de Estado, los que alteren el
orden constitucional y como consecuencia de tales hechos asuman la
Jefatura del Gobierno y Ministerios o Vice-Ministerios, o Magistraturas
en otros Poderes del Estado;
e) Los ministros de cualquier culto religioso, salvo que hubieren renunciado
a su ejercicio al menos doce meses antes de la elección;
f) El Presidente de la Asamblea Nacional, los ministros o viceministros
de Estado, magistrados de la Corte Suprema de Justicia y del Consejo
Supremo  Electoral, los miembros del Consejo Superior de  la Contraloría
General de República, el Fiscal General de la República y el Fiscal General
Adjunto de la República, el Procurador y Subprocurador General de
Justicia, el Procurador y Subprocurador para la Defensa de los Derechos
Humanos, y los que estuvieren ejerciendo el cargo de Alcalde, a menos
que hayan renunciado al cargo doce meses antes de la elección.
g) (suprimido)
Arto. 148 El Presidente y el Vice-Presidente de la República electos
tomarán posesión de sus cargos ante la Asamblea Nacional, en sesión
solemne y prestarán la promesa de ley ante el Presidente de la Asamblea
Nacional.
El Presidente y Vice-Presidente ejercerán sus funciones por un período
de cinco años, que se contará a partir de su toma de posesión el día diez
de enero del año siguiente de la elección. Dentro de este período gozarán
de inmunidad de conformidad con la ley.
Arto. 149 El Presidente de la República podrá salir del país en ejercicio
de su cargo, por un período menor de quince días sin ninguna autorización.
Para un período mayor de quince días y menor de treinta días requerirá
previa autorización de la Asamblea Nacional. En este último caso
corresponderá al Vice-Presidente de la República el ejercicio de la función
de Gobierno de la Presidencia.
También podrá salir del país el Presidente de la República por un tiempo
no mayor de tres meses con permiso de la Asamblea Nacional, siempre
que deposite el ejercicio de la Presidencia en el Vice-Presidente; pero si
la ausencia pasare de tres meses, cualquiera que fuera la causa, perderá el
cargo por ese solo hecho, salvo que la Asamblea Nacional considere el caso
de fuerza mayor y prorrogue el permiso por un tiempo prudencial.
La salida del país del Presidente de la República sin autorización de la
Asamblea Nacional por un período en que esta autorización fuera
necesaria o por un período mayor que el autorizado se entenderá como
abandono de su cargo.
En caso de falta temporal del Presidente de la República, el Vice-
Presidente no podrá salir sin previa autorización de la Asamblea Nacional.
Su salida sin dicha autorización se entenderá como abandono del cargo.
Si el Vice-Presidente de la República estuviera ausente del país, y el
Presidente de la República también tuviera que salir del territorio nacional
en ejercicio de su cargo, las funciones administrativas las asumirá el
Ministro correspondiente, según el orden de precedencia legal.
En ningún caso podrá salir del país el Presidente de la República que
tuviere causa criminal pendiente que mereciere pena más que correccional.
Son faltas temporales del Presidente de la República:
1) Las ausencias temporales del territorio nacional, por más de quince días.
2) La imposibilidad o incapacidad temporal manifiesta para ejercer el
cargo, declarada por la Asamblea Nacional y aprobada por los dos tercios
de los diputados.
Además de las establecidas en el presente artículo, son faltas definitivas
del Presidente y Vice-Presidente de la República:
a) la muerte;
b) la renuncia, cuando le sea aceptada por la Asamblea Nacional;
c) la incapacidad total permanente declarada por la Asamblea Nacional
aprobada por los dos tercios de los diputados.
En caso de falta temporal del Presidente de la República asumirá sus
funciones el Vice-Presidente.
En caso de imposibilidad o incapacidad temporal y simultánea del
Presidente y el Vice-Presidente, ejercerá interinamente la Presidencia de
la República el Presidente de la Asamblea Nacional. Mientras ejerza
interinamente la presidencia de la República, será sustituido en su cargo
por el Primer Vice-Presidente de la Asamblea Nacional.
Por falta definitiva del  Presidente de la República asumirá el cargo, por
el resto del período, el Vice-Presidente y la Asamblea Nacional deberá
elegir un nuevo Vice-Presidente.
En caso de falta definitiva del Vice-Presidente de la República, la
Asamblea Nacional nombrará a quien deba sustituirlo en el cargo.
Si faltaren definitivamente el Presidente y el Vice-Presidente de la
República, asumirá las funciones del primero el Presidente de la Asamblea
Nacional o quien haga sus veces. La Asamblea Nacional deberá nombrar
a quienes deban sustituirlo dentro de las primeras setenta y dos horas de
haberse producido las vacantes. Los así nombrados ejercerán sus funciones
por el resto del período.
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En todos los casos mencionados, la Asamblea Nacional elegirá a los
sustitutos de entre sus miembros.
Arto. 150 Son atribuciones del Presidente de la República las siguientes:
1) Cumplir la Constitución Política y las Leyes, y hacer que los
funcionarios bajo su dependencia también las cumplan.
2) Representar a la nación.
3) Ejercer la facultad de iniciativa de ley y el derecho al veto, conforme
se establece en la presente Constitución.
4) Dictar decretos ejecutivos en materia administrativa.
5) Elaborar el Proyecto de Ley del Presupuesto General de la República
y presentarlo a consideración de la Asamblea Nacional para su aprobación,
y sancionarlo y publicarlo una vez aprobado.
6) Nombrar y remover a los Ministros y Viceministros de Estado,
Procurador y Subprocurador General de la República, Directores de entes
autónomos y gubernamentales, Jefes de Misiones Diplomáticas, debiendo
poner en conocimiento de la Asamblea Nacional, dentro del término de
tres días, el nombramiento para su ratificación, el cual se considerará firme
hasta que la Asamblea Nacional lo ratifique.
Destituir de sus cargos a los funcionarios en los casos que la Asamblea
Nacional lo haya decidido en uso de sus atribuciones.
7) Solicitar al Presidente de la Asamblea Nacional la convocatoria de
sesiones extraordinarias, durante el período de receso de la Asamblea para
legislar sobre asuntos de urgencia.
8) Dirigir las relaciones internacionales de la República. Negociar, celebrar
y firmar los tratados, convenios o acuerdos y demás instrumentos que
establece  el inciso 12) del artículo 138 de la Constitución Política para
ser aprobados por la Asamblea Nacional.
9) Decretar y poner en vigencia la Suspensión de Derechos y Garantías,
en los casos previstos por esta Constitución Política, y enviar el decreto
correspondiente a la Asamblea Nacional, en un plazo no mayor de setenta
y dos horas, para su aprobación, modificación o rechazo.
10) Reglamentar las leyes que lo requieran, en un plazo no mayor de
sesenta días.
11) Otorgar órdenes honoríficas y condecoraciones de carácter nacional.
12) Organizar y dirigir el Gobierno.
13) Dirigir la economía del país, determinando la política y el programa
económico social.
Crear un Consejo Nacional de planificación económica social que le sirva
de apoyo para dirigir la política económica y social del país. En el Consejo
estarán representadas las organizaciones empresariales, laborales,
cooperativas, comunitarias y otras que determine el Presidente de la
República.
14) Proponer a la Asamblea Nacional, listas o ternas en su caso, de
candidatos para la elección de los magistrados de la Corte Suprema de
Justicia, del Consejo Supremo Electoral, de los miembros del Consejo
Superior de la Contraloría General de la República, del Superintendente
y Vice Superintendente de Bancos y Otras Instituciones Financieras, del
Fiscal General de la República y Fiscal General Adjunto de la República.
15) Presentar a la Asamblea Nacional, personalmente o por medio del
Vice-Presidente, el  informe anual y otros informes y mensajes especiales.
16) Proporcionar a los funcionarios del Poder Judicial el apoyo necesario
para hacer efectivas sus providencias sin demora alguna.
17) Las demás que le confieran esta Constitución y las leyes.
Arto. 151 El número, organización y competencia de los ministerios de
Estado, de los entes autónomos y gubernamentales y de los bancos
estatales y demás instituciones financieras del Estado, serán determinados
por la ley. Los Ministros y Vice-Ministros gozan de inmunidad.
Los decretos y  providencias del Presidente de la República deben ser
refrendados por los Ministros de Estado de las respectivas ramas, salvo
aquellos acuerdos que se refieran a nombramiento o remoción de sus
Ministros o Vice-Ministros de Estado.
El Consejo de Ministros, será presidido por el Presidente de la República,
y, en su defecto, por el Vice-Presidente. El Consejo de Ministros estará
integrado por el Vice-Presidente de la República y los Ministros de
Estado. Sus funciones son determinadas por la Constitución.
Los Ministros y Vice-Ministros de Estado y los Presidentes o Directores
de Entes Autónomos o Gubernamentales, serán personalmente
responsables de los actos que firmaren o autorizaren, y solidariamente de
los que suscribieren o acordaren con el Presidente de la República o con
los otros Ministerios de Estado.
Los Ministros y Vice-Ministros de Estado y los Presidentes o Directores
de Entes Autónomos o Gubernamentales proporcionarán a la Asamblea
Nacional las informaciones que se les pidan relativas a los negocios de sus
respectivas ramas, ya sea en forma escrita o verbal.  También pueden ser
interpelados por resolución de la Asamblea Nacional.
Arto. 152 Para ser ministro, viceministro, Presidente o Director de Entes
Autónomos y Gubernamentales, Embajadores y Jefes Superiores del
Ejército y la Policía, se requiere de las siguientes calidades:
1) Ser nacional de Nicaragua. Los que hubiesen adquirido otra nacionalidad
deberán haber renunciado a ella al menos cuatro años antes de la fecha de
su nombramiento.
2) Estar en pleno goce de sus derechos políticos y civiles.
3) Haber cumplido veinticinco años de edad.
4) Haber residido en forma continua en el país los cuatro años anteriores
a la fecha de su nombramiento, salvo que durante dicho período cumpliere
Misión Diplomática, trabajare en Organismos Internacionales o realizare
estudios en el extranjero.
No podrán ser Ministros, Vice-Ministros, Presidentes o Directores de
Entes Autónomos o Gubernamentales y Embajadores:
a) Los militares en servicio activo.
b) Los que desempeñen simultáneamente otro cargo en alguno de los
Poderes del Estado.
c) (derogado)
d) Los que hubieren recaudado o administrado fondos públicos o
municipales, sin estar finiquitadas sus cuentas.
e) Los deudores morosos de la Hacienda Pública.
f) Los que estén comprendidos en el sexto párrafo del Arto. 130 de esta
Constitución.
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Arto. 153 Los Ministros, Viceministros, Presidentes o Directores de
entes autónomos y gubernamentales son responsables de sus actos, de
conformidad con la Constitución y las leyes.
CAPITULO  IV
DE LA CONTRALORIA GENERAL DE LA REPUBLICA
Arto. 154 La Contraloría General de la República es el Organismo Rector
del sistema de control de la Administración Pública y fiscalización de los
bienes y recursos del Estado.  Para dirigirla créase el Consejo Superior de
la Contraloría General de la República, que estará integrado por cinco
miembros propietarios y tres suplentes, electos por la Asamblea Nacional
para un período de cinco años, dentro del cual gozarán de inmunidad.  Las
funciones de los miembros suplentes son para suplir única y exclusivamente
las ausencias temporales de los miembros propietarios, quienes la
ejercerán por previa escogencia del miembro propietario a quien sustituyan.
Arto. 155 Corresponde a la Contraloría General de la República:
1) Establecer el sistema de control  que de manera preventiva asegure el
uso debido de los fondos gubernamentales.
2) El control sucesivo sobre la gestión del Presupuesto General de la
República.
3) El control, examen y evaluación de la gestión administrativa y financiera
de los entes públicos, los subvencionados por el Estado y las empresas
públicas o privadas con participación de capital público.
Arto. 156 La Contraloría General de la República es un organismo
independiente, sometido solamente al cumplimiento de la Constitución
y las leyes; gozará de autonomía funcional y administrativa.  La Asamblea
Nacional autorizará Auditorías sobre su gestión.
La Contraloría deberá hacer públicos los resultados de sus investigaciones
y cuando de los mismos se presumieran responsabilidades penales deberá
enviar su investigación a los tribunales de Justicia, bajo el apercibimiento
de encubridor si no lo hiciera, de los delitos que posteriormente se
determinara cometieron los investigados.
El Presidente y Vicepresidente del Consejo Superior de la Contraloría
General de la República serán elegidos por los miembros del Consejo
Superior de entre ellos mismos, por mayoría de votos y por el período
de un año, pudiendo ser reelectos.  El Presidente del Consejo Superior de
la Contraloría General de la República o quien éste designe de entre los
Miembros del Consejo, informará de la gestión del organismo a la
Asamblea Nacional cada año o cuando ésta lo solicite;  este acto lo realizará
personalmente el Presidente o el designado.
Arto. 157 La ley determinará la organización y funcionamiento de la
Contraloría General de la República.
CAPITULO   V
PODER  JUDICIAL
Arto. 158 La justicia emana del pueblo y será impartida en su nombre y
delegación por el Poder Judicial, integrado por los Tribunales de Justicia
que establezca la ley.
Arto. 159 Los Tribunales de Justicia forman un sistema unitario cuyo
órgano superior es la Corte Suprema de Justicia. El Poder Judicial recibirá
no menos del 4% del Presupuesto General de la República. Habrá
Tribunales de Apelación, jueces de Distrito, jueces Locales, cuya
organización y funcionamiento será determinado por la ley. Se establece
la carrera judicial que será regulada por la ley.
Las facultades jurisdiccionales de juzgar y ejecutar lo juzgado corresponden
exclusivamente al Poder Judicial. Los Tribunales militares sólo conocerán
las faltas y delitos estrictamente militares, sin perjuicio de las instancias
y recursos ante la Corte Suprema de Justicia.
Arto. 160 La administración de la justicia garantiza el principio de la
legalidad; protege y tutela los derechos humanos mediante la aplicación
de la ley en los asuntos o procesos de su competencia.
Arto. 161 Para ser Magistrado de los Tribunales de Justicia se requiere:
1) Ser nacional de Nicaragua. Los que hubiesen adquirido otra nacionalidad
deberán haber renunciado a ella al menos cuatro años antes de la fecha de
elección.
2) Ser abogado de moralidad notoria, haber ejercido una judicatura o la
profesión por lo menos durante diez años o haber sido Magistrado de los
Tribunales de Apelaciones durante cinco años cuando se opte para ser
Magistrado de la Corte Suprema de Justicia.
3) Estar en pleno goce de sus derechos políticos y civiles.
4) Haber cumplido treinta y cinco años  de edad y no ser mayor de setenta
y cinco años al día de la elección.
5) No haber sido suspendido en el ejercicio de la Abogacía y del Notariado
por resolución judicial firme.
6) No ser militar en servicio activo, o  siéndolo, no haber renunciado por
lo menos doce meses antes de la elección.
7) Haber residido en forma continuada en el país los cuatro años anteriores
a la fecha de su elección, salvo que durante dicho período cumpliere misión
Diplomática, trabajare en Organismos Internacionales o realizare estudios
en el extranjero.
Arto. 162 El período de los magistrados de la Corte Suprema de Justicia
y el de los magistrados de los Tribunales de Apelaciones será de cinco
años. Únicamente podrán ser separados de sus cargos por las causas
previstas en la Constitución y la ley. Los magistrados de la Corte Suprema
de Justicia gozan de inmunidad.
Arto. 163 La Corte Suprema de Justicia estará integrada por dieciséis
magistrados electos por la Asamblea Nacional, por un período de cinco
años.
La Corte Suprema de Justicia se integrará en Salas, cuya organización e
integración se acordará entre los mismos magistrados, conforme lo
estipula la Ley de la materia. La Corte Plena conocerá y resolverá los
recursos de inconstitucionalidad de la ley y los conflictos de competencias
y constitucionalidad entre los Poderes del Estado. La Asamblea Nacional
nombrará por cada magistrado a un Conjuez. Estos Conjueces serán
llamados a integrar Corte Plena o cualquiera de las Salas, cuando se
produjera ausencia, excusa, implicancia o recusación de cualquiera de los
magistrados.
Los magistrados de la Corte Suprema de Justicia toman posesión de su
cargo ante la Asamblea Nacional, previa promesa de ley, y eligen de entre
ellos a su Presidente y Vicepresidente por mayoría de votos para un
período de un año, pudiendo ser reelecto.
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Arto. 164 Son atribuciones de la Corte Suprema de Justicia:
1) Organizar y dirigir la administración de justicia.
2) Conocer y resolver los recursos ordinarios y extraordinarios que se
presenten contra las resoluciones de los Tribunales de Justicia de la
República, de acuerdo con los procedimientos establecidos por la ley.
3) Conocer y resolver los recursos de amparo por violación de los derechos
establecidos en la Constitución, de acuerdo a la Ley de Amparo.
4) Conocer y resolver los recursos por inconstitucionalidad de la ley.
5) Nombrar y destituir con el voto favorable de las tres cuartas partes de
sus miembros a los magistrados de los Tribunales de Apelaciones.
6) Resolver sobre las solicitudes de extradición de ciudadanos de otros
países y denegar las de los nacionales.
7) Nombrar o destituir a los jueces, médicos forenses y registradores
públicos de la propiedad inmueble y mercantil de todo el país, de
conformidad con la Constitución y la ley.
8) Extender autorización para el ejercicio de las profesiones de abogado
y notario, lo mismo que suspenderlos y rehabilitarlos de conformidad con
la ley.
9) Conceder autorización para la ejecución de sentencias pronunciadas
por tribunales extranjeros.
10) Conocer y resolver los conflictos administrativos surgidos entre los
organismos de la administración pública y entre éstos y los particulares.
11) Conocer y resolver los conflictos que surjan entre los municipios o
entre estos y los organismos del Gobierno Central.
12) Conocer y resolver los conflictos de competencia y constitucionalidad
entre los Poderes del Estado.
13) Conocer y resolver los conflictos de constitucionalidad, entre el
Gobierno Central y los Gobiernos Municipales y de las Regiones
Autónomas de la Costa Atlántica.
14) Dictar su reglamento interno y nombrar al personal de su dependencia.
15) Las demás atribuciones que le confieran la Constitución y las leyes.
Arto. 165 Los Magistrados y Jueces en su actividad judicial, son
independientes y sólo deben obediencia a la Constitución y a la ley; se
regirán entre otros, por los principios de igualdad, publicidad y derecho
a la defensa. La justicia en Nicaragua es gratuita.
Arto. 166 La administración de justicia se organizará y funcionará con
participación popular, que será determinada por las leyes. Los miembros
de los Tribunales de Justicia, sean abogados o no, tienen iguales facultades
en el ejercicio de sus funciones jurisdiccionales.
Arto. 167 Los fallos y resoluciones de los Tribunales y Jueces son de
ineludible cumplimiento para las autoridades del Estado, las organizaciones
y las personas naturales y jurídicas afectadas.
CAPITULO  VI
PODER ELECTORAL
Arto. 168 Al Poder Electoral corresponde en forma exclusiva la
organización, dirección y vigilancia de las elecciones, plebiscitos y
referendos.
Arto. 169 El Poder Electoral está integrado por el Consejo Supremo
Electoral y demás organismos electorales  subordinados.
Arto. 170 El Consejo Supremo Electoral estará integrado por siete
magistrados propietarios y tres suplentes, elegidos por la Asamblea
Nacional, de conformidad con las disposiciones contenidas en el numeral
8) del Arto. 138.
Los miembros del Consejo Supremo Electoral elegirán de entre ellos al
Presidente y Vicepresidente del mismo. Su período será de un año,
pudiendo ser reelegido.
Arto. 171 Para ser Magistrado del Consejo Supremo Electoral se requiere:
1) Ser nacional de Nicaragua. En el caso de quien hubiere adquirido otra
nacionalidad deberá haber renunciado a ella al menos cuatro años antes de
ser electo para el cargo.
2) Estar en pleno goce de sus derechos civiles y políticos.
3) Haber cumplido treinta años de edad y no ser mayor de setenta y cinco
años al día de la elección.
4) Haber residido en forma continuada en el país los cuatro años anteriores
a su elección, salvo que durante dicho período cumpliere Misión
Diplomática, trabajare en Organismos Internacionales o realizare estudios
en el extranjero.
No podrán ser Magistrados del Consejo Supremo Electoral:
a) Los parientes dentro del cuarto grado de consanguinidad o segundo de
afinidad de los candidatos a Presidente y Vice-Presidente de la República.
En el caso de que ya se encontrase electo antes de las elecciones
presidenciales, estará implicado y por tal razón inhibido de ejercer,
durante todo el proceso electoral, debiendo incorporar a su suplente.
b) Los que ejerzan cargos de elección popular o sean candidatos a algunos
de ellos.
c) Los funcionarios o empleados de otro Poder del Estado en cargos
retribuidos con fondos fiscales, regionales o municipales, salvo en lo
relacionado al ejercicio de la docencia o la medicina.
d) El militar en servicio activo, o el que ya no siéndolo no hubiere
renunciado por lo menos doce meses antes de la elección.
e) (derogado).
Arto. 172 Los Magistrados del Consejo Supremo Electoral ejercerán su
función durante un período de cinco años a partir de su toma de posesión;
dentro de este período gozan de inmunidad.
Arto. 173 El Consejo Supremo Electoral tiene las siguientes atribuciones:
1) Organizar y dirigir las elecciones, plebiscitos o referendos que se
convoquen de acuerdo con lo establecido en la Constitución y en la ley.
2) Nombrar a los miembros de los demás organismos electorales de
acuerdo con la Ley Electoral.
3) Elaborar el calendario electoral.
4) Aplicar las disposiciones constitucionales y legales referentes al
proceso electoral.
Asimismo velar sobre el cumplimiento de dichas disposiciones por los
candidatos que participen en las elecciones generales y municipales. En
el caso de las elecciones municipales, para ser electo Alcalde, Vice Alcalde
y Concejal requiere haber residido o trabajado en forma continuada en el
país los cuatro años anteriores a la elección, salvo que cumpliere Misiones
Diplomáticas o estudio en el extranjero. Además, se requiere haber
residido en forma continuada los dos últimos años en el municipio por el
cual se pretende salir electo.
5) Conocer y resolver en última instancia de las resoluciones que dicten
los organismos electorales subordinados y de las reclamaciones e
impugnaciones que presenten los partidos políticos.
6) Dictar de conformidad con la ley de la materia, las medidas pertinentes
para que los procesos electorales se desarrollen en condiciones de plena
garantía.
7) Demandar de los organismos correspondientes condiciones de seguridad
para los partidos políticos participantes en las elecciones.
8) Efectuar el escrutinio definitivo de los sufragios emitidos en las
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elecciones, plebiscitos, referendos, y hacer la declaratoria definitiva de los
resultados.
9) Dictar su propio reglamento.
10) Organizar bajo su dependencia el Registro Central del Estado Civil
de las Personas, la cedulación ciudadana y el padrón electoral.
11) Otorgar la personalidad jurídica como partidos políticos a las
agrupaciones que cumplan los requisitos establecidos en la ley.
12) Cancelar la personalidad jurídica de los Partidos Políticos que no
obtengan al menos un cuatro por ciento del total de votos válidos en las
elecciones de autoridades generales, y cancelar o suspender la misma en
los otros casos que regula la ley de la materia.
13) Vigilar y resolver los conflictos sobre la legitimidad de los
Representantes y directivos de los partidos políticos y sobre el
cumplimiento de disposiciones legales que se refieran a los partidos
políticos, sus estatutos y reglamentos.
14) Las demás que le confieran la Constitución y las leyes.
De las resoluciones del Consejo Supremo en materia electoral no habrá
recurso alguno ordinario ni extraordinario.
Arto. 174 Los Magistrados del Consejo Supremo Electoral, propietarios
y suplentes, tomarán posesión de sus cargos ante el Presidente de la
Asamblea Nacional, previa promesa de ley.
TITULO  IX
DIVISION POLITICO ADMINISTRATIVA
CAPITULO  I
DE LOS MUNICIPIOS
Arto. 175 El territorio nacional se dividirá para su administración, en
Departamentos, Regiones Autónomas de la Costa Atlántica y Municipios.
Las leyes de la materia determinarán su creación, extensión, número,
organización, estructura y funcionamiento de las diversas circunscripciones
territoriales.
Arto. 176 El Municipio es la unidad base de la división política
administrativa del país.
Arto. 177 Los Municipios gozan de autonomía política administrativa y
financiera. La administración y gobiernos de los mismos corresponde a
las autoridades municipales.
La autonomía no exime ni inhibe al Poder Ejecutivo ni a los demás poderes
del Estado, de sus obligaciones y responsabilidades con los municipios.
Se establece la obligatoriedad de destinar un porcentaje suficiente del
Presupuesto General de la República a los Municipios del país, el que se
distribuirá priorizando a los municipios con menos capacidad de ingresos.
El porcentaje y su distribución serán fijados por la ley.
La autonomía es regulada conforme la Ley de Municipios, que requerirá
para su aprobación y reforma de la votación favorable de la mayoría
absoluta de Diputados.
Los gobiernos municipales tienen competencia en materia que incida en
el desarrollo socio económico de su circunscripción. En los contratos de
explotación racional de los recursos naturales ubicados en el municipio
respectivo el Estado solicitará y tomará en cuenta la opinión de los
gobiernos municipales antes de autorizarlos.
La Ley de Municipios deberá incluir, entre otros aspectos, las competencias
municipales, las relaciones con el Gobierno Central, con los pueblos
indígenas de todo el país y con todos los Poderes del Estado, y la
coordinación inter-institucional.
Arto. 178  El Alcalde, el Vice-Alcalde y los Concejales serán elegidos por
el pueblo mediante el sufragio universal, igual, directo, libre y secreto, de
conformidad con la ley. Serán electos Alcalde y Vice-Alcalde, los
candidatos que obtengan la mayoría relativa de los votos. Los Concejales
serán electos por representación proporcional de acuerdo con el cociente
electoral. El Alcalde y el Vice-Alcalde sólo podrán ser reelectos por un
período. La reelección del Alcalde y Vice-Alcalde no podrá ser para el
período inmediato siguiente.
Para ser Alcalde se requiere de las siguientes calidades:
1) Ser nacional de Nicaragua.
2) Estar en pleno goce de sus derechos civiles y políticos.
3) Haber cumplido veintiún años de edad.
4) El período de las autoridades municipales será de cuatro años, contados
a partir de la toma de posesión del cargo ante el Consejo Supremo
Electoral.
5) No podrán ser candidatos a Alcalde los Ministros y Vice-Ministros
de Estado a menos que hayan renunciado a sus cargos doce meses antes
de la elección.
Los Concejales, el Alcalde y el Vice-Alcalde podrán perder su condición
por las siguientes causas:
a) Renuncia del cargo.
b) Por muerte.
c) Condena mediante sentencia firme a pena de privación de libertad o de
inhabilitación para ejercer el cargo por delito que merezca pena más que
correccional por un término igual o mayor al resto de su período.
d) Abandono de sus funciones durante sesenta días continuos.
e) Contravención a lo dispuesto en el tercer párrafo del Arto. 130 Cn.
f) Incumplimiento de la obligación de declarar sus bienes ante la Contraloría
General de la República al momento de la toma de posesión del cargo.
g) Haber sido declarado incurso de malos manejos de los fondos de  la
alcaldía, según resolución de la Contraloría General de la República.
En los casos de los incisos d) y e), el Concejo Municipal correspondiente
deberá aprobar una resolución declarando que el Alcalde o concejal ha
incurrido en la circunstancia que motiva la pérdida de su condición.
Dicha resolución o los documentos públicos o auténticos que acrediten
las circunstancias establecidas en los otros numerales, deberá ser remitida
al Consejo Supremo Electoral, acompañando el nombre del sustituto que
será el Vice-Alcalde cuando se sustituya al Alcalde o cualquiera de los
Concejales electos cuando se sustituya al Vice-Alcalde, o la solicitud de
declaración de propietario, para el de los Concejales.
El Consejo Supremo Electoral procederá en un término no menor de
quince días a tomar la promesa de ley y darle posesión del cargo.
Las limitaciones de los Concejales para trabajar en la administración
municipal, así como el régimen de dietas serán regulados por la ley.
Arto. 179 El Estado promoverá el desarrollo integral y armónico de las
diversas partes del territorio nacional.
CAPITULO  II
COMUNIDADES DE LA COSTA ATLANTICA
Arto. 180 Las Comunidades de la Costa Atlántica tienen el derecho de
vivir y desarrollarse bajo las formas de organización social que corresponden
a sus tradiciones históricas y culturales.
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El Estado garantiza a estas comunidades el disfrute de sus recursos
naturales, la efectividad de sus formas de propiedad comunal y la libre
elección de sus autoridades y representantes.
Asimismo garantiza la preservación de sus culturas y lenguas, religiones
y costumbres.
Arto. 181 El Estado organizará, por medio de una Ley el régimen de
autonomía para los pueblos indígenas y las Comunidades étnicas de la
Costa Atlántica, la que deberá contener entre otras normas: las atribuciones
de sus órganos de gobierno, su relación con el Poder Ejecutivo y
Legislativo y con los municipios y el ejercicio de sus derechos. Dicha ley,
para su aprobación y reforma, requerirá de la mayoría establecida para la
reforma a las leyes constitucionales.
Las concesiones y los contratos de explotación racional de los recursos
naturales que otorga el Estado en las Regiones Autónomas de la Costa
Atlántica deberán contar con la aprobación del Consejo Regional Autónomo
correspondiente.
Los miembros de los Consejos Regionales Autónomos de la Costa
Atlántica podrán perder su condición por las causas y los procedimientos
que establezca la ley.
TITULO  X
SUPREMACIA DE LA CONSTITUCIÓN, SU REFORMA
 Y DE LAS LEYES CONSTITUCIONALES
CAPITULO  I
DE LA CONSTITUCION POLITICA
Arto. 182 La Constitución Política es la carta fundamental de la República;
las demás leyes están subordinadas a ella. No tendrán valor alguno las
leyes, tratados, decretos, reglamentos, órdenes o disposiciones que se le
opongan o alteren sus disposiciones.
Arto. 183 Ningún Poder del Estado, organismo de gobierno o funcionario
tendrá otra autoridad, facultad o jurisdicción que las que le confiere la
Constitución Política y las leyes de la República.
Arto. 184 Son leyes constitucionales: la Ley Electoral, la Ley de
Emergencia y la Ley de Amparo, que se dicten bajo la vigencia de la
Constitución Política de Nicaragua.
Arto. 185 El Presidente de la República, en Consejo de Ministros, podrá
decretar, para la totalidad o parte del territorio nacional y por tiempo
determinado y prorrogable, la suspensión de Derechos y Garantías,
cuando así lo demande la seguridad de la nación, las condiciones económicas
o en caso de catástrofe nacional. La Ley de Emergencia regulará sus
modalidades.
Arto. 186 El Presidente de la República no podrá suspender los derechos
y garantías establecidos en los Artículos 23, 24, 25 numeral 3), 26 numeral
3), 27, 29, 33 numeral 2.1) parte final y los numerales 3 y 5), 34 excepto
los numerales 2 y 8), 35, 36, 37, 38, 39, 40, 41, 42, 43, 44, 46, 47, 48, 50,
51, 56, 57, 58, 59, 60, 61, 62, 63, 64, 65, 67, 68 primer párrafo, 69, 70,
71, 72, 73, 74, 75, 76, 77, 78, 79, 80, 81, 82, 84, 85, 87, 89, 90 y 91.
CAPITULO  II
CONTROL CONSTITUCIONAL
Arto. 187 Se establece el Recurso por Inconstitucionalidad contra toda
ley, decreto o reglamento que se oponga a lo prescrito por la Constitución
Política, el cual podrá ser interpuesto por cualquier ciudadano.
Arto. 188 Se establece el Recurso de Amparo en contra de toda disposición,
acto o resolución y en general en contra de toda acción u omisión de
cualquier funcionario, autoridad o agente de los mismos que viole o trate
de violar los derechos y garantías consagrados en la Constitución Política.
Arto. 189 Se establece el Recurso de Exhibición Personal en favor de
aquellos cuya libertad, integridad física y seguridad, sean violadas o estén
en peligro de serlo.
Arto. 190 La Ley de Amparo regulará los Recursos establecidos en este
capítulo.
CAPITULO  III
REFORMA CONSTITUCIONAL
Arto. 191 La Asamblea Nacional está facultada para reformar parcialmente
la presente Constitución Política y para conocer y resolver sobre la
iniciativa de reforma total de la misma.
La iniciativa de reforma parcial corresponde al Presidente de la República
o a un tercio de los Diputados de la Asamblea Nacional.
La iniciativa de reforma total corresponde a la mitad más uno de los
Diputados de la Asamblea Nacional.
Arto. 192 La iniciativa de reforma parcial deberá señalar el o los artículos
que se pretenden reformar con expresión de motivos; deberá ser enviada
a una comisión especial que dictaminará en un plazo no mayor de sesenta
días. El proyecto de reforma recibirá a continuación el trámite previsto
para la formación de la ley.
La iniciativa de reforma parcial deberá ser discutida en dos legislaturas.
Arto. 193 La iniciativa de reforma total seguirá los mismos trámites fijados
en el artículo anterior, en lo que sea conducente a su presentación y
dictamen.
Al aprobarse la iniciativa de reforma total, la Asamblea Nacional fijará un
plazo para la convocatoria de elecciones de Asamblea Nacional
Constituyente. La Asamblea Nacional conservará su mandato hasta la
instalación de la nueva Asamblea Nacional Constituyente.
Mientras no se apruebe por la Asamblea Nacional Constituyente la nueva
Constitución, seguirá en vigencia la presente Constitución.
Arto. 194 La aprobación de la reforma parcial requerirá del voto favorable
del sesenta por ciento de los Diputados. En el caso de aprobación de la
iniciativa de reforma total se requerirá los dos tercios del total de
Diputados. El Presidente de la República promulgará la reforma parcial
y en este caso no podrá ejercer el derecho al veto.
Arto. 195 La reforma de las leyes constitucionales se realizará de acuerdo
al procedimiento establecido para la reforma parcial de la Constitución,
con la excepción del requisito de las dos legislaturas.
TITULO  XI
DISPOSICIONES FINALES Y TRANSITORIAS
CAPITULO UNICO
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Arto. 196 La presente Constitución regirá desde su publicación en La
Gaceta, Diario Oficial, y deroga el Estatuto Fundamental de la República,
el Estatuto sobre Derechos y Garantías de los Nicaragüenses y cualquier
otra disposición legal que se le oponga.
Arto. 197 La presente Constitución será ampliamente divulgada en el
idioma oficial del país; de igual manera será divulgada en las lenguas de las
Comunidades de la Costa Atlántica.
Arto. 198 El ordenamiento jurídico existente seguirá en vigencia en todo
aquello que no se oponga a la presente Constitución, mientras no sea
modificado.
Arto. 199 Los Tribunales Especiales seguirán funcionando al entrar en
vigencia esta Constitución, mientras no pasen bajo la jurisdicción del
Poder Judicial. El nombramiento de sus integrantes y sus procedimientos
estarán determinados por las leyes que los establecieron.
Asimismo los Tribunales Ordinarios seguirán funcionando en la forma
que lo hacen, mientras no se ponga en práctica el principio de colegiación
con representación popular. Este principio podrá aplicarse
progresivamente en el territorio nacional, de acuerdo con las circunstancias.
Arto. 200 Se conservará la actual división política administrativa del
territorio nacional, hasta que se promulgue la ley de la materia.
Arto. 201 Los Representantes ante la Asamblea Nacional electos el 25 de
Febrero de 1990, serán instalados por el Consejo Supremo Electoral el 24
de Abril de ese mismo año para finalizar el período de los que fueron
elegidos el 4 de Noviembre de 1984 y cumplir su propio período conforme
el Arto. 136 Cn.
El Presidente y el Vice-Presidente de la República electos el 25 de Febrero
de 1990, tomarán posesión de sus cargos prestando la promesa de ley ante
el Presidente de la Asamblea Nacional el 25 de Abril de ese mismo año,
para finalizar el período de los que fueron elegidos el 4 de Noviembre de
1984 y cumplir su propio período, conforme el Arto. 148 Cn.
Los miembros de la Corte Suprema de Justicia y del Consejo Supremo
Electoral y las demás autoridades y funcionarios de los diversos poderes
continuarán en el ejercicio de sus cargos mientras no tomen posesión
quienes deben sustituirlos de acuerdo a la Constitución.
Arto. 202 Los autógrafos de esta Constitución serán firmados en cuatro
ejemplares por el Presidente y los Representantes ante la Asamblea
Nacional y  por el Presidente de la República. Se guardarán en la
Presidencia de la Asamblea Nacional, en la Presidencia de la República,
en la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia y en la Presidencia del
Consejo Supremo Electoral, y cada uno de ellos se tendrá como texto
auténtico de la Constitución Política de Nicaragua. El Presidente de la
República la hará publicar en La Gaceta, Diario Oficial.
Dado en la Sala de Sesiones de la Asamblea Nacional, en la ciudad de
Managua, a los diez y nueve días del mes de noviembre de mil novecientos
ochenta y seis en lo referente a los artículos que no han sido modificados
y por haberse ordenado la incorporación de las reformas en el ordinal VI
del artículo 20 de la Ley No. 192, Ley de reforma parcial a la Constitución
Política de la República de Nicaragua aprobada el primero de febrero de
mil novecientos noventa y cinco; en el ordinal VI del artículo 8 de la Ley
No. 330, Ley de Reforma Parcial a la Constitución Política de la República
de Nicaragua aprobada el dieciocho de enero del año dos mil y en el artículo
7 de la Ley No. 520, Ley de Reforma Parcial a la Constitución Política
de la República de Nicaragua, aprobada el trece de enero del año dos mil
cinco, publicada en La Gaceta, Diario Oficial No. 35 del dieciocho de
febrero del mismo año, se incorporan las siguientes reformas a la
Constitución Política:
1)  Modificación al artículo 201, primer párrafo aprobado en la Ley de
Reforma Constitucional para las Elecciones del 25 de febrero de 1990,
aprobada el treinta de enero de mil novecientos noventa y publicado en
La Gaceta, Diario Oficial No. 46 del seis de marzo del mismo año;
2)  Modificación a los artículos 1, 2, 4, 5, 26, 28, 33, 34, 42, 44, 51, 56,
68, 71, 92, 93, 94, 95, 96, 97, 99, 104, 105, 106, 107, 112, 113, 114, 121,
125, 130, 131, 132, 134, 136, 138, 140, 141, 142, 144, 145, 147, 148, 149,
150, 151, 152, 154, 155, 156, 159, 161, 162, 163, 164, 170, 171, 172, 173,
175, 176, 177, 178, 181, 185 y el cambio de denominación de los
integrantes de la Asamblea Nacional, de Representantes a Diputados
contenidos en la Ley No. 192, Ley de Reforma Parcial a la Constitución
Política de la República de Nicaragua, aprobada el primero de febrero del
año mil novecientos noventa y cinco, publicada en La Gaceta, Diario
Oficial No. 124 del cuatro de julio del mismo año;
3)  Modificaciones a los artículos 10, 20, 130, 133, 134, 138, 147, 150,
152, 154, 156, 161, 162, 163, 164, 170, 171, 173 y 178 contenidas en la
Ley No. 330, Ley de Reforma Parcial a la Constitución Política de la
República de Nicaragua aprobada el dieciocho de enero del año dos mil
y publicada en La Gaceta, Diario Oficial No. 13 del diecinueve de enero
del mismo año;
4)  Modificaciones al artículo 138, contenidas en la Ley No. 490, Ley que
reforma parcialmente el artículo 138, inciso 12 Constitucional aprobada
el quince de junio del año dos mil cuatro y publicada en La Gaceta, Diario
Oficial No.132 del 7 de julio del mismo año;
5)  Modificaciones a los artículos 138, 143 y 150 contenidas en la Ley
No. 520, Ley de Reforma Parcial a la Constitución Política de la República
de Nicaragua, aprobada el trece de enero del año dos mil cinco, publicada
en La Gaceta, Diario Oficial No. 35 del dieciocho de febrero del mismo
año, con la corrección publicada en La Gaceta, Diario Oficial No. 97 del
23 de mayo del año dos mil ocho;
6)  Modificaciones al artículo 140, contenidas en la Ley No. 521, Ley de
reforma Parcial al artículo 140 de la Constitución Política de la República
de Nicaragua, aprobada el trece de enero del año dos mil cinco, publicada
en La Gaceta, Diario Oficial No. 35 del dieciocho de febrero del mismo
año;
7)  Modificaciones a los artículos 68 y 93 contenidas en la Ley No. 527,
Ley de Reforma Parcial de la Constitución Política, aprobada el quince
de marzo del año dos mil cinco, publicada en La Gaceta, Diario Oficial No.
68 del ocho de abril del mismo año; y
8)  Sentencia No.52, dictada por la Corte Suprema de Justicia  a las ocho
y treinta minutos de la mañana del treinta de agosto del año dos mil cinco,
que declaró la inaplicabilidad de la “coletilla” que dice: “Durante el
período de Gobierno 2002-2007, lo indicado en la reforma de este artículo
deberá implementarse hasta que se logre el consenso entre los tres
principales actores políticos del país: Los dos grupos Parlamentarios
mayoritarios y el Gobierno de la República, de manera que garantice las
relaciones armónicas.”.
De conformidad con lo dispuesto en el párrafo octavo del artículo 141 de
la Constitución Política y sin sanción del Presidente de la República
publíquese en La Gaceta, Diario Oficial, el presente autógrafo, que
contiene el texto de la Constitución Política de la República de Nicaragua
y sus reformas incorporadas.
Dado en la ciudad de Managua, Sede del Poder Legislativo, a los dieciséis
días del mes de septiembre del año dos mil diez. RENÉ NÚÑEZ TÉLLEZ,
PresidenteAsamblea Nacional. ALBA PALACIOS BENAVIDEZ,
Segunda Secretaria en funciones Asamblea Nacional.
  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
ANEXO 8: Ley 423, Ley General de 
Salud 
Normas Jurídicas de Nicaragua
Leyes  Gaceta No. 91
No. 423 LEY GENERAL DE SALUD 17/05/2002
-
 
LEY GENERAL DE SALUD  
LEY No. 423, aprobada el 14 de Marzo del 2002  
Publicado en la Gaceta No. 91 del 17 de Mayo del 2002  
EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA DE NICARAGUA  
Hace Saber al pueblo nicaragüense que:  
LA ASAMBLEA NACIONAL DE LA REPÚBLICA DE NICARAGUA  
En uso de sus facultades;  
HA DICTADO  
La siguiente:  
LEY GENERAL DE SALUD  
TITULO I  
DISPOSICIONES FUNDAMENTALES  
CAPITULO I  
DISPOSICIONES GENERALES  
 
Artículo 1.- Objeto de la Ley: La presente Ley tiene por objeto tutelar el derecho que tiene toda 
persona de disfrutar, conservar y recuperar su salud, en armonía con lo establecido en las 
disposiciones legales y normas especiales. Para tal efecto regulará:  
a. Los principios, derechos y obligaciones con relación a la salud.  
b. Las acciones de promoción, prevención, recuperación y rehabilitación de la salud.  
c. El Saneamiento del medio ambiente.  
d. El Control sanitario que se ejercerá sobre los productos y servicios destinados a la salud.  
e. Las medidas administrativas, de seguridad y de emergencias que aplicará el Ministerio de Salud.  
f. La definición de las infracciones y su correspondiente sanción.  
Artículo 2.- Órgano Competente: El Ministerio de Salud es el órgano competente para aplicar, 
supervisar, controlar y evaluar el cumplimiento de la presente Ley y su Reglamento; así como para 
elaborar, aprobar, aplicar, supervisar y evaluar normas técnicas, formular políticas, planes, 
programas, proyectos, manuales e instructivos que sean necesarios para su aplicación.  
Artículo 3.- Sector Salud y Sistema de Salud: Para efectos de la presente Ley, se entiende por 
Sector Salud, el conjunto de Instituciones, Organizaciones, personas, Establecimientos Públicos o 
Privados, actores, Programas y actividades, cuyo objetivo principal, frente al individuo, la familia y la 
comunidad, es la atención de la salud en sus diferentes acciones de prevención, promoción 
recuperación y rehabilitación.  
Para efectos de la presente Ley se entiende por Sistema de Salud a la totalidad de elementos o 
componentes del sistema social que se relacionan, en forma directa o indirecta, con la salud de la 
población.  
Artículo 4.- Rectoría: Corresponde al ministerio de Salud como ente rector del Sector, coordinar, 
organizar, supervisar, inspeccionar, controlar, regular, ordenar y vigilar las acciones en salud, sin 
perjuicio de las funciones que deba ejercer frente a las instituciones que conforman el sector salud, 
en concordancia con lo dispuesto en las disposiciones legales especiales.  
Artículo 5.- Principios Básicos: Son principios de esta Ley:  
1. Gratuidad: Se garantiza la gratuidad de la salud para los sectores vulnerables de la población, 
priorizando el cumplimiento de los programas materno-infantil, personas de la tercera edad y 
discapacitados.  
2. Universalidad: Se garantiza la cobertura del servicio de salud a toda la población, conforme los 
términos previstos en los regímenes que se establecen en la presente Ley.  
3. Solidaridad: Se garantiza el acceso a los servicios esenciales de salud, a través de la contribución 
y distribución de los recursos y conforme las reglas propias de los diferentes regímenes que se 
establecen en la presente Ley.  
4. Integralidad: Se garantiza un conjunto de acciones integradas en las diferentes frases de la 
prevención, promoción, tratamiento o recuperación y rehabilitación de la salud, así como contribuir a 
la protección del medio ambiente, con el objeto de lograr una atención integral de la persona, su 
núcleo familiar y la comunidad, de acuerdo a los diferentes planes de salud.  
5. Participación Social: Se garantiza la participan activa de la sociedad civil en las propuestas para 
la formulación de políticas, planes, programas y proyectos de salud en sus distintos niveles, así como 
en su seguimiento y evaluación.  
6. Eficiencia: Optimizar los Recursos del Sector Social, a fin de brindar los servicios esenciales que 
requiere la población.  
7. Calidad: Se garantiza el mejoramiento continuo de la situación de salud de la población en sus 
diferentes fases y niveles de atención conforme la disponibilidad de recursos y tecnología existente, 
para brindar el máximo beneficio y satisfacción con el menor costo y riesgo posible.  
8. Equidad: Oportunidad que tiene la población de acceder a los servicios esenciales de salud, 
privilegiando a los sectores vulnerables, para resolver sus problemas de salud.  
9. Sostenibilidad: Se garantiza la viabilidad del sector a través de la continuidad de acciones y 
procesos dirigidos a preservar la salud, de manera que no decaiga o se extinga por factores políticos, 
culturales, sociales, financieros, organizacionales o de otra naturaleza, considerando las limitaciones 
propias en materia de recursos disponibles.  
10. Responsabilidad de los Ciudadanos: Todos los habitantes de la República están obligado a 
velar, mejorar y conservar su salud personal, familiar y comunitaria, así como las condiciones de 
salubridad del medio ambiente en que viven y desarrollan sus actividades.  
Artículo 6.- Configuración de Beneficios: El Estado a través del Ministerio de Salud, para hacer 
efectivos los derechos sobre la salud, establecidos en la Constitución Política y las Leyes respectivas, 
regulará y establecerá los distintos regímenes establecidos en la presente Ley.  
 
TITULO II  
COMPETENCIAS, DERECHOS Y OBLIGACIONES  
Capítulo I  
DE LAS COMPETENCIAS DEL MINISTERIO DE SALUD 
 
Artículo 7.- Son Competencias y Atribuciones del Ministerio de Salud:  
1.- Regular, Supervisar, e intervenir en el sector de Sector de Salud, y en particular ser la autoridad 
competente para la aplicación y el control del cumplimiento de las disposiciones de la presente Ley, 
su reglamento o normas que de ella emanen, sin perjuicio de las facultades y obligaciones que leyes 
especiales otorguen a otros organismos públicos dentro de sus respectivas competencias. Para estos 
efectos, se entiende como autoridades en salud, las personas o instituciones con funciones, 
facultades o competencias expresadas de expedir o aplicar la regulación en materia de políticas en 
salud.  
2.- Regular y supervisar la organización y funcionamiento, conforme a la presente Ley y los 
reglamentos, de las entidades que puedan ser habilitadas para administrar recursos dentro del 
régimen voluntario de planes de salud con la modalidad de seguro o prepago, sin perjuicio de lo 
dispuesto en las leyes que rijan la materia.  
3.- Reglamentar la organización y funcionamiento de las Juntas o Consejos u Órganos 
administrativos o consultivos de las instituciones presentadoras de servicio de salud de naturaleza 
pública.  
4.- Expedir las normas e instrumentos de modelos de gestión institucionales, así como los requeridos 
para adelantar la descentralización, desconcentración y delegación dentro del Sector Salud; en lo 
concerniente a las regiones autónomas de la Costa Atlántica el Ministerio de Salud coordinará con los 
Consejos Regionales.  
5.- Expedir la Reglamentación para el ejercicio de los profesionales y técnicos en el sector salud y las 
normas relacionadas con la prestación de servicios de salud por cualquier persona o institución y 
garantizar su implementación de forma indelegable.  
6.- Expedir las normas de organización y funcionamiento técnico administrativo, operativo y científico 
de las Instituciones Proveedoras de Servicios de Salud de naturaleza pública.  
7.- Definir las normas de organización, funcionamiento y financiamiento del plan de asistencia 
sanitaria por causa de accidentes de tránsito.  
8.- Expedir aquellas disposiciones que resultan necesarias para garantizar una correcta aplicación y 
flujo de los recursos del sector salud y en particular aquellas que permitan garantizar un control a la 
evasión.  
9.- Expedir las reglamentaciones que permitan garantizar una correcta evaluación del recurso 
humano.  
10.- Expedir las normas que permitan el desarrollo competitivo entre las Instituciones Proveedoras de 
Servicios de Salud y entidades que administren recursos del sector.  
11.- Expedir normas de organización, estructura y funcionamiento de los Sistemas Locales de 
Atención Integral en Salud (SILAIS) y de todos aquellos aspectos que resulten esenciales para su 
organización y funcionamiento, cuando se considere procedente su implantación.  
12.- Regular, cuando resulte necesario para los principios de esta Ley, las actividades con incidencia 
directa o indirecta sobre la salud de la población, que realice o ejecute toda persona natural o jurídica, 
pública o privada.  
13.- Establecer normas sobre la salubridad pública para el control sanitario internacional de los 
puestos fronterizos internacionales, cuya delegación podrá ser ejercida de manera desconcentrada o 
descentralizada a través de los entes territoriales y de acuerdo con los convenios suscritos para tal fin 
o por medio de las disposiciones reglamentarias.  
14.- Definir los requisitos necesarios para la organización y funcionamiento de las Instituciones 
Proveedoras de Servicios de Salud, sin los cuales no podrá prestar servicios a ninguna institución o 
persona ni ofrecer sus servicios  
15.- Imponer las sanciones de carácter administrativas que procedan conforme las disposiciones 
legales, lo previsto en la presente ley y en el reglamento respectivo.  
16.- Coordinar la formulación y ejecución del plan nacional de salud que deban adoptar las 
instituciones, organismos públicos y privados, para el cumplimiento de los objetivos previstos en esta 
Ley.  
17.- Orientar el diseño y aplicación de un sistema básico de garantía de la calidad en todos los 
proveedores de servicios de salud y administradores de recursos de salud.  
18.- Coordinar con las instituciones educativas la formación de recursos humanos en salud de 
acuerdo con las necesidades del Sector de Salud y garantizar una retribución económica de carácter 
mensual establecida en el reglamento y normas, a los estudiantes de las escuelas de medicina 
estatales que realicen su internado rotatorio, su servicio social o sus estudios de postgrado en los 
establecimientos de salud del país, una vez clasificados todo ello en correspondencia con el 
presupuesto anual aprobado por el MINSA para tal efecto.  
19.- Coordinar y promover la participación intrasectorial y extrasectorial en el desarrollo y 
consolidación del Sector Salud.  
20.- Dictar e implementar de común acuerdo con entidades públicas o privadas, las normas de 
protección contra los peligros para la salud de las personas que se deriven del uso de sustancias 
tóxicas, declaradas peligrosas.  
21.- Elaborar, en coordinación con el Ministerio de Educación los programas obligatorios de 
educación para la salud y demás medidas destinadas a ese fin, que deberán impartirse en 
establecimientos públicos y privados de enseñanza.  
22.- Los aspectos docentes del pregrado y postgrado se regirán por lo que establezcan las 
instituciones de educación superior y técnica de conformidad con las atribuciones que otorguen las 
disposiciones que rigen su organización y funcionamiento.  
23.- La operación de los programas correspondientes en los establecimientos de salud, se llevará a 
cabo de acuerdo con los lineamientos establecidos por cada una de las instituciones de salud y lo que 
determinen las autoridades sanitarias correspondientes y de educación superior y técnica.  
24.- El Plan Nacional de Salud, deberá contemplar entre otras, las siguientes facultades:  
a) Declarar obligatorias las inmunizaciones contra determinadas enfermedades, así como los 
exámenes y prácticas que se estimen necesarios para prevenir o controlar enfermedades.  
b) Declarar cuáles enfermedades transmisibles son de denuncia y notificación obligatoria.  
c) Emitir norma adecuadas para prevenir, evitar y combatir: el alcoholismo, el tabaquismo y la 
fármaco dependencia u otras adicciones que afecten la salud y promover estilos de vida saludables.  
d) Promover y desarrollar acciones que permitan conocer, evitar la difusión y lograr el control y 
erradicación de enfermedades transmisibles en todo el territorio nacional.  
e) Regular las acciones de inmunización que realizan las instituciones públicas y privadas.  
25.- Regular y promover la investigación científica en salud y biomédica y el desarrollo y transferencia 
de tecnología dentro del Sector Salud, también promoverá la formación y capacitación de 
investigadores en salud.  
26.- Implementar la política de seguridad alimentaria nutricional de la población y las medidas 
necesarias para complementar la dieta con micro nutriente, cuando sea procedente, de acuerdo con 
las normas nacionales e internacionales.  
27.- Regular los procesos mediante los cuales los sectores productores, procesadores, distribuidores 
de alimentos, o cualquier otro que intervenga en el proceso, deberán fortificar, manipular, enriquecer 
y complementar los micro nutrientes mencionados en el numeral anterior, de acuerdo con los 
alimentos de que se trate y las normas aplicables.  
28.- En materia de prevención y control de enfermedades y accidentes y sin perjuicio de lo que 
dispongan las leyes laborales en materia de riesgos del trabajo, corresponde al Ministerio de Salud en 
coordinación con otras entidades del Estado:  
a) Dictar las normas técnicas para la prevención y control de enfermedades y accidentes.  
b) Fortalecer el Sistema Nacional de Vigilancia Epidemiológica de conformidad con esta Ley y las 
disposiciones que al efecto se dicten.  
c) Realizar los programas y actividades que estime necesarias para la prevención y control de 
enfermedades y accidentes.  
29.- Promover la colaboración de las instituciones de los sectores públicos, sociales y privados, así 
como los de los profesionales, técnicos y auxiliares de la salud y de la población en general, para el 
óptimo desarrollo de los programas y actividades.  
30.- Dictar las normas higiénico-sanitarias pertinentes para la vivienda, centro de estudios, centros de 
trabajo, centros de reunión y otros establecimientos.  
31.- Regular la publicidad en materia de salud, a las que se deben sujetar las personas naturales o 
jurídicas.  
32.- Definir políticas de cooperación externa orientadas a los proyectos de salud, de acuerdo a las 
prioridades que establezca el ministerio de Salud.  
33.- Definir y coordinar la organización y funcionamiento de los sistemas de información en relación 
con las personas que son beneficiarias del sector salud y las instituciones que manejan sus recursos, 
con el objeto de poder realizar los principios consagrados en la Ley.  
34.- Coordinar el diseño, operación, utilización y actualización que se requiera para el correcto 
funcionamiento de un sistema de vigilancia y evaluación epidemiológica. A fin de mantener un 
adecuado control tanto epidemiológico como asistencial del país, todos los establecimientos de salud, 
públicos, privados u ONGs están obligados a mantener un sistema de registro e información para las 
autoridades de salud. Deberán asimismo notificar por escrito a los Registros del Estado Civil de las 
Personas, dentro de los plazos que establezca la legislación correspondiente, los nacimientos y 
defunciones que por cualquier causa ocurran en ellos.  
35.- La determinación de los requisitos y procedimientos para practicar las autopsias médico-clínicas, 
la cadena de custodia y los objetivos, requisitos y procedimientos de las mismas.  
36.- Crear Tribunales Bioéticos a cargo del Ministerio de Salud y las Asociaciones Médicas del país 
con el propósito de realizar auditorias médicas en los casos que sean necesarios.  
37.- Establecer convenios de colaboración con el Poder Judicial a través del Instituto Médico Legal 
para nombrar médicos forenses en aquellas partes del territorio que se requiera.  
38.- Definir el modelo de atención que regirá la organización de los establecimientos de salud 
públicos, incluyendo su organización interna y sus interrelaciones.  
39.- Administrar todos los establecimientos de salud de propiedad pública del territorio nacional.  
40.- Asegurar que los medicamentos prescritos en los establecimientos públicos de salud sean 
únicamente genéricos.  
41.- Las demás que se le asignen otras disposiciones legales.  
 
CAPÍTULO II  
DE LOS DERECHOS Y OBLIGACIONES DEL USUARIO 
 
Artículo 8.- Derechos de los Usuarios. Los usurarios del Sector Salud, público y privado gozarán de 
los siguientes derechos:  
1.- Acceso a los servicios garantizados conforme se establece en la presente Ley.  
2.- Trato equitativo en las prestaciones y en especial la gratuidad de los servicios de salud públicos a 
la población vulnerable.  
Para efectos de la presente Ley, son vulnerables todas aquellas personas que no disponen de 
recursos para satisfacer las necesidades mínimas para su desarrollo humanos. También son 
vulnerables grupos especiales de personas de acuerdo a factores biopsicosociales, entre otros el 
binomio madre-niño, personas de la tercera edad y personas con discapacidad.  
3.- Gratuidad a los servicios en el sector público, cuando el usuario forme parte de la población 
vulnerable, con prioridad en las áreas materno-infantil, de acuerdo a programas de los servicios 
integrales de emergencias, de hospitalización y en los servicios ambulatorios, medios de 
diagnósticos, medicamentos y biológicos, disponibles en el territorio nacional conforme las listas 
básicas definidas por el Ministerio de Salud.  
4.- A ser informado de manera completa y continua, en términos razonables de comprensión y 
considerando el estado psíquico, sobre su proceso de atención incluyendo nombre del facultativo, 
diagnóstico, pronóstico y alternativa de tratamiento y a recibir la consejería por personal capacitado 
antes y después de la realización de los exámenes y procedimientos establecidos en los protocolos y 
reglamentos. Cuando médicamente no sea aconsejable comunicar datos al paciente, habrá de 
suministrarse dicha acción a una persona adecuada que lo represente. El paciente tiene derecho a 
saber el nombre completo del médico responsable de coordinar la atención. Cuando el usuario 
requiera la información por medio escrito le deberá ser entregada por esa vía.  
5.- Confidencialidad y sigilo de toda la información, su expediente y su estancia en instituciones de 
salud públicas o privadas, salvo las excepciones legales.  
6.- Respecto a su persona, dignidad humana e intimidad sin que pueda ser discriminado por razones 
de: raza, de tipo social, de sexo, moral, económico, ideológico, político o sindical, tipo de enfermedad 
o padecimiento, o cualquier otra condición, conforme los tratados internacionales que sean suscritos 
por la República de Nicaragua.  
7.- A no ser objeto de experimentación por la aplicación de medicamentos o procedimientos 
diagnósticos, terapéuticos y pronósticos, sin ser debidamente informado sobre la condición 
experimental de estos, de los riesgos que corre y sin que medie previamente su consentimiento por 
escrito o el de la persona llamada legalmente a darlo, si correspondiere o estuviere impedida hacerlo.  
8. El usuario tiene derecho, frente a la obligación correspondiente del médico que se le debe asignar, 
de que se le comunique todo aquello que sea necesario para que su consentimiento esté plenamente 
informado en forma previa a cualquier procedimiento o tratamiento, de tal manera que pueda evaluar 
y conocer el procedimiento o tratamiento alternativo específico, los riesgos médicos asociados y la 
probable duración de la discapacidad. El usuario es libre de escoger el procedimiento frente a las 
alternativas que se le presenten. El consentimiento deberá constar por escrito por parte del usuario, 
salvo las siguientes excepciones:  
a) Cuando la falta de intervención represente un riesgo para la salud pública.  
b) Cuando el paciente esté incapacitado para tomar decisiones en cuyo caso el derecho 
corresponderá a sus familiares inmediatos o personas con suficiente poder de representación legal.  
c) Cuando la emergencia no permita demoras que puedan ocasionar lesiones irreversibles o existir 
peligro de fallecimiento.  
La negativa por escrito de recibir tratamiento médico o quirúrgico exime de responsabilidad civil, 
penal y administrativa al médico tratante y al establecimiento de salud, en su caso; pudiendo solicitar 
el usuario el alta voluntaria.  
9. A que se le asigne un médico, cuyo nombre se le dará a conocer, que será su interlocutor principal 
con el equipo asistencial. En caso de ausencia, otro facultativo del equipo asumirá tal 
responsabilidad.  
10. A que se le extienda certificado de su estado de salud, cuando su exigencia se establezca por 
una disposición legal, reglamentaria o por solicitud del interesado.  
11. A ser representados en las diferentes instancias de participación social que para tal efecto 
promueva el Ministerio de Salud, orientadas a mejorar la calidad de la prestación del servicio, en los 
términos establecidos en esta Ley y en las disposiciones que la desarrollan.  
12. A que quede constancia en el expediente clínico de todo su proceso de atención, en todas y cada 
una de las instancias del sector salud. Al finalizar la atención del usuario en una unidad de salud, el 
paciente, familiar o personas con suficiente poder de representación legal, recibirá su informe de alta.  
13. A efectuar reclamos y hacer sugerencias en los plazos previstos en la presente Ley y su 
Reglamento.  
14. A exigir que los servicios que se le prestan para la atención de su salud, cumplan con los 
estándares de calidad aceptados en los procedimientos y prácticas institucionales y profesionales.  
15. A recibir en cualquier establecimiento de salud público o privado, atención médica-quirúrgica de 
emergencias cuando la necesite mientras subsista el estado de grave riesgo para su vida o su salud. 
El Reglamento de la presente Ley establecerá los criterios para la calificación de la situación de 
emergencias y las condiciones de reembolsos económico a la unidad de salud por los servicios 
prestados al paciente.  
16. El usuario, o su representante según sea el caso, tiene derecho de examinar y recibir todas las 
explicaciones que le permitan una comprensión integral de la factura y en particular de todos los 
gastos que se han generado, con independiente de la persona o entidad que deba asumir el costo.  
Artículo 9.- Obligaciones del Usuario. Son obligaciones del usuario:  
1.- Hacer uso de los servicios de salud en forma racional.  
2.- Procurar el cuidado integral de su salud, siendo deber prevenir y promover la salud propia y la de 
la comunidad, así como proteger y mejorar el ambiente que lo rodea.  
3.- Velar por la promoción, prevención, atención, protección y rehabilitación de su salud y la de los 
miembros de su familia, cumpliendo las instrucciones técnicas y las normas de salud obligatorias que 
dicten las autoridades competentes y de los establecimientos de salud a los que acceda.  
4.- Proporcionar de forma oportuna, la información que la autoridad de salud competente le solicite, 
en beneficio de la salud individual o colectiva, con excepción de lo establecido en la legislación 
correspondiente.  
5.- Evitar o eliminar las condiciones laborables para la persistencia o proliferación de vectores y 
animales capaces de afectar la salud humana individual o colectiva, de acuerdo con las normas 
dictadas por el Ministerio de Salud.  
6.- Permitir la entrada a su domicilio, de las autoridades de salud debidamente identificadas, con el fin 
de determinar si existen animales nocivos o condiciones adversas para la salud individual o colectiva 
para proceder a su eliminación si los hubiere. Queda asimismo obligado al cumplimiento de las 
prácticas o la ejecución de las obras que el Ministerio de Salud ordene para evitar la presencia y 
persistencia de condiciones o factores adversos a la salud.  
7.- Todo usuario de servicios de salud debe firmas en su defecto imprimir su huella digital en la hoja 
de autorización de procedimientos quirúrgicos y de diagnósticos, necesarios para el proceso de 
atención.  
8.- Guardar el orden y disciplina en las correspondientes instituciones proveedoras de servicios de 
salud, públicas y privadas, cuidando del buen estado y conservación de las instalaciones y equipos.  
9.- Guardar el debido respeto al personal de salud.  
10.- No actuar o ayudar en prácticas que signifiquen peligro, menoscabo o daño para la salud 
individual o colectiva.  
11.- Ser responsable frente a terceros por el incumplimiento de las prácticas sanitarias y de higiene 
destinada a prevenir el origen y propagación de enfermedades transmisibles, así como los actos o 
hechos que promuevan la contaminación del ambiente.  
12.- Es obligación de toda persona natural o jurídica, cumplir con todas las normas de seguridad que 
establecen las disposiciones pertinentes.  
13.- Toda persona natural o jurídica tiene la obligación de participar y cooperar con las autoridades 
públicas en la prevención y solución de los problemas ocasionados por situaciones de desastres.  
14.- El usuario o su representante, según sea el caso, tiene el deber de examinar y solicitar todas las 
explicaciones que le permitan una comprensión integral de la factura y en particular de todos los 
gastos que se hayan generado, cuando la cuenta sea cancelada íntegra o parcialmente con recursos 
públicos o parafiscales.  
15.- Las demás obligaciones que se establezcan otras leyes y normas internacionales aprobadas por 
la República de Nicaragua.  
 
CAPÍTULO III  
DEL CONSEJO NACIONAL DE SALUD 
 
Artículo 10.- Créase el Consejo nacional de Salud y sus delegaciones en el nivel local como órgano 
encargado de asesoría y consulta, adscrito al despacho del Ministro de Salud, con carácter 
permanente y constituido por representantes del sector público y privado con representación e 
interacción multisectorial y pluralista de la sociedad civil y con la finalidad de contribuir en la definición 
de las actividades estratégicas que realice el Ministerio de Salud.  
La forma en que los delegados serán nombrados y removidos por sus respectivas organizaciones, la 
duración de su representatividad, el régimen de sus sesiones, y demás aspectos relacionados con su 
organización y funcionamiento serán establecidos conforme reglamento interno que emane del 
Ministerio de Salud.  
Los Miembros del Consejo deberán ser al menos los siguientes:  
El Ministerio de Salud que lo preside.  
Delegados de las siguientes instituciones:  
- Ministerio de Educación, Cultura y Deportes.  
- Instituto Nicaragüense de Seguridad Social.  
- Ministerio de Recursos Naturales y del Ambiente.  
- Ministerio del Trabajo.  
- Consejo Nacional de Universidades.  
- Asociación de Municipios de Nicaragua.  
- Comisión de Salud, Seguridad Social y Bienestar de la Asamblea Nacional.  
- Ejercito de Nicaragua.  
- Policía Nacional.  
- Un delegado por cada organización comunal de ámbito nacional.  
- Un delegado por cada organización sindical de ámbito nacional de trabajadores del sector salud.  
- Un delegado de ONG que trabajen en el sector salud.  
- Un delegado de las Asociaciones Médicas legalmente constituidas.  
- Un delegado del Colegio de Enfermeras.  
- Un delegado de los Consejos Regionales de ambas regiones de la Costa Atlántica.  
- Otros que el ministerio considere necesario involucrar.  
Créanse los Consejos Departamentales de Salud, como órganos de consulta, asesoría y control 
social de la gestión de salud a nivel de cada departamento del país, los cuales estarán integrados al 
menos por las siguientes personas:  
- El delegado departamental del Ministerio de Salud, quien lo presidirá.  
- Alcaldes municipales en representación del Departamento.  
- El jefe departamental de la Policía Nacional.  
- El delegado departamental del ministerio de Educación.  
- El delegado departamental del INSS.  
- Tres representantes de la sociedad civil y tres notables escogidas por el Consejo.  
- Un representante de las organizaciones sindicales que tiene representación departamental.  
- Un delegado de MARENA.  
- Un delegado del Ejército de Nicaragua.  
- Un delegado de las Universidades donde existan.  
- Otras personas que decida el Consejo.  
- Créanse los Consejos Municipales de Salud, como órgano de consulta, asesoría y control social de 
la gestión de salud a nivel de cada municipio, los cuales estarán integrados al menos por las 
siguientes personas:  
- El delegado municipal del Ministerio de Salud, quien lo presidirá.  
- El Alcalde municipal y dos representantes del Consejo Municipal delegados por dicho Conejo.  
- El delegado de la Policía Nacional.  
- Un representante de la Defensa Civil.  
- Un delegado de MARENA.  
- Un delegado del Ministerio de Educación.  
- Un delegado de las Universidades donde existan.  
- Un delegado por organismos de la Sociedad Civil en el Municipio.  
- Un delegado por la organización sindical de ámbito nacional que tenga representación en el 
municipio.  
- Otras personas que decida el Consejo.  
Los Consejos Departamentales y Municipales tendrán las siguientes funciones, sin menoscabo de las 
que se establezcan en el respectivo reglamento:  
- Participar en la definición de los planes y políticas.  
- Control social de la gestión de salud a su nivel.  
- Conocer el proyecto y la ejecución presupuestaria.  
- Conocer y dar su opinión acerca de los casos de salud pública que sean llevados ante los consejos.  
- Apoyar la gestión administrativa de los establecimientos públicos de salud.  
- Proponer ante las autoridades competentes las prioridades de inversión y dotación de insumos 
médicos y equipamientos.  
 
CAPÍTULO IV  
DE LA SALUD EN LAS REGIONES AUTÓNOMAS DE LA COSTA ATLÁNTICA  
 
Artículo 11.- Las Regiones Autónomas de la Costa Atlántica podrán definir un modelo de atención de 
salud conforme a sus tradiciones, cultura, usos y costumbres dentro del marco de las políticas, 
planes, programas y proyectos del Ministerio de Salud.  
El Ministerio de Salud coordinará con los Consejos Regionales todos los aspectos relacionados con 
los modelos de gestión institucionales, así como los requeridos para promover la descentralización, 
desconcentración y delegación en estas regiones.  
Los Consejos Regionales Autónomos podrán crear sus Instituciones administrativas de Salud que 
consideren convenientes para la administración de los Servicios de Salud, todo en el marco de la 
autonomía y acorde con las políticas normas y procedimientos nacionales de salud.  
 
TITULO III  
DE LAS ACCIONES EN SALUD  
CAPÍTULO I  
DISPOSICIONES COMUNES 
 
Artículo 12.- Para los efectos de esta Ley se entiende por acciones de salud, las intervenciones 
dirigidas a interrumpir la cadena epidemiológica de las enfermedades en beneficio de las personas y 
de la sociedad en general, a promover, proteger, recuperar y rehabilitar la salud de las personas y la 
comunidad.  
 
CAPÍTULO II  
DE LA PROMOCIÓN 
 
Artículo 13.- La promoción de la salud tiene por objeto las acciones que deben realizar las personas, 
comunidades y el Estado a fin de crear, conservar y mejorar las condiciones deseables de salud para 
toda la población y propiciar en el individuo las actitudes y prácticas adecuadas para la adopción de 
estilos de vida saludables y motivar a su participación en beneficio de la salud individual y colectiva.  
Artículo 14.- El Ministerio de Salud formulará políticas de comunicación en salud y promover que los 
medios de comunicación social divulguen los mensajes educativos.  
 
SECCIÓN I  
DE LA INVESTIGACIÓN  
 
Artículo 15.- La investigación constituye una acción básica y fundamental del Ministerio de Salud. 
Para la promoción y conservación de la salud, el Estado promoverá la investigación así como el 
desarrollo y la creación de instituciones de investigación en apoyo a la salud.  
Artículo 16.- En el Ministerio de Salud existirá un Programa y un Comité Nacional de Investigaciones 
encargado de la promoción y priorización, de temas que contribuyan al mejoramiento de la salud de la 
población. Las Investigaciones deberán referirse a los principios científicos y éticos 
internacionalmente aprobados. Para la aplicación de las acciones señaladas se elaborará un 
reglamento.  
 
SECCIÓN II  
DE LA NUTRICIÓN 
 
Artículo 17.- El Ministerio de Salud dictará las medidas y realizará las actividades que sean 
necesarias para promover una buena alimentación, así mismo ejecutará acciones para prevenir la 
desnutrición y las deficiencias específicas de micro nutrientes de la población en general, 
especialmente de la niñez, de las mujeres embarazadas y del adulto mayor.  
 
CAPÍTULO III  
DE LA PREVENCIÓN Y CONTROL DE ENFERMEDADES Y ACCIDENTES  
SECCIÓN I  
DISPOSICIONES COMUNES 
 
Artículo 18.- El Ministerio de Salud en coordinación con otras entidades del Estado, la sociedad civil 
y la empresa privada, dictará las normas técnicas para la prevención y control de enfermedades y 
accidentes, sin perjuicio de lo dispuesto en otras leyes laborales en materia de riegos de trabajo.  
 
SECCIÓN II  
DE LA INMUNIZACIONES 
 
Artículo 19.- Es una responsabilidad del Estado y una obligación ciudadana, la aplicación de las 
inmunizaciones que el Ministerio de Salud ordene, incluyéndolas en la lista oficial debidamente 
publicada, de acuerdo con las técnicas que éste establezca.  
 
SECCIÓN III  
DE LA NOTIFICACIÓN DE ENFERMEDADES TRANSMISIBLES 
 
Artículo 20.- El Ministerio de Salud determinará las enfermedades transmisibles que los proveedores, 
públicos y privados de servicios de salud, estén obligados a notificar. La falta de notificación de 
enfermedades transmisibles de notificación obligatoria conlleva falta de responsabilidad ante la salud 
pública.  
 
SECCIÓN IV  
DE LAS EPIDEMIAS  
 
Artículo 21.- En caso de Epidemia o peligro de epidemia, el Ministerio de Salud deberá declarar la 
emergencia sanitaria que corresponda según el caso, determinando las medidas necesarias para 
proteger a la población. Todas las instituciones proveedoras de servicios de salud públicas, privadas 
o mixtas y la población en general, están obligados a cooperar en la aplicación y cumplimiento de 
dichas medidas, en la forma que lo determinen las normas respectivas, sin perjuicio de lo establecido 
en otras disposiciones aplicables.  
 
SECCIÓN V  
DE LA REGULACIÓN DEL CULTIVO DE MICROORGANISMOS O PARÁSITOS PELIGROSOS 
 
Artículo 22.- Corresponde al ministerio de Salud autorizar la introducción al país o la exportación de 
vectores y microorganismos: hongos, bacterias, virus y otros agentes causales que provoquen daño a 
la salud de las personas. Asimismo le corresponde el control y destino en los centros que sean 
destinatarios de los mismos para uso confinado, en base a la norma técnica respectiva, en 
coordinación con las instituciones públicas o privadas pertinentes. Todo lo anterior con fines 
científicos investigativos y terapéuticos.  
 
SECCIÓN VI  
DEL CONTROL INTERNACIONAL DE LAS ENFERMEDADES TRANSMISIBLES 
 
Artículo 23.- Las personas naturales y jurídicas deberán cumplir estrictamente las disposiciones 
legales, reglamentarias y toda medida que la autoridad de salud dicte de conformidad con los 
términos del Código Sanitario Panamericano, el Reglamento de Salud Internacional y los Convenios 
Internacionales, a fin de prevenir la difución internacional de enfermedades transmisibles.  
 
SECCIÓN VII  
DE LA ZOONOSIS  
 
Artículo 24.- El Ministerio de Salud, en coordinación con otras instituciones del Estado, dictará las 
normas y acciones necesarias para proteger a la población contra los animales que padezcan o sean 
portadores de zoonosis.  
 
SECCIÓN VIII  
DE LAS ENFERMEDADES NO TRANSMISIBLES  
 
Artículo 25.- El Ministerio de Salud realizará actividades de prevención, fomentando estilos de vida 
saludable, así mismo promoverá investigaciones sobre enfermedades no transmisibles, con el 
objetivo de formular y ejecutar políticas, estrategias, planes, programas y proyectos para su manejo y 
control.  
 
SESIÓN IX  
DE LOS ACCIDENTES  
 
Artículo 26.- El Ministerio de Salud, en coordinación con los organismos competentes, llevará a cabo 
actividades dirigidas a la investigación, prevención y control de accidentes.  
Artículo 27.- Para los efectos de esta Ley, se entiende por accidente todo hecho súbito que produzca 
daños a la salud y que resulte de condiciones potencialmente prevenibles.  
 
SECCIÓN X  
DE LA VIOLENCIA  
 
Artículo 28.- . Es responsabilidad del Ministerio de Salud y de la sociedad en su conjunto, contribuir a 
la disminución sistemática del impacto que la violencia ejerza sobre la salud.  
 
CAPÍTULO IV  
DE LA RECUPERACIÓN DE SALUD  
SECCIÓN I  
DISPOSICIONES COMUNES  
 
Artículo 29.- Las acciones de recuperación de la salud son las que tienen como fin efectuar un 
diagnóstico temprano y proporcionar tratamiento oportuno al individuo, a la sociedad y al medio sin 
menoscabo de las acciones de promoción, prevención y rehabilitación que se deriven de ellas.  
Artículo 30.- El Ministerio de Salud elaborará y desarrollará un programa nacional de recuperación, 
como Parte del Plan Nacional de Salud para proporcionar servicios generales y especializados.  
Artículo 31.- Para el mejor desarrollo del programa nacional de recuperación de la salud, el Ministerio 
de Salud coordinará todas las actividades correspondientes que desarrollen en el país los organismos 
nacionales, públicos o privados y los extranjeros e internacionales de acuerdo con el plan nacional de 
salud.  
 
SECCIÓN II  
DE LA SALUD DE LA MUJER, LA NIÑEZ Y LA ADOLESCENCIA 
 
Artículo 32.- La atención en salud de la mujer, la niñez y la adolescencia será de acuerdo al 
Programa de Atención Integral a la Mujer, la Niñez y la Adolescencia del Ministerio de Salud.  
Este programa incluirá las acciones de control prenatal, atención del parto, del puerperio, recién 
nacido, detención precoz del cáncer de cuello uterino y mamas, así como acciones para la salud 
sexual y reproductiva.  
 
SECCIÓN III  
DE LA SALUD MENTAL  
 
Artículo 33.- La prevención de las enfermedades mentales se basará en el conocimiento de los 
factores que alteran la salud mental, la conducta, así como los métodos de prevención y control de 
las mismas y otros aspectos relacionados con la salud mental.  
Artículo 34.- Es responsabilidad del Ministerio de Salud y de otras instituciones competentes, la 
reintegración a la sociedad de los pacientes psiquiátricos crónicos.  
 
CAPÍTULO V  
DE LA REHABILITACIÓN  
 
Artículo 35.- La rehabilitación de las personas con discapacidad, se realizará de conformidad con la 
Ley Nº.202 "Ley de Prevención, Rehabilitación y Equiparación de Oportunidades para las Personas 
con Discapacidad".  
 
TITULO IV  
DE LAS INSTITUCIONES PROVEEDORAS DE SERVICIOS DE SALUD  
CAPÍTULO I  
INSTITUCIONES PROVEEDORAS DE SERVICIOS DE SALUD 
 
Artículo 36.- Naturaleza, Creación e Integración. Son Instituciones Proveedoras de Servicios de 
Salud, Las entidades públicas, privadas o mixtas, que estando autorizadas por el Ministerio de Salud, 
tiene por objeto actividades dirigidas a la provisión de servicios en sus fases de promoción, 
prevención diagnóstico, tratamiento, recuperación y rehabilitación de la salud que requiera la 
población.  
Artículo 37.- Financiación de Instituciones Proveedoras de Servicios de Salud de Propiedad 
Pública. Las instituciones proveedoras de servicios de salud de propiedad pública, deberán 
financiarse a través de las partidas que se le asignen por el presupuesto general de la República, 
donaciones, recursos de cooperación externa y mediante los recursos que obtengan como 
consecuencia de los pagos por servicios diferenciados, así como la venta de servicios al Instituto 
Nicaragüense de la Seguridad Social o a cualquier otra persona natural o jurídica.  
 
CAPÍTULO II  
DE LOS REGÍMENES Y PLANES DEL SECTOR SALUD  
SECCIÓN UNICA  
DE LOS REGÍMENES 
 
Artículo 38.- Objeto . El Sector Salud se integra por tres regímenes, como conjunto de beneficiarios 
articulados para lograr realizar el principio de universalidad: (a) contributivo, (b) no contributivo y (c) 
voluntario.  
Los regímenes mencionados financian los programas de beneficios a los que se puede acceder, 
siempre que se cumpla con las condiciones que en cada uno de ellos se establecen en la presente 
ley y su Reglamento.  
Artículo 39.- Ámbito de Aplicación del Régimen Contributivo. El Régimen Contributivo se integra 
por el conjunto de beneficios y prestaciones, a los cuales los usuarios pueden acceder previa 
contratación con empresas aseguradoras privadas y públicas y/o a través de los regímenes 
obligatorios y Facultativo del instituto Nicaragüense de Seguridad Social.  
Artículo 40.- Aplicación del Régimen No Contributivo. El Régimen no Contributivo es gratuito, se 
integra por el conjunto de beneficios y prestaciones, con el objeto de brindar servicios de salud a los 
sectores vulnerables y por las acciones de salud públicas dirigidas a toda la población.  
Artículo 41.- Aplicación del Régimen Voluntario. El Régimen Voluntario se integra por el conjunto 
de beneficios y prestaciones que financia directamente el usuario, sin efectuar las obligaciones 
adquiridas con el régimen contributivo.  
Artículo 42.- Financiamiento del Régimen Contributivo . El Régimen Contributivo se financia por 
aportes al instituto Nicaragüense de Seguridad Social de los trabajadores afiliados, empleadores y el 
Estado. Además se financia a través de las obligaciones cumplidas con las empresas aseguradoras 
públicas y privadas.  
Artículo 43.- Financiamiento del Régimen No Contributivo. El Régimen no Contributivo, se 
financiará por asignaciones provenientes del Presupuesto General de la República y de otras 
personas o instituciones que otorguen recursos al sistema por cualquier modalidad.  
Los recursos humanos, financieros, técnicos, materiales y otros provenientes de la cooperación 
externa deberán ser canalizados de acuerdo a las políticas, planes, programas y proyectos 
priorizados por el ministerio de Salud.  
Artículo 44.- Concurrencia de Coberturas. Cuando un usuario disponga de esos o más regímenes 
deberá agotar los beneficios en el siguiente orden: a) Los provenientes del régimen contributivo 
facultativo, b) los provenientes del régimen contributivo obligatorio y c) Los provenientes del régimen 
no contributivo.  
 
CAPÍTULO III  
DE LAS PRESTACIONES Y RESPONSABILIDADES DEL INSTITUTO NICARAGÜENSE DE 
SEGURIDAD SOCIAL Y ASEGURADORAS  
SECCIÓN I  
DE LAS PRESTACIONES EN SALUD DEL INSTITUTO NICARAGÜENSE DE SEGURIDAD 
SOCIAL 
 
Artículo 45.- El Instituto nicaragüense de Seguridad Social deberá garantizar a sus cotizantes y 
beneficiarios, un conjunto de prestaciones de servicios de salud, entre otras: enfermedad común y 
maternidad, accidentes de trabajo y Enfermedades Profesional en las diferentes fases de prevención, 
promoción, tratamiento, diagnóstico y rehabilitación; conforme lo previsto en la Ley de Seguridad 
Social.  
 
SECCIÓN II  
DE LAS PRESTACIONES DE OTRAS COMPAÑÍAS ASEGURADORAS  
 
Artículo 46.- Las compañías aseguradoras deberán garantizar la financiación de las prestaciones de 
servicios en salud para sus asegurados, beneficiarios y terceros por accidentes de tránsito.  
Artículo 47.- Plan por Accidente de Tránsito. El Programa por Accidente de tránsito se integra por 
el conjunto de beneficios, que deben ser otorgados a las víctimas por accidentes de tránsito.  
Artículo 48.- Planes Adicionales . Se integran por el conjunto de planes de salud necesarios para la 
atención de la persona, no previstos o cubiertos por planes de salud mencionados, o cubiertos en 
condiciones diferentes.  
Los servicios derivados de los planes complementarios serán financiados en forma voluntaria por el 
usuario.  
 
CAPÍTULO IV  
PROGRAMAS BAJO LA RESPONSABILIDAD DEL MINISTERIO DE SALUD 
 
Artículo 49.- Programas de Prevención y Promoción de Salud. Se integran por el universo de 
intervenciones, procedimientos, acciones colectivas o individuales para la promoción, prevención y 
educación en función de disminuir factores de alto riesgo y las enfermedades.  
Artículo 50.- Programas de Asistencia Social. Se integran por el conjunto de acciones de 
recuperación y rehabilitación de la salud necesarias para una atención integral del individuo o la 
familia, que carecen de recursos y no están en capacidad o posibilidad de afiliarse al régimen 
contributivo o voluntario.  
 
CAPÍTULO V  
PROGRAMAS COMUNES A LOS DIFERENTES REGÍMENES 
 
Artículo 51.- Programas de Atención a Enfermedades de Alto Costo. Comprende el conjunto de 
acciones en salud que deben ser suministradas a las personas que sean sujeto de eventos 
especiales que comprometan en forma extraordinaria la economía del individuo y del Sector Salud. 
Este plan se otorgará conforme a la disponibilidad de recursos financieros y tecnológicos del país.  
Para las personas afiliadas al régimen contributivo serán estas instituciones o entidades las 
encargadas de coordinar su prestación y garantizar su financiación, conforme los principios y 
términos establecidos en la Ley de Seguridad Social.  
Artículo 52.- Programas pro Emergencias. Corresponde prestar a todas las entidades públicas o 
privadas que tengan a su cargo la provisión de servicios dentro del Sector Salud en el territorio 
nacional, la atención de emergencia sin que sea necesario ningún requisito al usuario como condición 
para su atención.  
Todas las instituciones proveedoras de Servicios de Salud deberán garantizar la atención de 
emergencia conforme sus niveles de complejidad para los servicios que han sido habilitadas.  
Las instituciones no podrán imponer, crear barreras o impedir el acceso a la población que requiera 
esta clase de servicio.  
El Reglamento de esta ley definirá los términos entre los diferentes proveedores de salud y su 
relación con las entidades aseguradoras.  
 
CAPÍTULO VI  
DEL SISTEMA DE GARANTÍA DE CALIDAD  
SECCIÓN I  
SISTEMA DE GARANTÍA 
 
Artículo 53.- Objeto. El Sistema general de Garantía de Calidad del Sector Salud, provee la certeza 
del Estado, a los administradores de recursos privados o de las cotizaciones; a las instituciones 
prestadoras de servicios; a los profesionales de la salud y a los usuarios, de que su interacción o 
relación, dentro del modelo de atención en salud adoptado en Nicaragua, se lleva a cabo sobre la 
base de una optima utilización, mejoramiento, renovación y capacitación, según sea el caso, de los 
recursos existentes en cuanto a tecnología; recursos humanos, infraestructura, insumos, 
medicamentos y gestión.  
Corresponde al Ministerio de Salud reglamentar sus componentes, organización y funcionamiento, 
según lo establecido en el Artículo 215, inciso 10 del reglamento de la Ley 290 Ley de Organización, 
Competencia y Procedimientos del Poder Ejecutivo siendo de especial relevancia el componente de 
la auditoría clínica y médica.  
Artículo 54.- Funciones. Son funciones del Sistema de Garantía de calidad dentro del Sector Salud:  
1.- Función Preventiva: El sistema implementará acciones para evitar, desviaciones de recursos; 
contratación de personal no acreditado; utilización de infraestructura no autorizada conforme las 
disposiciones legales; incumplimiento de las normas que se expidan en materia de tecnología e 
infraestructura; adquisición de tecnología que no corresponda a las necesidades sanitarias del país; 
incumplimiento de las especificaciones técnicas y funcionales de la tecnología biomédica; inadecuada 
utilización de infraestructura; inadecuado registro de la información mínima que demanda el 
seguimiento y evaluación del sistema; exceso de utilización en los recursos disponibles; fraude; 
atención inadecuada del usuario. Así como todas aquellas conductas o hechos que sean una 
amenaza potencial para el desarrollo pleno del modelo de salud adoptado y el cumplimiento de los 
deberes a cargo de las instituciones conforme las obligaciones que surjan del proceso de habilitación.  
2.- Función Correctiva: El Sistema dirigirá acciones para lograr un mejoramiento continuo en la 
utilización del modelo adoptado de los servicios de salud.  
El Sistema se atribuye facultades de inspeccionar con el objeto de corregir y simultáneamente 
prevenir la ocurrencia de hechos que atenten en forma grave contra las reglas básicas de operación 
que lo rigen y cuya violación ponga en peligro la vida del paciente, a la salud pública o represente una 
desviación de recursos.  
 
SECCIÓN II  
DE LA HABILITACIÓN Y LA ACREDITACIÓN 
 
Artículo 55.- Habilitación: Corresponde al Ministerio de Salud definir los requisitos esenciales que 
deben cumplir las instituciones Prestadoras de Servicios de Salud para poder obtener su licencia de 
funcionamiento a través de la correspondiente habilitación.  
El Ministerio de Salud autorizará así mismo las instituciones de salud internacionales que operen en 
el territorio nacional, en cumplimiento de convenios o programas de asistencia en salud.  
Artículo 56.- Acreditación. El proceso de acreditación, como proceso voluntario, tiene como objetivo 
el cumplimiento de una serie de requisitos, a efecto de elevar los estándares mínimos de calidad. El 
Instituto Nicaragüense de Seguridad Social tendrá entonces plena libertad de contratar conforme sus 
propios estándares de certificación siempre que la entidad correspondiente esté debidamente 
habilitada.  
 
SECCIÓN III  
 
Artículo 57.- Del Control del Ejercicio de las Profesiones Médicas y Afines. Para desempeñar 
actividades profesionales propias de la medicina, odontología, farmacia, microbiología o cualquier 
otra relacionada con la atención de la salud, se requiere poseer titulo profesional, incorporado y 
certificado en la Universidad Nacional Autónoma de Nicaragua y debidamente registrado en el 
Ministerio de Salud conforme lo establece el Decreto Nº.60 "Ley de Títulos Profesionales" y el 
Decreto Nº.132 "Ley de Incorporación de Profesionales en Nicaragua"; así como también por lo 
establecido en la Ley Nº 290 "Ley de Organización, Competencia y Procedimientos del Poder 
Ejecutivo" y su reglamento y de acuerdo a lo establecido en la presente Ley.  
 
CAPÍTULO VII  
DE LOS SISTEMAS LOCALES DE ATENCIÓN INTEGRAL EN SALUD (SILAIS)  
 
Artículo 58.- Creación . Se establece y autoriza, conforme las necesidades que se determine para el 
sector, la estructura territorial de Sistemas Locales de Atención Integral en Salud.  
Artículo 59.- Definición: El Sistema Local de Atención Integral en Salud, se define como la unidad 
administrativa y operativa, donde se concentra un conjunto de recursos, sectoriales e intersectoriales, 
bajo una conducción única y responsable del desarrollo de la salud, en un área de territorio y 
población determinada, según las prioridades y necesidades territoriales que se establezcan y que 
justifiquen este desarrollo institucional.  
 
TITULO V  
CONTROL SANITARIO DE PRODUCTOS Y SERVICIOS  
CAPÍTULO I  
DEL CONTROL ESPECÍFICO A LOS PRODUCTOS 
 
Artículo 60.- Control y regulación Sanitaria. El control sanitario a los productos y establecimientos 
farmacéuticos, a la producción, almacenamiento, transporte, distribución y comercialización de 
alimentos; a los plaguicidas, sustancias tóxicas y peligrosas y otras similares; a los productos 
radiactivos y radiaciones ionizantes; a los estupefacientes, psicotrópicos, sustancias controladas y 
precursores; a los bancos de sangre, servicios de transfusión sanguínea y control de la serología y el 
tabaco, se ejercerán de conformidad con las leyes especiales y sus respectivos reglamentos, que 
regulen las diferentes materias relacionadas, entre las que se destacan: la "Ley de Medicamentos y 
Farmacias, la Ley de Seguridad Transfusional" y la Ley Nº. 224 "Ley de Protección de los Derechos 
Humanos de los no fumadores".  
Los profesionales o los directores técnicos de establecimientos de salud en lo que se utilice material 
natural o artificialmente radiactivo o aparatos diseñados que contengan dichas sustancias, deberán 
regirse por la Ley de Radiaciones Ionizantes.  
 
CAPÍTULO II  
DEL CONTROL DE PRODUCTOS DE HIGIENE PERSONAL Y DEL HOGAR 
 
Artículo 61.- Los productos de higiene personal y del hogar serán regulados por la Ley Nº. 217 "Ley 
General del Medio Ambiente y los Recursos Naturales" y su Reglamento.  
 
CAPÍTULO III  
DE LOS EQUIPOS, INSTRUMENTOS, PROTESIS, ORTESIS, AYUDAS FUNCIONALES, AGENTES 
DIAGNÓSTICOS, INSUMOS DE USO ODONTOLÓGICO, DISPOSITIVOS MÉDICOS Y 
SOLUCIONES ANTISÉPTICAS. 
 
Artículo 62.- Para los efectos de esta Ley y sus reglamentaciones, se entiende por:  
a) Equipo Médico: los aparatos y accesorios para uso específico, destinados a la atención médica, 
quirúrgica o a procedimientos de exploración diagnóstica, tratamiento y rehabilitación de pacientes, 
así como aquellos para efectuar actividades de investigación biomédicas.  
b) Instrumental: Los utensilios o accesorios para uso específico, destinados a la atención médico-
quirurgica o procedimientos de exploración diagnóstica, tratamiento y rehabilitación de pacientes, así 
como aquellos para efectuar actividades de investigación biomédica.  
c) Prótesis, ortesís y ayudas funcionales: Los dispositivos destinados a sustituir o complementar la 
función de un órgano o un tejido del cuerpo humano.  
d) Agentes de Diagnóstico: Los insumos, incluyendo los antígenos y reactivos, que puedan utilizarse 
para diagnósticos y/o tratamiento.  
e) Insumos de uso odontológico: Las sustancias o materiales empleados para la atención de la salud 
bucal.  
f) Dispositivos médicos: Son todos aquellos implementos que tienen relación con la implementación 
de las técnicas médicas.  
g) Soluciones Antisépticas: Los antisépticos o soluciones germicidas, que se empleen en 
procedimientos de la práctica médico-quirúrgica y los que se apliquen en las superficies y cavidades 
corporales.  
Las personas naturales o jurídicas que importen, fabriquen, vendan, distribuyan, suministren o 
reparen los productos mensionados en los incisos anteriores serán responsables de que éstos reúnan 
la calidad y requisitos técnicos que sirvan al fin para el cual se usan y que garanticen la salud de los 
pacientes, de los profesionales y/o técnicos que utilicen o manejen.  
Las actividades de importación, fabricación, comercialización y suministro, inclusive en forma de 
donación de una institución extranjera requerirá de la autorización, del Ministerio de Salud, así como 
del cumplimiento de los requisitos que éste pueda señalar para salvaguardar la salud de las 
personas.  
 
CAPÍTULO IV  
DEL CONTROL DE LAS BEBIDAS ALCOHÓLICAS  
 
Artículo 63.- Para los efectos de esta ley, se consideran bebidas alcohólicas aquellas que contengan 
alcohol etílico en una proporción mayor del cero punto por ciento (0.5%) por volumen.  
 
CAPÍTULO V  
DE LAS INSTITUCIONES Y ESTABLECIMIENTOS DE SALUD  
DISPOSICIONES COMUNES  
 
Artículo 64.- Para efectos legales y reglamentarios, se consideran instituciones de salud todos los 
establecimientos públicos o privados habilitados por el Ministerio de Salud, en los cuales se realicen 
actividades dirigidas fundamentalmente a la promoción, prevención, recuperación y rehabilitación de 
la salud.  
Artículo 65.- La instalación, ampliación, modificación, traslado y funcionamiento de los 
establecimientos públicos y privados de asistencia a la salud tales como: hospitales, maternidades, 
clínicas, policlínicas, dispensarios, hogares de ancianos, casas bases, establecimientos de óptica, 
medicina natural, bancos de sangre, de tejidos y órganos, instituciones de fisioterapia y psicoterapia, 
centros de diagnóstico, laboratorios, establecimientos farmacéuticos, centros de tratamiento y centros 
médicos de especialidad, centros y puestos de salud, serán habilitados por el Ministerio de Salud, 
quien autorizará asimismo las instituciones y misiones de cooperación internacional en salud que 
operen en el territorio nacional, en cumplimiento de convenios o programas de asistencia.  
Artículo 66.- Corresponde al ministerio de Salud dictar las normas técnicas en lo relacionado con los 
estándares mínimos que deben llenar, según su clasificación, las instituciones en cuanto a 
instalaciones físicas, equipo, personal, organización y funcionamiento, de tal manera que garantice al 
usuario un nivel de atención apropiada incluso en caso de desastres naturales.  
Artículo 67.- Los profesionales o los directores técnicos de establecimientos de salud en los que se 
utilice material natural o artificialmente radiactivo o aparatos diseñados que contengan dichas 
sustancias, deberán regirse por la Ley de Radiaciones Ionizantes.  
Artículo 68.- El profesional de la salud que tenga la responsabilidad de la dirección de los 
establecimientos mencionados en el artículo 64 de esta Ley, será administrativa y civilmente 
responsable en forma solidaria con el propietario de la institución, por el incumplimiento de las 
disposiciones de esta ley. También será de su responsabilidad, dar cuenta al Ministerio de Salud al 
término de su dirección y de su reemplazo temporal por otro profesional.  
 
TITULO VI  
DE LA SALUD Y EL MEDIO AMBIENTE  
CAPÍTULO I  
DEL SANEAMIENTO AMBIENTAL 
 
Artículo 69.- El Saneamiento ambiental comprende la promoción, educación, mejora, control y 
manejo del ruido, calidad de aguas, eliminación y tratamiento de líquidos y sólidos, aire, la vigilancia 
sanitaria sobre factores de riesgo y adecuación a la salud del medio ambiente en todos los ámbitos 
de la vida y el fomento de la investigación científica en la materia.  
El Ministerio de Salud en el ámbito de su competencia tendrá la facultad de determinar los rangos 
máximos contaminantes permisibles y las normas técnicas a que deben sujetarse las personas 
naturales o jurídicas en las materias relacionadas con el medio ambiente; coordinados con otras 
autoridades e instancias correspondientes. En especial el Ministerio de Salud deberá promover 
acciones para el control, disposición apropiada y eliminación de desechos plásticos y productos 
químicos contaminantes.  
Las anteriores disposiciones se aplicarán sin perjuicio de lo establecido en la Ley # 217 " Ley General 
del Medio Ambiente y de los Recursos Naturales" y su Reglamento.  
 
CAPÍTULO II  
DE LA REGULACIÓN SANITARIA EN LA INDUSTRIA 
 
Artículo 70.- Los propietarios y administradores de establecimientos industriales, quedan obligados a 
cumplir con las recomendaciones que las autoridades competentes les ordenen para poner fin o 
reducir la insalubridad, contaminación o molestia que pudieran producir a causa de su operación, 
debiendo suspenderla hasta tanto se cumplan con las recomendaciones de la autoridad competente.  
 
CAPÍTULO III  
DE LA PROHIBICIÓN DE CRIANZA DE ANIMALES EN AREAS URBANAS  
 
Artículo 71.- Se prohíbe dentro de áreas urbanas, la instalación de establos o granjas para crear o 
albergar ganado vacuno, equino, bovino, caprino, porcino, aves de corral, así como otras especies 
que alteren o expongan a riesgo, la salud y vida humana.  
 
CAPÍTULO IV  
DE LA ELIMINACIÓN DE LOS ANIMALES CAPACES DE AFECTAR LA SALUD HUMANA  
 
Artículo 72.- Toda persona queda obligada a evitar o eliminar las condiciones laborales para la 
persistencia de vectores y animales capaces de afectar la salud humana, en los bienes de su 
propiedad o a su cuidado, de acuerdo con las normas dictadas por el Ministerio de Agricultura y 
Ganadería y el Ministerio de Salud.  
Artículo 73.- Las personas naturales o jurídicas que se dediquen a la eliminación de vectores y 
animales capaces de afectar la salud humana, deberán obtener la autorización de las autoridades 
competentes, acreditando que disponen del personal capacitado de los equipos adecuados y que los 
productos o mezclas que utilicen sean aprobados por el Ministerio de Salud, asegurando la protección 
de su personal.  
 
CAPÍTULO V  
DE LOS ÓRGANOS Y TRANSPLANTES 
 
Artículo 74.- Para efecto de los procedimientos de transplantes se estará a las siguientes 
definiciones y reglas especiales, sin perjuicio de a través de Ley especial se regulen los requisitos y 
procedimientos para la donación y transplantes de órganos, así como los derechos y deberes de los 
donantes:  
a) Denomínese transplante el reemplazo con fines terapéuticos de órganos o componentes 
anatómicos de una persona por otros iguales o asimilables provenientes del mismo receptor o de un 
donante vivo o muerto.  
b) Denomínese donante, a la persona que durante su vida o después de la muerte, por su expresa 
voluntad se le extraen componentes anatómicos con el fin de utilizarlos para transplantes en otras 
personas o con objetivos terapéuticos aquellos que después de su muerte si no existe decisión 
personal en contrario, sus deudos autorizan la extracción de componentes anatómicos para los fines 
ya expresados.  
Las instituciones o centros hospitalarios autorizados para efectuar transplantes, llevarán un archivo 
especial sobre los antecedentes clínicos-patológicos del donante o cualquier otro de diverso orden 
relacionado con el caso, salvo cuando no fuera posible conocer tales antecedentes para razón del 
origen de los componentes anatómicos. Así mismo deberá llevar un registro de los transplantes 
realizados.  
 
CAPÍTULO VI  
SOBRE LAS AUTOPSIAS Y VISCERECTOMÍAS  
 
Artículo 75.- Autopsia o Necropsia. Es el procedimiento mediante el cual a través de observación, 
intervención y análisis de un cadáver, externa e internamente y teniendo en cuenta, cuando sea el 
caso, el examen de las evidencias o pruebas físicas relacionadas con el mismo, así como las 
circunstancias conocidas, como anteriores o posteriores a la muerte, se obtiene información para 
fines científicos o jurídicos.  
Artículo 76.- Viscerectomía. Entiéndase por viscerectomía, la recolección de órganos toma de 
muestra de cualquiera de los componentes anatómicos, contenidos en las cavidades del cuerpo 
humano, bien sea para fines médico-legales, clínicos, de salud pública, de investigación o docencias. 
Así mismo la evisceración podrá ser practicada con fines de conservación del cadáver, debidamente 
autorizadas por escrito, tanto por el familiar como por la autoridad sanitaria correspondiente, siempre 
que no represente riesgo de contagio para la salud pública.  
Las medidas sanitarias requeridas para la exhumación, traslado y disposición de cadáveres y órganos 
serán reguladas por el Código Sanitario del Ministerio de Salud y el Reglamento de la presente Ley.  
 
TITULO VII  
DE LAS MEDIDAS Y DE LAS SANCIONES ADMINISTRATIVAS  
CAPÍTULO UNICO  
DE LAS MEDIDAS ADMINISTRATIVAS 
 
Artículo 77.- La suspensión o cancelación de las habilitaciones, registros o licencias, procederá en 
los siguientes casos:  
a) Cuando hubieran sido obtenidas por fraude o dolo, en las declaraciones realizadas a las 
autoridades sanitarias o por haber sido omitidas de manera maliciosa; antecedente que de haber 
conocido por la autoridad competente, hubiera impedido el otorgamiento de la habilitación, registro o 
licencia.  
b) Cuando el titular del registro hubiera alterado o modificado los términos de las funciones, para lo 
cual fue habilitado, registrado o autorizado.  
c) Cualquier producto registrado, cuando fuere considerado nocivo o peligroso para la salud de las 
personas o del medio ambiente, en virtud de nuevos conocimientos médicos, científicos o 
tecnológicos.  
Artículo 78.- Son medidas administrativas de carácter preventivas, las siguientes:  
a) Ordenar la comparecencia ante la autoridad sanitaria, para advertir, informar o instruir a las 
personas vinculadas a esta Ley, sobre hechos, circunstancias o acciones que podrían convertirlo en 
infractor o para revisar controles de salud o prácticas necesarias en las personas o en sus 
dependencias.  
b) Ordenar la asistencia obligatoria del infractor o de las personas involucradas en infracciones, a 
cursos de instrucción o adiestramiento en las materias relacionadas con la infracción.  
c) Amonestar por escrito en caso de la primera infracción.  
Artículo 79.- Son medidas administrativas de seguridad para ser aplicadas de forma inmediata las 
siguientes:  
a) El aislamiento de personas o su separación de lugares de trabajo, estudio o habitación en caso de 
enfermedades transmisibles, así como su vacunación cuando proceda.  
b) La vacunación, encierro y/o sacrificios de animales en casos de zoonosis o en prevención de esta.  
c) La eliminación de insectos, y/o vectores que afecten la salud de las personas.  
d) La suspensión de obras o trabajos que puedan contaminar las aguas superficiales o subterráneas 
o el suelo, así como la suspensión de construcciones o viviendas sin servicios sanitarias básicos o de 
urbanizaciones sin servicios de alcantarillado y agua potable.  
e) El decomiso y/o destrucción de bienes que por su naturaleza, estado o condición constituya riesgo 
de transmisión de enfermedades o produzca contaminación del ambiente con riesgo para la salud de 
las personas.  
f) La retención de bienes bajo sellos de la autoridad sanitaria en el lugar de la infracción, cuando por 
naturaleza o fragilidad de aquellos, no sea aconsejable o posible traslado.  
g) La orden de retiro inmediato de la circulación de cualquier producto u objeto en posesión persona 
natural o jurídica que ponga en peligro la salud de las personas.  
h) Todo establecimiento industrial, educativo, comercial de prestación de servicios, de espectáculos 
públicos o de cualquier naturaleza que ponga en riesgo la salud pública, será clausurado transitoria o 
definitivamente, de acuerdo a lo estipulado en el reglamento de la presente Ley.  
i) Todo establecimiento de salud, público o privado, que funcione al margen de lo estipulado en la 
legislación correspondiente, será sancionado de acuerdo a lo estipulado en el reglamento de la 
presente ley.  
Artículo 80.- En caso de peligro de epidemia o de epidemia declarada, el Ministro de Salud podrá 
declarar como epidémica cualquier parte del territorio nacional y autorizar a sus delegados locales 
para tomar las medidas necesarias que la prevengan, controlen y erradiquen. Estas medidas 
caducaran treinta días después de haberse presentado el último caso epidémico de la enfermedad.  
Artículo 81.- En caso de peligro de zoonosis o de zoonosis declarada, el Ministro de Salud dispondrá 
la colaboración inmediata con el Ministro de Agricultura y Ganadería para evitar la aparición o difusión 
de la zoonosis en las personas.  
Artículo 82.- Se considerará falta leve, el incumplimiento de las disposiciones de esta Ley cuando no 
cause ningún daño a la salud de las personas ni al medio ambiente, este caso será sancionado con 
multa de quinientos a cinco mil córdobas, con mantenimiento de valor en relación al dólar 
norteamericano.  
Artículo 83.- Se considerará falta grave, el incumplimiento de las disposiciones de esta Ley o de las 
recomendaciones formulabas por la autoridad sanitaria, cuando ocasione daños reversibles o 
reparables en la salud de las personas o del medio ambiente, la falta grave será sancionada con 
multa de cinco mil un córdoba hasta treinta mil córdobas, con mantenimiento de valor en relación al 
dólar norteamericano, sin perjuicio de la reparación del daño y la indemnización de perjuicios a los 
afectados.  
Artículo 84.- Se considerará falta muy grave la reincidencia en la comisión de faltas graves o cuando 
la actividad, servicios o productos cause daños irreversibles en la salud o que ocasione la muerte. La 
falta muy grave será sancionada con multa de treinta mil un córdobas hasta cincuenta mil córdobas, 
con mantenimiento de valor en relación al dólar norteamericano, sin perjuicio de la reparación y la 
indemnización de daños a los afectados y de la responsabilidad penal si la acción respectiva 
estuviera tipificada como delito.  
Artículo 85.- Las facultades de los inspectores sanitarios, el procedimiento de inspección y el valor 
de las actas que levanten los inspectores se regulará de conformidad con el reglamento de la 
presente Ley.  
Artículo 86.- Los recursos a que tienen derecho los sancionados administrativamente por las 
autoridades de salud, se regularán de conformidad con lo dispuesto en el capítulo sobre 
procedimientos administrativos a que se refiere la Ley  Nº. 290. "Ley de Organización, Competencia y 
Procedimientos del Poder Ejecutivo" y su reglamento.  
 
TITULO VIII  
DISPOSICIONES FINALES  
 
Artículo 87.- Reglamentación . La presente Ley será reglamentada de conformidad a lo previsto en 
el numeral 10 del Artículo 150 de la Constitución Política de Nicaragua, después de su entrada en 
vigencia.  
Artículo 88.-. Derogación. La presente Ley deroga cualquier otra Ley o Decreto que se le oponga a 
sus disposiciones.  
Artículo 89.- Vigencia. Esta Ley entrará en vigencia ciento ochenta días después de su publicación 
en La Gaceta, Diario Oficial.  
Dada en la ciudad de Managua, en la Sala de Sesiones de la Asamblea Nacional de la República de 
Nicaragua, a los catorce días del mes de marzo del año dos mil dos. ARNOLDO ALEMAN LACAYO, 
Presidente de la Asamblea Nacional. JAMILETH BONILLA, Secretario en Funciones Asamblea 
Nacional.  
Por Tanto: Téngase como Ley de la República. Publíquese y Ejecútese. Managua, siete de mayo del 
año dos mil dos ENRIQUE BOLAÑOS GEYER, Presidente de la República de Nicaragua.  
-
 
Asamblea Nacional de la República de Nicaragua  
Avenida Bolivar, Apto. Postal 4659, Managua - Nicaragua 2007. 
Enviar sus comentarios a: División de Información Legislativa 
Nota: Cualquier Diferencia existente entre el Texto de la Ley impreso y el publicado aquí, solicitamos 
sea comunicado a la División de Información Legislativa de la Asamblea Nacional de Nicaragua.  
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ANEXO 11: Ley 759, Ley de Medicina 
Natural Ancestral  
04-07-11 LA GACKTA - DIARIO OFICIAL 123
ASAMBLEA NACIONAL
LEY No. 759
El Presidente de la República de Nicaragua
A sus habitantes. Sabed:
Que,
LA ASAMBLEA NACIONAL
Ha ordenado la siguiente:
LEY DE MEDICINA TRADICIONAL ANCESTRAL
TÍTULO I
DISPOSICIONES FUNDAMENTALES
CAPÍTULO I
DISPOSICIONES GENERALES
Artículo 1 Objeto de la Ley.
La presente ley tiene por objeto, reconocer el derecho, respetar, proteger
y promover las prácticas y expresiones de la medicina tradicional ancestral
de los pueblos indígenas y afro-descendientes en todas sus especialidades y
el ejercicio individual y colectivo de los mismos, en función de la salud propia
e intercultural y establecer las garantías adecuadas que corresponden al
listado para su efectiva aplicación y desarrollo.
Esta ley es de orden público. Ínteres social y complementaria de la Ley No.
423, Ley General de Salud, publicada en La Gaeeta, Diario Oficial No. 91 del
17 de Mayo del 2002.
Art. 2 Objetivos específicos
Son objetivos específicos de esta Ley:
a) Promover la rcvitalización de los conocimientos y prácticas de los
sistemas de salud tradicional ancestral, de manera fluida y directa entre las
personas indígenas y afro-descendientes que ofrecen algún servicio para
prevenir enfermedades, curar o mantener la salud individual , colectiva o
comunitaria, como parte de la espiritualidad de sus pueblos, sin ningún tipo
de intermediación que desnaturalice el servicio o atención con fines
lucrativos;
b) Garantizar la adaptación y articulación de los conocimientos y prácticas
de los sistemas de salud tradicionales entre sí, y con el sistema nacional de
salud, desde sus modelos de gestión y atención, conforme a las particularidades
de los pueblos y comunidades indígenas y afro descendientes;
c) Proteger los derechos de propiedad intelectual colectiva, derivados de, o
en relación a, los saberes, conocimientos y prácticas de la medicina
tradicional ancestral;
d) Promover la construcción y garantizar el desarrollo de modelos propios
e interculiurales de atención en salud, de los pueblos y comunidades indígenas
y airo descendiente del país;
e) Asegurar la adopción de políticas, planes, programas, proyectos y
servicios de salud eulturalmente perünenies, a los pueblos y comunidades
indígenas y afro descendientes;
O Garanti/ar la protección, promoeión, educación y difusión de las prácticas
y conocimientos de la medicina tradicional ancestral, su ejercicio y la
producción de recursos de biodiversidad;
g) Proteger y promover el uso de medicinas naturales, en base a derivados
de plantas, animales y minerales o cualquier combinación de ellos, en
condiciones de calidad, seguridad, accesibilidad y responsabilidad.
Art. 3 Principios.
La interrelación del sistema de salud tradicional con el sistema nacional de
salud, se sustenta en los siguientes principios:
a) Articulación: Orienta a la actuación íntegra!, armónica y coherente en
el ámbito de las instituciones de salud, en base a la coexistencia de distintos
sistemas de salud en el país, a pa r t i r de reconocerse el Estado como
mult ié tnico y p l u r i c u l t u r a l .
b) Complcmentariedad: Se enfoca en la contr ibución de la Medic ina
Tradicional Ancestral, a las políticas y prácticas de las instituciones públicas
y privadas de la salud.
c) Alterabilidad: Consiste en la opcionalidad del acceso a la atención en
salud y a la transilabilidad entre un sistema de salud y otro, en base al respeto
de sus derechos.
d) Rcgionalización y/o Descentralización en salud: Reconoce y asume
la pluralidad de administraciones públicas en el ámbito de la salud y la garantía
constitucional del derecho y capacidad de autogestión en salud, de los pueblos
y comunidades indígenas y afro descendientes.
e) Salud Propia: Los sistemas tradicionales propios de los pueblos indígenas
de carácter espiritual integrados por los conocimientos y saberes ancestrales,
que garantizan la vida plena y armónica sustentada en la cosmovisión de sus
miembros.
O Salud Intercultural: Los sistemas de salud tradicionales de los pueblos
y comunidades indígenas y afro descendientes, promueven la relación
hori/ontal y un diálogo de saberes en el marco de la armonía y del respeto,
reciprocidad c igua ldad entre los diversos conocimientos y prácticas
existentes. Este principio fomenta el enriquecimiento y desarrollo de los
sistemas y saberes, orientándolos al logro de la plenitud y armonía de la vida
de los pueblos y comunidades indígenas y afro descendientes.
g) Participación ciudadana y colectiva: Es el proceso de ¡nvolucramiento
de actores sociales en forma individual o colectiva, con el objeto y finalidad
de inc id i r y participar en la toma de decisiones, gestión y diseño de las
políticas públicas, orientadas a la medicina tradicional ancestral y a la salud
intercul tural .
h) No mercantilización. No mcrcantílizar bajo n inguna forma o figura el
conocimiento intelectual e intercultural indígena y afro-descendiente sobre
su medicina tradicional ancestral, pudiendo generarse intcrculturalmenle el
intercambio de! conocimiento en esta materia, cu términos humanitarios
y de beneficio social
CAPÍTULO II
DEFINICIONES
Art. 4 Definiciones.
Para efectos de esta Ley, se establecen las definiciones siguientes:
a) Aprovechamiento: El uso y/o explotación racional y sostenible de los
recursos naturales, destinados a su aplicación en la Medicina Tradicional
Ances t r a l .
b) Autoridades Tradicionales y Formales: Son los representantes,
hombres o mujeres, de los pueblos y comunidades ind ígenas y al'ro
descendientes, electos conforme a los procedimientos y tradiciones propias,
según sus costumbres o regulaciones internas, entre éstos, los Consejos de
Ancianos y los gobiernos comunales que son la autoridad tradicional regida
por la costumbre y responden al derecho consuetudinario y la autoridad
formal, como las Juntas Directivas, y consejos territoriales, electos a través
de procesos electorales y que responden al Derecho Positivo.
c) Biodiversidad: El conjunto de todas y cada una de las especies de seres
vivos y sus variedades sean terrestres, acuáticos, vivan en el aire o en el suelo,
sean plantas o animales o de cualquier Índole. Incluye la diversidad de una
misma especie, entre especies y entre ecosistemas, así como la diversidad
genética.
d) Biopiratcría: Apropiación de los recursos genéticos y conocimientos
tradicionales realizados sin el consentimiento previo y autorizado de las
comunidades y pueblos indígenas y afro descendientes, que pretende,
mediante el sistema internacional de patente, la propiedad intelectual, el uso,
explotación y el usufructo monopólico y con fines de lucro de estos recursos
y conocimientos, sin que exista distribución justa y equi ta t iva de los
beneficios derivados de su utilización.
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e) Bioprospección: Es la exploración de áreas naturales silvestres con el
fin de búsqueda de especies, genes o sustancias químicas derivadas de los
recursos biológicos, para la ob tenc ión de productos medic ina les ,
biotccnológicos u otros medicamentos.
O Biotecnología: Es toda aplicación tecnológica que u t i l i / a sistemas
biológicos y organismos vivos o sus derivados, para la creación o modilicación
de productos o procesos para usos específicos.
g) Conocimientos tradicionales: Todo el conjunto de prácticas y saberes
colectivos de los pueblos indígenas y afro-descendientes, referidos a la
biodiversidad, a la salud-cnfermedad y al manejo de los recursos orientados
al bienestar comunitario, los cuales han sido transmitidos de generación en
generación, asi como sus manifestaciones art ís t icas y cu l tu ra les , que
conjuntamente con aquellos conforman su patrimonio cultural, y constituyen
un derecho de propiedad intelectual colectiva del cual son titulares.
h) Consentimiento previo, libre e informado: Es la opinión, voto o
aceptación manifestada por las comunidades indígenas o afro descendientes,
en asamblea o por medio de sus representantes autorizados para ello, sobre
asuntos de interés de la colectividad, sometidos a su conocimiento, para cuya
validez y legitimidad deben reunirse los requisitos y condiciones establecidos
por ins t rumentos inleramerieanos de derechos humanos ratificados por
Nicaragua.
i) Coordinadora territorial indígena: Como forma de organi/ación, es
una instancia faci l i tadora de procesos de consultas, seguimientos y evaluación
de programas, planes y proyectos del buen vivir de los pueblos indígenas,
donde convergen las autoridades formales, tradicionales y consejos de salud
comuni ta r ias indígenas del terri torio correspondiente, de acuerdo a la
posición y distribución geográfica de los pueblos indígenas del pacífico,
centro y norte que están organizados en coordinadoras territoriales.
j) Cosmovisión: Es la forma de valorar la vida y sus orígenes, así como la
interrelación con la naturale/a, plantea que este sistema de valores, normas,
conocimientos y prácticas está determinada por el medio natural en que
habitan sus pobladores. Desde la cosmovisión indígena muchas enfermedades
son causadas por espíritus malignos o de ambulantes o bien por personajes
míticos poderosos. Todo lo que está sobre la tierra o en el agua, en el aire,
tiene espíritu o dueño. Estos espíritus o dueños pueden causar daños tísicos,
psicológicos o influencia espiritual en las personas.
k) Curanderos o curanderas, terapeutas tradicionales, agentes de
salud tradicionales o especialistas del entendimiento o conocimiento
ancestral: Son las personas indígenas y afro-descendientes que ofrecen
a lgún servicio para prevenir enfermedades, curar o mantener la salud
indiv idual , colectiva y comunitaria, enmarcando su práctica y conocimiento
en la cosmovisión del sistema de salud tradicional. El reglamento de esta ley,
recogerá las denominaciones, nombres o designaciones que estos reciban en
sus pueblos y comunidades, en su lengua y según la especialidad.
I) Enfermedades de origen sociocultural o de filiación cultural: Son
alteraciones en la salud que solo se comprenden desde el contexto cultural
que las define y que en muchos casos son desconocidos para los profesionales
de la salud. Su definición se deriva de complejas estructuras derivadas de
creencias y prácticas cul turales , su interrelación con la naturaleza, la
espiritualidad, lo sobrenatural y lo ancestral.
m) Espiritualidad: Es una fuerza o poder latente que existe en el universo,
independientemente de los seres humanos, quienes a su vez están bajo la
in f luenc ia de su presencia ubicua. Esta fuerza carece de propiedades inherentes
positivas o negativas, o buenas o malas.
n) Medicina alopática: Es la ciencia que busca prevenir, tratar, curar y
rehabilitar las enfermedades mediante el uso de fármacos.
ñ) Medicina tradicional ancestral: Es la suma de todos los conocimientos,
aptitudes y prácticas propias basados en las teorías, las creencias y las
experiencias autóctonas de las distintas culturas, tengan o no explicación,
que uti l izan para mantener la salud y para prevenir, diagnosticar o tratar las
enfermedades físicas y mentales. Esta noción, incorpora el conjunto de
conocimientos, cantos y rituales que poseen los pueblos y las comunidades
indígenas y afro descendientes de manera colect iva , adqui r idos por
generaciones sobre la propiedad y uso de la biodiversidad, en atención a las
enfermedades de los seres humanos, esp i r i tua les o s intomáticos. Este
conjunto de conocimientos propios explican la etiología, la nosología y los
procedimientos de p r e v e n c i ó n , d i a g n ó s t i c o , p ronós t i co , curación y
rehabilitación de las enfermedades.
o) Medicinas Naturales: Sustancias o mezclas de éstas, cuyo origen sea
evidentemente natural , con efectos terapéuticos preventivos, curativos o
de rehabilitación, que se presenta en forma farmacéutica, tisana, decocción
u otro preparado básico.
p) Plantas Medicinales: Toda especie vegetal que haya manifestado en
su uso tradicional, propiedades favorables a la restauración de la salud,
teniendo en cuenta la dosis y su grado de toxicidad.
q) Procesos de generación de conocimientos: Es la reproducción,
documentación o generación de conocimiento en materia de medicina
tradicional ancestral. Se realiza no solo a través de lo que en el ámbito
científico se entiende como investigación científica, sino también a través
de la reconstrucción, recuperación y sistematización de practicas, saberes
y conocimientos en medicina tradicional ancestral.
r) Producto Herbario: Es el formado por partes aéreas o subterráneas de
plantas u otro material vegetal o combinaciones de este, en estado bruto o
natural.
s) Pueblos Afro descendientes: Es el conjunto de comunidades de origen
o ascendencia africana, que mantienen una continuidad histórica de sus
identidades y están determinadas a preservar, desarrollar y transmitir a las
generaciones fu turas , sus territorios tradicionales, sus propios valores
culturales, organizaciones sociales y sistemas legales.
t) Pueblos Indígenas: Es el conjunto de colect ividades humanas que
mantienen una cont inuidad histórica con las sociedades anteriores a la
colonia y que comparten y están determinadas a preservar, desarrollar y
t r a n s m i t i r a las generaciones futuras, sus ter r i tor ios t radicionales , sus
propios valores culturales, organizaciones sociales y sistemas legales. Para
el caso de los pueblos indígenas del Caribe nicaragüense, se aplicará la
definición de "Pueblo Indígena" contenida en el artículo 3 de la Eey No. 445,
Eey de régimen de propiedad comunal de los pueblos indígenas y comunidades
étnicas de la Costa Atlántica de Nicaragua y de los ríos Bocay, C'oco, Indio
y Maíz, publicada en La (¡aceta. Diario Oficial No. 16 del 2.1 de enero del
año 2003.
Art. 5 Reconocimiento de pueblos indígenas.
Se reconoce la ex is tenc ia de los s iguientes pueblos indígenas y afro-
descendientes:
a) Miskitu: Con presencia predominante en las Regiones Autónomas de la
Costa Atlánt ica y el departamento de Jinoiega.
b) Sumu-Mayangnas: Con presencia predominante en las Regiones
Autónomas de la Costa Atlántica y el departamento de Jinotcga.
c) Ramas: Con presencia predominante en la Región Autónoma Atlántico
Sur y el departamento de Río San Juan.
d) Garífunas: Con presencia predominante en la Región Autónoma
Atlántico Sur.
e) Creóles: Con presencia predominante en las Regiones Autónomas del
Atlántico de Nicaragua.
f) Chorotegas: Con presencia predominante en la zona del Pacifico, Centro
y Norte del país.
g) Cacaoperas: Con presencia predominante en los departamentos de
Matagalpa y Jinotega.
h) Nahoas: Con presencia predominante en el departamento de Rivas.
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i) Xiu: Con presencia predominante en los departamentos de I.eón y
Chinandcga.
Art. 6 Medicina Tradicional Ancestral y el Sector y Sistema de
Salud.
La medicina tradicional ancestral y quienes la ejercen o practican, promueven,
d ivu lgan o i n v e s t i g a n , i n t e r a c l ú a n de forma in teg ra l , a rmón ica y
complementaria con el Sector y Sistema de Salud.
Para efectos de la presente Ley se entiende por Sector Salud, el conjunto de
instituciones, organizaciones, personas, establecimientos públicos o privados,
actores, programas y actividades, cuyo objetivo principal, frente al individuo,
la familia y la comunidad, es la atención de la salud en sus diferentes acciones
de prevención, promoción recuperación y rehabilitación. Se entiende por
Sistema de Salud, a la totalidad de elementos o componentes del sistema social
que se relacionan, directa o indirectamente, con la salud de la población.
TÍTULO II
DE LA ARTICULACIÓN DE LOS SISTEMAS DE SALUD
CAPÍTULO I
ÁMBITO Y AUTORIDAD DE APLICACIÓN
Art. 7 Ámbito de aplicación.
Las disposiciones de la presente Ley son de aplicación obligatoria al sector
y sistema de salud, y miembros de los pueblos y comunidades indígenas y afro
descendientes, en toda actividad que se relacione con el desarrollo y práctica
de la medicina tradicional ancestral.
Art. 8 Autoridades de aplicación.
Son autoridades de Salud para la aplicación de la presente Ley en el ámbito
tle sus respectivas competencias:
a) Rl Ministerio de Salud, sus delegaciones o representaciones;
b) Rl Consejo Nacional de Salud Intercultural;
c) Los Presidentes de las Comisiones de Salud de los Consejos Regionales
Autónomos;
d) Las Secretarías de Salud de los Gobiernos Regionales Autónomos;
e) Las Comisiones Municipales de Salud;
f) Las Comisiones de Salud Comunitarias;
g) Los Consejos Regionales de Salud en las Regiones Autónomas; y
h) Los Consejos de Salud Intercultural de cada pueblo indígena, sus expresiones
territoriales y comunitarias en la y.ona del Pacífico, Centro y Norte.
CAPÍTULO II
DE LAS RESPONSABILIDADES DEL ESTADO
Art. 9 Responsabilidades del Estado.
Rs responsabilidad del Estado actuar en orden a la protección, preservación,
fomento, educación, i nves t igac ión y d i fu s ión de los conocimientos
tradicionales, la medicina tradicional ancestral y la prolección de derechos
de propiedad intelectual colectiva; incluyendo las prácticas, procesos y
recursos bioétnieos, y su integración a las estructuras, instituciones, planes,
programas, proyectos y servicios públicos del Sistema Nacional de Salud.
Los Ministerios de Rducación, del Ambiente y de los Recursos Naturales,
Fomento, Industria y Comercio y Agropecuario y Forestal, así como los
municipios con presencia sensible de pueblos indígenas y/o afro descendientes,
adoptarán las provisiones, previa consulta con estos, para que sus políticas,
planes, programas, proyectos y servicios, sean apropiadas para coadyuvar
al cumplimiento de esta responsabilidad estatal en el ámbito de sus respectivas
competencias.
Art. 10 Políticas de salud intercultural .
Las Políticas Públicas de Salud, tomarán en cuenta los elementos de la
cosmovisión y las prácticas de la medicina tradicional ancestral de los
pueblos y comunidades indígenas y afro-descendientes, propiciando la
interacción de cada una de ellas dentro del Modelo y Sistema de Salud del país.
Art. 11 Integralidad y validación etno-soclal.
Rl Rstado fomentará y promoverá una visión integral y armónica de la
medicina tradicional ancestral, respecto a la medicina alopática del Sistema
de Salud utilizada en otras personas. Sin embargo, el proceso de interacción
y desarrollo de las técnicas, métodos y procedimientos que se utilizan en la
medicina tradicional ancestral, se realizará a partir del reconocimiento o
val idación etno-social de las autoridades du salud competentes de los
respectivos pueblos y comunidades indígenas o afro- descendientes.
Art. 12 Modelos de seguridad social especiales.
L;l Listado en consulta con los pueblos y comunidades indígenas y afro
descendientes, creará modelos especiales de seguridad social en el ámbito de
la medicina tradicional ancestral.
Art. 13 Unidades de salud con atención intercultural .
En los Centros o Puestos de Salud de cada Municipio, se creará una instancia
organizativa para la implcmcntación de los Modelos de Salud Interculturales
y la articulación de la medicina tradicional ancestral, con el objetivo de
promover, prevenir , diagnosticar, cu ra r o lograr la recuperac ión y
rehabilitación de personas enfermas que hayan decidido ser atendidas por
medio de la medicina tradicional ancestral.
Art. 14 Incorporación de productos de la medicina tradic ional
ancestral.
ti Ministerio de Salud, en la red de unidades de servicios de salud pública,
deberá incorporar en su atención, con la debida autori/ación de los curanderos
o curanderas, terapeutas tradicionales, agentes de salud tradicionales o
especialistas del entendimiento o conocimiento ancestral, el uso de medicina
tradicional ancestral. Las políticas y planes estratégicos del Ministerio de
Salud se orientarán al cumplimiento de esta disposición.
Se establecerá un Plan para la articulación gradual de los métodos terapéuticos
tradicionales existentes y más usados en el país, al Sistema de Salud alopático,
de conformidad al listado taxativo que se establecerá previo proceso de
identificación y validación. El listado resultante se someterá a consulta y
consentimiento de los pueblos indígenas y afro-descendientes.
Art. 15 Diseño e implementación de programas de capacitación.
til Ministerio de Salud en la red de unidades de servicios de salud pública, con
el apoyo de curanderos o curanderas, terapeutas tradicionales, agentes de
salud tradicionales o especialistas del entendimiento o conocimiento ancestral,
podrá diseñar e implementar programas de capacitación e interrelación a
promotores, médico o médicas, enfermeras y auxiliares, así como a los
técnicos que participaran en la utilización correcta de las terapias.
CAPÍTULO III
DE LA MEDICINA TRADICIONAL EN LAS REGIONES
AUTÓNOMAS DE LA COSTA ATLÁNTICA
Art. 16 Competencias de los Consejos y Gobiernos Regionales.
L;n el ámbito de las Regiones Autónomas de la Costa Atlántica, los órganos
de administración regional, son los competentes para la aplicación de la
presente Ley y el ejercicio en el ámbito regional de las funciones señaladas
en el articulo 16 de la misma Ley No. 28, Estatuto de Autonomía de las
Regiones de la Costa Atlántica de Nicaragua, publicado en La Gaceta, Diario
Oficial No. 238 del 30 de octubre de 1987, en forma compatible a lo que
dispongan sus Modelos de Salud Intercultural y normas derivadas de los usos,
costumbres y tradiciones. L;l Ministerio de Salud desempeñará las funciones
de vigilancia, control y supervisión, que le confiere ésta ley en coordinación
con los Consejos Regionales.
Art. 17 Competencias de las Secretarías regionales de salud.
Corresponde a las Secretarías regionales de salud, propiciar, regular, orientar,
dirigir y conducir la articulación eficaz, coordinada y armónica de la medicina
tradicional ancestral y de los curanderos o curanderas, terapeutas tradicionales,
agentes de salud tradicionales o especialistas del entendimiento o conocimiento
ancestral a las estructuras administrativas, planes, programas, proyectos,
acciones, y servicios públicos regionales de salud, para avan/.ar desde un
Sistema de Salud regional tolerante hacia un Sistema de Salud articulado.
Art. 18 Atribuciones de las autoridades regionales de salud.
Son atribuciones de las autoridades regionales de salud, las siguientes:
a) Formular y aprobar las políticas y planes regionales de desarrollo de la
medicina tradicional ancestral;
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b) Formular, aprobar y desarrollar políticas regionales de protección a los
derechos de propiedad intelectual, sobre el conocimiento y prácticas de los
agentes de salud tradicional, y por la distribución equitativa de los beneficios
del conocimiento y los productos de la medicina tradicional ancestral;
c) Crear, regular e institucionalizar mecanismos de cooperación, colaboración
y comunicación, entre los curanderos o curanderas, terapeutas tradicionales,
agentes de salud tradicionales o especialistas del entendimiento o conocimiento
ancestral y los profesionales de la salud;
d) Regular mediante resoluciones y ordenan/as, la apertura y funcionamiento
de servicios y programas de medicina tradicional ancestral, de conformidad
a las previsiones de los Modelos Regionales de Salud Intercultural;
c) Impulsar en coordinación con los Centros de Educación Superior y Centros
de Rstudios e Investigación de medicina tradicional ancestral, los Sistemas
Regionales de Inventario, Catálogo, Clasificación y Validación Etno-Social
de las prácticas de medicina t radicional ancestral, plantas medicinales,
productos, procesos y terapias tradicionales brindados por los curanderos o
curanderas, terapeutas tradicionales, agentes de salud tradicionales o
especialistas del entendimiento o conocimiento ancestral;
f) En coordinación con los Centros de Educación Superior y Centros de
Estudio e Investigación de medicina tradicional ancestral, desarrollar las
metodologías, guías, pautas, criterios, normas de limitación y de prohibición,
prioridades de investigación en medicina tradicional ancestral;
g) En coordinación con los Centros de Educación Técnica y Superior y
Ceñiros de Estudio e Investigación de medicina t radic ional ancestral,
impulsar la incorporación al perfil de los profesionales de la salud alopática,
de componentes de medicina tradicional ancestral;
h) Desarrollar en coordinación con las autoridades comunitarias y Centros
cíe Estudio c Investigación de medicina tradicional ancestral, los criterios,
normas y Sistemas de Registro de los curanderos o curanderas, terapeutas
tradicionales, agentes de salud tradicionales o especialistas del entendimiento
o conocimiento ancestral;
i) Regular, supervisar y evaluar todos los aspectos, etapas e implementación
de los procesos de investigación en medicina tradicional ancestral, que se
desarrollen en el ámbito de sus respectivas regiones;
j) Fomentar el desarrollo organi/alivo, capacitación y profcsionali/ación
de los curanderos o curanderas, terapeutas tradicionales, agentes de salud
tradicionales o especialistas del entendimiento o conocimiento ancestral.
k) Elaborar, con la colaboración de Universidades y Centros de Estudio e
Investigación de medicina tradicional ancestral, el registro regional de:
i. Plantas medicinales, animales y minerales con propiedades terapéuticas;
ii. Proveedores de medicinas de la tradición ancestral; e
i i i . Investigadores de medicina tradicional ancestral.
1) Aplicar las normas y pautas establecidas para garantizar la autenticidad,
seguridad, eficacia y control de la calidad de las terapias y productos de
medicina tradicional ancestral;
m) Apoyar la promoción del uso sostcniblt de los recursos de plantas
medicinales;
n) Regular, promover y coordinar con las instituciones que reali/an actividades
relacionadas a la medicina tradicional ancestral, sean de intervención,
formación, investigación o producción de medicinas y productos herbarios,
la organización y funcionamiento de los sistemas de divulgación e información
al público de conocimientos básicos y uso adecuado, racional y sostenible de
la medicina tradicional ancestral;
ñ) Defini r el modelo de atención que regirá la organización de los
establecimientos de salud regional, incluyendo su organización interna y sus
interrelaciones;
o) En coordinación con el Ministerio de Salud, definir los mecanismos para
los procesos de evaluación y control del ejercicio de la medicina tradicional
ancestral;
p) Regular la apertura, operación y clausura de establecimientos de atención
y centros de distribución no procesada de medicinas de la tradición ancestral;
q) Expedir los instrumentos administrativos y normas para la interacción
de la medicina tradicional ancestral al Sistema de Salud;
r) Expedir la reglamentación para la habi l i tación y certificación de los
curanderos o curanderas, terapeutas tradicionales, agentes de salud tradicionales
o especialistas del entendimiento o conocimiento ancestral y proveedores
de productos medicinales de la tradición ancestral;
s) Facilitar las actividades relacionadas a la medicina tradicional ancestral;
t) Las Secretarías Regionales de Salud podrán crear y gestionar programas
y servicios institucionales y comunitarios de medicina tradicional ancestral
hacia la población.
Art. 19 Financiación de los sistemas de salud tradicionales.
Los recursos para la financiación de las acciones de desarrollo y articulación
de los sistemas de salud tradicionales, así como para la protección, fomento,
promoción, educación, divulgación, capacitación e investigación en medicina
tradicional ancestral, en el ámbito de las regiones autónomas, deberán
asignarse directamente a los presupuestos de dichas regiones, para su
ejecución por las autoridades sanitarias regionales.
CAPÍTULO IV
DE LAS ATRIBUCIONES DE LOS PUEBLOS Y COMUNIDADES
INDÍGENAS Y AFROS-DESCENDIENTES
Art. 20 Atribuciones.
Corresponde a los pueblos indígenas y afro-descendientes, a través de sus
autoridades, formales o tradicionales, según sea el caso:
a) Participar en la ejecución de los planes, programas y proyectos que,
habiendo sido previamente consultados y coordinados con ellas, llevan
adelante las autoridades de salud, relativas al fomento y desarrollo de la
medicina tradicional ancestral, y velar por la adecuación cultural de los
servicios y prestaciones de salud;
b) Promover el desarrollo de planes y programas de capacitación y
formación de recursos humanos;
c) Participar en actividades de facilitación y apoyo a médicos y médicas en
sus territorios;
d) V i g i l a r el uso responsable de los recursos comprometidos, para el
fortalecimiento y desarrollo de los sistemas de medicina tradicional ancestral
en sus comunidades y territorios;
e) Impulsar los procedimientos tradicionales de validación etno-social, en
el marco de la cosmovisión de sus pueblos, dirigidos a su certificación, e
informando a la autoridad competente;
O Registrar la invalidación de curanderos, terapeutas tradicionales, agentes
de salud tradicionales o especialistas del entendimiento o conocimiento
ancestral, efectuada por la comunidad, de acuerdo a sus costumbres y
tradiciones, informando a la autoridad competente; e
g) Incorporar las acciones de salud intcrcultural en sus planes de desarrollo.
CAPÍTULO V
DEL DERECHO A LA SALUD INTERCULTURAL
Art. 21 Componentes del Modelo de salud Intercultural.
La medicina tradicional ancestral y los curanderos o curanderas, terapeutas
tradicionales, agentes de salud tradicionales o especialistas del entendimiento
o conocimiento ancestral, sus servicios, productos y terapias tradicionales,
son componentes de los Modelos de Salud Intercultural.
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Art. 22 Derechos de los terapeutas tradicionales.
Los curanderos o curanderas, terapeutas tradicionales, agentes de salud
tradicionales o especialistas del entendimiento o conocimiento ancestral,
tienen derecho a:
a) Armar y administrar sus preparados y diferentes rituales de acuerdo a sus
costumbres, espiritualidad y eosrnovisión;
b) Ejercer su oficio o profesión en cualquier lugar del territorio nacional;
c) Organizar y participar en eventos cientiiícos, foros y talleres en materia
de su especialidad;
d) Organizarse en gremios;
e) Organizar y administrar centros de prestación de servicios de medicina
tradicional ancestral; y
f) Recibir una contribución justa ajustada en la aplicación de sus servicios y
resultados.
Art. 23 Derechos a la salud propia.
Los Pueblos y Comunidades Indígenas y Afro-descendientes, tienen derecho
a) Hacer uso de sus propias medicinas y preservar, promover, defender y
realizar sus prácticas de salud tradicionales;
b) Proteger, promocionar y usar racionalmente las plantas, animales y
minerales de interés vital, desde el punto de vista medicinal;
c) Manifestar su acuerdo o desacuerdo al ser consultados en forma previa.
Ubre c informada, en todos los asuntos objeto de esta ley o que afecten sus
derechos sobre los recursos naturales, bienestar y condiciones ambientales;
d) Disfrutar, usufructuar y transmitir los derechos y conocimientos de la
medicina tradicional ancestral a sus descendientes, de acuerdo a sus costumbres
y tradiciones;
e) Dirigir, promover y divulgar su medicina tradicional ancestral;
f) Adoptar, gestionar y administrar sus propios modelos de salud;
g) Producir, intercambiar y comerciali/ar productos de medicina tradicional;
h) Proteger sus conocimientos t r ad ic iona les y derechos de propiedad
intelectual colectiva; y
Í ) Manejar las acciones y programas que impulse el Estado en sus respectivos
terr i tor ios .
Art. 24 Derechos a la Salud intercultural.
Los pueblos y comunidades indígenas y afro descendientes y curanderos o
curanderas, terapeutas t rad ic iona les , agentes de salud t rad ic iona les o
especialistas del entendimiento o conocimiento ancestral tienen derecho a:
a) Acudir al sistema de salud de su elección, transitar en forma institucionalizada
haciendo uso de la referencia y contra referencia de un sistema de salud a otro,
acompañado por el primer curandero o curandera, terapeuta tradicional,
agente de salud tradicional o especialista del entendimiento o conocimiento
ancestral, médico o médica tratante, a fin de un tratamiento armónico,
continuidad en su caso, y seguimiento en su atención durante el proceso de
curación o rehabilitación;
b) Que sus enfermedades y dolencias etno-culturalcs sean registradas e
incorporadas en el sistema de información y estadísticas de las instituciones
públicas de salud, en especial el Ministerio de Salud, como información a ser
consideradas en el diseño c implcmcntación de los programas y servicios de
salud que oferten las mismas;
c) Ser atendidos en su propio idioma por personal sanitario preferentemente
de su misma pertenencia étnica, o con sensibilidad y calificación culturalmente
pertinente;
d) Ser orientados, al ser atendidos en instituciones públicas o privadas de
salud, sobre la existencia y viabilidad de tratamientos en medicina tradicional
ancestral;
e) Ser informados de las posibles secuelas, consecuencias y efectos adversos
que causen las medicinas hierbales, o terapias tradicionales que se le suministren;
y
O Fin general, a los mismos derechos que para los usuarios y usuarias del
Sistema de Salud, establece la Ley No. 423, Ley General de Salud.
CAPÍTULO VI
DEL CONSEJO NACIONAL DE SALUD INTERCULTURAL
Art. 25 Creación e integración del Consejo Nacional de Salud
Intercu l tura l .
Se crea el Consejo Nacional de Salud Intercultural , como una instancia
nacional de consulta y coordinación entre el sector salud, para la formulación
y aprobación de propuestas de políticas y de legislación, y estará integrada
por;
a) La persona a cargo el Director/a de la Dirección General de Servicios de
Salud del Ministerio de Salud, que lo preside;
b) Un o una representante de cada Consejo Regional Autónomo;
c) La persona a cargo de la Secretaría de Salud de cada gobierno regional
autónomo;
d) Un o una representante por cada coordinadora territorial indígena de las
zonas del Pacífico, Centro y Norte del país;
c) Un o una representante, de las autoridades de los Pueblos indígenas y afro-
descendientes legalmcntc constituidas, por cada Región Autónoma;
f) Un o una representante de los gremios, asociaciones sin tlnes de lucro c
inst i tuciones de estudios e invest igación, que desarrollan la medicina
tradicional ancestral, electo entre ellos mismos.
g) Un o una representante de cada Facultad de Ciencias Médicas Alopáticas,
de Medicina Tradicional, de Medicina Natural y Medicina Intercultural.
El funcionario o la funcionaría de la Dirección General de Servicios de Salud
del Ministerio de Salud, que por especialidad atienda el tema de la medicina
tradicional ancestral, estará a cargo de la Secretaria Ejecutiva del Consejo
Nacional de Salud Intercultural.
El Consejo Nacional de Salud Intercullural, aprobará su Reglamento Interno
para regular su funcionamiento y demás atribuciones que le otorgue la
presente Ley.
Art. 26 Atribuciones.
El Consejo Nacional de Salud Intercullural impulsará la formulación y
ejecución de políticas, planes, programas y proyectos, para el ordenamiento,
aprovechamiento y conservación de plantas medicinales, en coordinación
con las instancias competentes, para lo cual deberá:
a) Realizar evaluaciones periódicas, que determinen la biodiversidad existente
y registren las variedades de plantas con atributos medicinales;
b) Promover c incent ivar programas de forestación y reforestación,
principalmente en plantas medicinales;
c) Promover en tierras y territorios de los pueblos y comunidades indígenas
y afro descendientes, la creación de unidades productivas de plantas
medicinales, así como jardines botánicos, viveros y semilleros, con la
participación activa de sus comunidades;
d) Establecer un régimen de protección preventiva, impulsando un programa
de repoblación, de aquellas plantas medicinales que se encuentren en vias de
extinción, para asegurar su conservación y uso sostcnible;
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c) Proponer facilitaciones a las prácticas y técnicas de cultivo, recolección,
almacenamiento, procesamiento, distribución y usos de las plantas y otros
productos usados en la práctica de la medicina tradicional ancestral; y
t) Proponer mecanismos de articulación y coordinación con el Sector Salud
que garanticen el desarrollo de la medicina tradicional ancestral.
Art. 27 Del rol de los SILAIS.
El Ministerio de Salud es el rector de la salud. Los Sistemas Locales de
Atención Integral en Salud (SILAIS) deben de convertirse en facilitadores
de las condiciones básicas para el desarrollo de la salud intcrcultural y el
ejercicio de la medicina tradicional ancestral. En las Regiones Autónomas
esta facilitación corresponde a las Secretarías de Salud de los Gobiernos
Regionales.
Art. 28 Del rol de los Consejos Regionales de Salud.
Los Consejos Regionales de Salud, actuarán como expresiones y delegaciones
territoriales del Consejo Nacional de Salud Intercultural, y fungirán como
órganos de consulta, asesoría, apoyo y control social de la gestión de salud
intercultural a nivel regional, igualmente los consejos municipales de salud
en aquellos municipios con presencia sensible de pueblos indígenas o afro-
descendientes.
TÍTULO III
DE LA INVESTIGACIÓN EN MEDICINA
TRADICIONAL ANCESTRAL
CAPÍTULO I
DE LA MEDICINA TRADICIONAL ANCESTRAL
Art. 29 Reconocimiento del Conocimiento Tradicional.
La presente Ley reconoce la contribución de los conocimientos y las
prácticas tradicionales de los pueblos y comunidades Indígenas y afro-
descendientes, que de manera colectiva o individual e históricamente han
venido aplicando a la atención primaria de salud en lodo el país.
Art. 30 De los valores culturales propios en la atención en salud.
Los servicios de salud en los pueblos indígenas y afro descendientes donde
se ejerce la medicina tradicional ancestral, deberán ejecutarse de conformidad
a los valores culturales de cada pueblo, que permita lograr una respetuosa
relación entre esta práctica y los servicios de atención medica del sector salud
a lopá t ico .
Art. 31 Art iculación de la medicina tradic ional ancestral y la
medic ina alopática.
Las autoridades de salud establecidas por esta ley, en coordinación con las
organi/aciones o instituciones especiali/adas en el lema, establecerán .sobre
la base de las costumbres y tradiciones, los mecanismos de articulación de
la medicina t r ad ic iona l ancestral con la medicina alopática. También
promoverán la elaboración de protocolos de atención para el abordaje de
enfermedades de filiación cultural de los pueblos y comunidades indígenas y
afro descendientes, a fin de evitar malas prácticas.
Arl. 32 De los valores en la investigación de la medicina tradicional
ancestral .
El Ministerio de Salud a través de la Dirección General de Servicios de Salud
y las Secretar ías de Salud Regionales , los Consejos Regionales ,
Departamentales, Municipales y las Comisiones Comunitarias de Salud,
facilitarán la práctica, promoción e investigación colectiva de la medicina
tradicional ancestral, tomando en cuenta los conocimientos tradicionales,
las costumbres y eosmovisión de esta práctica, de modo que no altere las
culturas existentes.
Art. 33 Normas y procedimientos de investigación en medicina
tradic ional ancestral.
El Ministerio de Salud a través de la Dirección General de Servicios de Salud
y las Secretarías de Salud Regionales , los Consejos Regionales ,
Departamentales, Municipales y Comisiones Comunitarias de Salud, elaborarán
coordinadamente y en consulta con las comunidades , las normas y
procedimientos que permitan la validación etno-social de los conocimientos
tradicionales, y a su ve/, la normación de las investigaciones de bío-
prospección o cualquier otra investigación, asegurando los derechos de éstas
y garant izando una e q u i t a t i v a d i s t r i b u c i ó n de los beneficios y una
retroalimentación de los conocimientos que se obtengan.
Art. 34 De las patentes sobre los Derechos de Propiedad Intelectual
Colectiva.
Los resultados de los procesos de generación de conocimiento, incluyendo
estudios, sistemati/aeiones e investigaciones, realizados en territorio de los
pueblos indígenas o afro descendientes, no podrán patentarse sin que el
interesado acred i te ante la au to r idad competente , con ta r con el
consentimiento expreso y por escrito de la comunidad o pueblo, en cuyo
territorio se realizó dicho estudio, sistematización o investigación.
El acuerdo en que conste este consentimiento escrito, deberá estar previamente
autorizado por notario público. En el caso de las regiones autónomas, estos
acuerdos serán inscritos ante el Consejo Regional Autónomo respectivo. En
el caso de los pueblos indígenas del paeilíeo, centro y norte, la inscripción
de los acuerdos se hará ante el Ministerio de Salud. Una copia del mismo
quedará a la comunidad y otra será depositada ante el Ministerio de Salud.
CAPÍTULO II
DE LA INVESTIGACIÓN DE BIOPROSPECCIÓN
DE LA BIODIVERSIDAD
Art. 35 Financiación y características de la investigación en medicina
tradicional ancestral .
El Estado otorgará l ' inaneiamienlo y asistencia técnica para el impulso,
fomento c incentivo planificado y ordenado a la investigación en materia
de medicina tradicional ancestral. La investigación deberá tener los siguientes
caracteres: interdisciplinario, trans-científico, con sensibilidad étnica, y
ve la rá por la protección y tu te la de los derechos históricos de los
conocimientos tradicionales en que ésta se fundamenta.
Art. 36 Divulgación de usos de plantas medicinales.
Corresponde al Estado incentivar la divulgación de los usos farmacológicos,
toxicológicos, clínicos y formas de consumo de las plantas medicinales, con
el apoyo, involucramiento y participación de los pueblos indígenas y afro-
descendientes, a través de sus autoridades, las instituciones académicas de
investigación y otros organismos vinculados al tema.
Art. 37 Normas jurídicas de protección a pueblos indígenas y afro-
descendientes .
En el aprovechamiento de los recursos de la biodiversidad existentes en el
territorio nacional , se deberán reconocer los derechos de los pueblos
Indígenas y afro-descendientes establecidos en la Constitución Política de
la República de Nicaragua, la Ley No. 28, Estatuto de Autonomía de las
Regiones Autónomas de la Costa Atlántica de Nicaragua y su Reglamento,
Ley No. 217, Ley General del Medio Ambiente y de los Recursos Naturales
publicada en La Gaceta, Diario Oficial No. 105 del 6 de junio de 1996, Ley
No. 445, Ley del Régimen de Propiedad Comunal de los Pueblos Indígenas
y Comunidades Étnicas de las Regiones Autónomas de la Costa Atlántica de
Nicaragua y de los Ríos Bocay, Coco, Indio y Maíz, Declaración de las
Naciones Unidas sobre los derechos de los Pueblos Indígenas, asumida por
la Asamblea Nacional por Declaración A. N. No. 001-2008 del 1 1 de mar/o
de 2008 y demás leyes vigentes sobre la materia.
Art. 38 Consentimiento previo, l ibre e informado.
Todo proyecto o programa que involucre el acceso a los recursos naturales,
la biodiversidad y al conocimiento tradicional de los pueblos indígenas y afro
descendientes y población involucrada, colectiva, ind iv idua l o famil iar ,
deberán ser consultados de manera amplia en sus respectivas asambleas u
organizaciones y aprobados de previo para ser ejecutados por los interesados.
Art. 39 Autorización previa.
Para la ejecución de una investigación, el proyecto o programa, deberá de
previo pedir la autorización de las autoridades formales o tradicionales de
las comunidades indígenas o afro-descendientes del territorio o comunidad,
según corresponda, y contar con el aval del Consejo Regional respectivo.
Art. 40 Seguridad de las investigaciones en medicina tradicional
ancestral .
Las investigaciones deberán realizarse de manera integral, evitando considerar
aspectos aislados de la cultura y habitat de las comunidades, debiendo por
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tanto usar métodos que no atentcn contra la seguridad ind iv idua l , la
comunidad y e! medio ambiente. Los proyectos e investigaciones deben
también contemplar el impacto negativo o positivo que se producen a la
cultura a los recursos naturales o la biodiversidad en el uso y tratamiento de
la medicina tradicional ancestral.
Art. 41 Acuerdos contractuales.
La realización de estudios sobre los recursos de la biodivcrsidad en territorios
de los pueblos indígenas y afro-descendientes, por parte de Universidades,
Centros o Institutos de Estudios e Investigación y otras personas, naturales
o jurídicas, podrán realizarse previos acuerdos contractuales con las autoridades
indígenas o afro-descendientes, supervisados por el Ministerio de Salud y las
autoridades municipales o regionales, según el caso, quienes deberán garantizar
los derechos y demás prerrogativas de los miembros de estos territorios, de
manera colectiva o individual .
Copia de estos acuerdos serán remitidos al Ministerio del Ambiente y de los
Recursos Naturales y al Consejo Regional que corresponda para su control
y seguimiento.
Arl. 42 Contrapartes necesarias en los procesos de investigación.
Los Centros e Institutos de Estudio e Investigación de las Universidades
comunitarias de la Costa Atlántica, deberán participar como contrapartes
necesarias en los estudios e investigaciones, cuando se realicen en el ámbito
de las Regiones Autónomas.
Art. 43 De los convenios de cooperación científico técnica.
Los Consejos Regionales, Departamentales y Munic ipales de Salud, las
Comisiones Comunitarias de Salud, el Ministerio de Salud a través de la
Dirección General Servicios de Salud, los Gobiernos Regionales Autónomos
a través de las Secretarías de Salud, en coordinación con las autoridades
indígenas y afro-descendientes, podrán establecer convenios de cooperación
c ien t í f i co- técn ica con i n s t i t u c i o n e s y organizac iones nacionales e
in ternac ionales , para el fortalecí miento de las inves t igac iones y
capacitaciones en medicina tradicional ancestral.
Art. 44 Apoyo institucional a la investigación.
F.l Ministerio de Salud a través de la Dirección General de Servicios de Salud,
las Secretarías Regionales de Salud, los Consejos Regionales, Departamentales
y Municipales de Salud, Comisiones Comunitarias de Salud y los representantes
de los pueblos y comunidades indígenas y afro-descendientes, podrán brindar
el apoyo técnico necesario, en la medida de sus posibilidades a toda persona
natural o jurídica, que demuestre capacidad para aportar conocimientos y
experiencias, que sean de utilidad para el desarrollo y fortalecimiento de la
medicina tradicional ancestral.
CAPÍTULO 111
DE LA RETRIBUCIÓN DE BENEFICIOS
Art. 45 Retribución equitativa y justa de los beneficios.
Los acuerdos contractuales para el acceso a los conocimientos tradicionales
y prácticas de los pueblos y comunidades indígenas, comunidades de afro-
descendientes y demás población involucrada, colectiva o individualmente,
relacionada con la medicina tradicional ancestral, deberán contemplar el
pago de una retribución equitativa y justa, directa o indirecta, a los pueblos
y comunidades indígenas y afro-descendientes por los beneficios del
conocimiento tradicional.
Art. 46 Garantía de distribución equitativa de beneficios.
El Estado de Nicaragua, a través de la instancia competente y en coordinación
con las autoridades tradicionales o formales de la comunidad, territoriales
municipales y regionales, en su caso, deberá establecer los mecanismos
necesarios, que garanticen una distribución equitativa de los beneficios que
generen las investigaciones científicas, derechos de autor, patentes y otros.
Art. 47 Reinvers ión de beneficios para la sostenibilidad de los
recursos naturales .
El Estado velará por que toda persona o colectividad, que sea beneficiada con
la distribución de beneficios, producto de las investigaciones a que se refieren
los artículos anteriores, invierta un porcentaje de dichos beneficios, en
programas o proyectos de conservación, protección y fomento de los
recursos naturales y la biodivcrsidad del lugar, que permita la revitalización
y mantener la sostenibilidad de la materia prima para la medicina tradicional
ancestral, lil reglamento de esta Ley definirá el porcentaje y procedimientos
respectivos.
CAPÍTULO IV
DE LAS PLANTAS MEDICINALES
Art. 48 Declaratoria de interés nacional.
Para efectos de esta ley se declara de interés nacional a las plantas
medicinales. El uso y aprovechamiento sosteniblc de las plantas medicinales
se debe hacer conforme a lo establecido en la Ley No. 217, Ley del Medio
Ambiente y los Recursos Naturales y se realizará en armonía con el interés
social, cultural , ambiental, sanitario y económico del país.
Art. 49 Clasificación de los productos de la medicina natural .
Las plantas medicinales y sus me/clas, así como los preparados obtenidos
de plantas en sus diversas formas, quedan sujetas al régimen de las fórmulas
magistrales, preparados medicinales o especialidades farmacéuticas, según
proceda y con las especificaciones que el Reglamento de esta Ley estable/ca.
Art. 50 Del listado de plantas medicinales.
El Min i s t e r i o de Salud, deberá dar a conocer públ icamente mediante
Resolución Ministerial, un listado actualizado de plantas medicinales, cuya
calidad y cantidad de principios activos, tengan propiedades terapéuticas
para la salud humana. Así mismo dar a conocer la existencia de plantas tóxicas
y las medidas a tomar en caso de sobredosis por consumo. Esta Resolución
Min i s t e r i a l servirá de base para la elaboración de la Guía Terapéutica
N a c i o n a l .
Art. 51 Criter ios apl icables en el aprovechamiento de p lantas
m e d i c i n a l e s .
til aprovechamiento sostcnible de plantas medicinales, sobre la base del
listado oficial que se obtenga con la colaboración de curanderos o curanderas,
terapeutas tradicionales, agentes de salud tradicionales o especialistas del
entendimiento o conocimiento ancestral, las Universidades y Centros de
Estudios e Investigación de medicina tradicional ancestral, deberá sustentarse
en la realización de acciones, orientadas a la gestión ambiental y distribución
de beneficios económicos justos y equitativos obtenidos de ellas y al respeto
c u l t u r a l y tradicional de los pueblos y comunidades indígenas y afro-
descendientes y demás población en particular.
Art. 52 Guía Terapéutica Nacional,
F,l Ministerio de Salud, en conjunto con las instituciones u organi/aciones
especializadas en la materia, elaborará, aprobará y pondrá en vigencia, la
Guía Terapéutica Nacional de las plantas medicinales disponibles en el país,
con el fin de sistematizar y dar a conocer los usos de las mismas, en beneficio
de la salud humana.
La Guía Terapéutica Nacional, antes de ponerse en vigencia deberá ser
consultada con el Consejo Nacional de Salud Intercultural.
Art. 53 Educación en medicina tradicional ancestral.
Las Universidades e instituciones similares que ofrezcan las carreras de
Medicina, Psicología, Enfermería, y Farmacia y otras ciencias relacionadas
con la salud, deberán contemplar en sus programas de estudios, asignaturas
sobre medicina tradicional ancestral, salud intcreultural, plantas medicinales,
sus generalidades, identificación, usos, componentes, haciendo énfasis en las
que existen en el país y en los conocimientos y habilidades de la medicina
tradicional ancestral.
Art. 54 Medicina tradicional ancestral en la atención en salud.
El Ministerio de Salud a través de la red de unidades de servicios de salud
pública, podrá complementar su atención con el uso de medicina tradicional
ancestral.
Las políticas y planes estratégicos del Ministerio de Salud, se orientarán al
cumplimiento de esta disposición.
Art. 55 Capacitación en Medicina Tradicional Ancestral.
El Ministerio de Salud a través de la red de unidades de servicios de salud
pública, con el apoyo de curanderos o curanderas, terapeutas tradicionales,
agentes de salud tradicionales o especialistas del entendimiento o conocimiento
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ancestral, deberán diseñar e implementar programas de capacitación e
interrelación, a promotores y personal de salud, como médicos, medicas,
enfermeras, enfermeros y auxiliares, así como al personal técnico que
supervisarán la utilización correcta de las terapias.
Art. 56 Participación en eventos sobre medicina tradicional ancestral.
F,l Minister io de Salud, los Gobiernos Regionales Autónomos y otras
instituciones del Rstado, deberán promover y asegurar la participación de
representantes de los pueblos y comunidades indígenas y afro-descendientes
y población en particular, colectiva o individual, gremios u organizaciones
sin fines de lucro y profesionales de la salud vinculados al tema, en los eventos
regionales, nacionales, e internacionales que se realicen sobre medicina
tradicional ancestral.
TÍTULO IV
OBLIGACIONES DEL ESTADO
DISPOSICIONES DISCIPLINARIAS, TRANSITORIAS Y
FINALES
CAPÍTULO I
DE LAS OBLIGACIONES DEL ESTADO
Art. 57 Obligaciones del Estado y sus instituciones.
El Kslado y sus instituciones están obligados a:
a) Facilitar el derecho de los pueblos y comunidades indígenas y afro
descendientes, población en particular, de manera colectiva, famil iar o
personal, a disfrutar, enriquecer y transmitir por medios pertinentes, su
cultura, idiomas y demás costumbres y tradiciones;
b) Garantizar la participación de los miembros de los pueblos indígenas y
afro- descendientes en las decisiones y actividades que tienen que ver con sus
territorios y el uso de los recursos naturales;
c) Apoyar la realización de las asambleas u otras actividades propias de la
tradición de los pueblos indígenas y afro-descendientes; y
d) [''acuitar la divulgación y promoción de la Medicina Tradicional Ancestral,
en eventos científicos, foros, seminarios, talleres y demás actividades que
se realicen sobre el tema.
CAPÍTULO II
DE LAS INFRACCIONES Y SANCIONES
Art. 58 Órganos competentes para la aplicación de sanciones.
til Ministerio de Salud y las Secretarias Regionales de Salud, aplicarán
sanciones a cualquier violación de las disposiciones establecidas en la
presente Ley y su reglamento, de acuerdo a sus competencias.
ti Ministerio de Salud y las Secretarías Regionales de Salud, conocerán e
investigarán las infracciones, apoyándose eon las autoridades municipales,
territoriales, comunales, autoridades formales y tradicionales del lugar donde
se cometió la infracción, valorando la gravedad de la misma y aplicando las
sanciones graduales correspondientes en el marco de su competencia, sin
perjuicio de las responsabilidades penales y civiles a que tenga que sujetarse
el infractor.
La sanción aplicada a un miembro de los pueblos indígenas y afro descendientes,
deberá ser informada de inmediato a las autoridades correspondientes del
territorio o comunidad al que pertenece, para su conocimiento, seguimiento
y control.
Art. 59 Infracciones.
Son infracciones a la presente ley:
a) Uso de la medicina tradicional ancestral en perjuicio personal, familiar,
colectivo o de terceros;
b) Operar establecimientos no certificados por la autoridad competente; y
c) Violar, en el ejercicio de la medicina tradicional ancestral, los principios
establecidos.
Art. 60 Sanciones administrat ivas aplicables.
Las infracciones a la presente Ley serán sancionadas con:
a) Cancelación del documento de certificación del curandero o curandera,
terapeuta t r ad ic iona l , agente de salud t radic ional o especialista del
entendimiento o conocimiento ancestral, por parte del Ministerio de Salud
o las Secretarias Regionales de Salud;
b) La inhabilitación y subsecuente cierre del establecimiento de medicina
tradicional ancestral por la autoridad competente; y
c) Ocupación de bienes, utensilios de trabajo y productos de medicina
tradicional ancestral por la autoridad competente.
Art. 61 Gradualidad de las sanciones. Recursos.
E\o de la presente Ley establecerá los procedimientos especiales
para la clasificación y aplicación gradual de las sanciones, así como los
recursos a que tiene derecho la parte sancionada.
CAPÍTULO III
DISPOSICIONES TRANSITORIAS Y FINALES
Art. 62 No limitación de responsabilidades y derechos.
Ninguna de las disposiciones de la presente ley podrá interpretarse en el
sentido de disminuir, restringir o limitar las responsabilidades del Estado, ni
los derechos de los pueblos indígenas y afro-descendientes contenidas en la
Cons t i tuc ión Pol í t ica de la R e p ú b l i c a de Nicaragua, ins t rumentos
internacionales ratificados por Nicaragua y las leyes.
Art. 63 Traducción de la Ley.
La presente ley deberá ser traducida para su conocimiento y divulgación
efectiva, en las lenguas de los pueblos indígenas y afro-descendientes, que se
hablen en el país.
Art. 64 Reglamentación.
La presente Ley será reglamentada por el Presidente de la República en el
plazo establecido por la Constitución Política de la República de Nicaragua.
Art. 65 Vigencia.
La presente Ley entrará en vigencia a partir de su publicación en La Gaceta,
Diario Oficial.
Dada en la ciudad de Managua, en el Salón de Sesiones de la Asamblea Nacional
de la República de Nicaragua, a los veintinueve días del mes de marzo del año
dos mil once. Ing. Rene Núfte/ Télle/, Presidente de la Asamblea
Nacional. Dr. Wilfredo Navarro Moreira, Secretario de la Asamblea
Nacional .
Por tanto. Téngase como Ley de la República. Publíqucsc y Ejecútese,
Managua, ve in t i uno de j u n i o del año dos mil once. Daniel Ortega
Saavcdra, Presidente de la República de Nicaragua.
403*"
MINISTERIO DE GOBERNACIÓN
Reg. 9795 - M. 864251 - Valor C$ 965.00
ESTATUTOS ASOCIACIÓN IGLESIA
EVANGÉLICA REY DE REYES (ILERR)
CONSTANCIA DE INSCRIPCIÓN
El suscrito Director del Departamento de Registro y Control de Asociaciones
del Minis te r io de Gobernación, de la República de Nicaragua. HACE
CONSTAR. Que bajo el número perpetuo cuatro mil novecientos sesenta y
cuatro (4964), del folio número dos mil cuatrocientos sesenta y nueve al folio
número dos mil cuatrocientos setenta y seis (2469-2476), Tomo II, Libro:
DOCLAVO (12") que este Departamento lleva a su cargo, se inscribió la
entidad nacional denominada: "ASOCIACIÓN IGLESIA EVANGELISTICA
REY DE REYES" (IGLLRR). Conforme autorización de Resolución del
veintinueve de abril del año dos mil once. Dado en la ciudad de Managua, el
día nueve de mayo del año dos mil once. Deberán publicar en La Gaceta Diario
Oficial, los estatutos insertos en la escritura número Quince (15), Autenticado
por el Licenciado h'reddy Americo González Rivas, el día once de abril del
dos mil once, (f) Dr. Gustavo A. Sirias Quiro/., Director.
  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
ANEXO 12: Ley 369, Ley de Seguridad 
Transfusional 










  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
ANEXO 13: Ley 618, Ley General de 
Higiene y Seguridad del Trabajo 
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Áno. lIS LA presente Ley enlrará en vigencia a partir de su publicación 
por cualqUter medio de comunicación escrito, SiD perjuicio de su poslerior 
publicaeión en la Gaceta, Diario Oficial. 
Dado en la ciBdad de Managua. en la Sala de Sesiones de la Asamblea 
Nacional. a io6 diecinueve dias del mes de abril del año dos mil siete. lag. 
ReDé N6kz Tfllcz. Pres.idenle de la Asamblea Nacional.- Dr. Wllfredo 
Nava, .. Mortira, Secretario de la Asamblea NacioDal. 
Por ta.lD. Téncase como Ley de la República. PubJlquese y EjecúLese. 
Muapa.d8lidejuliodelañodosmilsiete.DANIELORTEGASAAVEDRA. 
PRESI~NTE DE LA REPUBUCA DE NICARAGUA. 
CASA DE GOBIERNO 
Gobitlno de Reconciliación y Unidad Nacional 
Uaida Nicaragua Triunfa 
ACUERDOPRESIDENCIALN'199-1OO7 
El Presidente de la República de Nicaragua 
CONSIDERANDO 
I 
Oue al celebrarse este día 23 de Junio el aniversario setenta y uno del 
nataliciodeesehombreinsigne.queMatagalpaviónacer,CarlosFonseca 
Amador, máximo continuador de la herencia de Sandino, y fundador del 
Frente Sandinista de Liberación Nacional, es ocasión más que oportuna 
rendir ltemenaje a su existencia, reconociendo la meritoria labor q ue en 
la ed~ión, las artes, la cultura y las ciencias, han desempeñado 
hl)fllbre& y mujeres de esta nueslra Nicaragua. 
U 
Que lamelen de la Independencia Cultural Rubén Darío fue creada en el 
año 1982, con la finalidad de reconocer a las graodes figuras que han 
coadyuvado a lo largo de nuestra hisloria, con la independencia política, 
económicaycultural,abonandocon ello a una mejor sociedad de hombres 
y mujeres libres, tal y como refrenda el proyecto de este Gobierno de 
Reconciliación y Unidad Nacional, Unida Nicaragua Triunfa. 
m 
Que Camerata Bach es una agrupación independiente que ha logrado 
estableoeriC como un punto de referencia en cuanto a calidad artística 
sereftenl, abriendo un camino para las generaciones futuras. Habiéndose 
dedicado en sus inicios al culLivo de la música de los grandes maestros 
univerAles. Camerata Bach comparte ahora esla disciplina con el 
rescate, preservación y difusión de la música nicaragüense en sus 
ámbitos c1úicos, popular, y folklórico: Auténticas joyas de la música 
nacion.' que ha.n sido salvadas del olvido. 
En uso de las facultades que le confiere la Constitución Política, 
ACUERDA 
Articulo J. Otorgar la Orden de la Independencia Cultural Rubén Darío, 
a la Camerata Bach, 
Artk.a. 2. Comunicar el presente Acuerdo a la Camerata Sacho 
Artie.a. J. El presente Acuerdo suFle sus efectos a partir de esta fecha. 
Publíquese en La Gaceta, Diario Oficial. 
Dado,om,laciudad de Managua, Casa de Gobierno, a los veintidós días 
dolm0s40julliodel año dos mil siele. DANIELORTEGA SAA VEDRA, 
Presidente de la República de Nicaragua. 
Gobierno de RKonciliaci6n y Unidad Nacional 
U.ida Nicaragua Triunfa 
ACUERDO PRESIDENCIAL N' 300-1007 
El Presidente de la Repúbl ica de Nicaragua 
CONSIDERANDO 
I 
Que al celebrarse este día 23 de Junio el aniversario selenta y uno del 
natalicio de ese hombre insigne, que Matagalpa vió nacer. Carlos Fonseca 
AlMdor, máximo continuador de la herencia de Sandina, y fundador del 
Frente Sandinista de Liberación Nacional, es ocasión más que oportuna 
rendir homenaje a su existencia, reconociendo la meritoria labor que en la 
educación, las artes, 1 a cultura y las ciencias, han desempeñado hombres y 
mujeres de esta nuestra Nicaragua, 
U 
Que la orden de la IndependenciaCulturat Rubén Daría fuecrea.daen el año 
1982, con la finalidad de reconocer a las grandes figuras que han coadyuvado 
a lo largo de nuestra historia, con la independencia política, económica y 
cultural, abonando con ello a una mejor sociedad de hombres y mujeres 
libres, tal y como refrenda el proyecto de este Gobierno de ReconcHiación 
y Unidad Nacional, Unida Nicaragua Triunfa. 
ID 
El Ballet Folklórico Macehuatl del maestro Alejandro Cuadra, cuyas 
técnicas del ballet clásico,las danzas modernas y afro caribei'ias, aplicadas 
por el maestro Alejandro Cuadra a nuestros bailes precolombinos, dieron 
como resultados espectáculos de éxito y excelente calidad de una novedosa 
expresión plástica. El Ballet Folklórico Macehuatl, dirigido hoy por los 
jóvenes coreógrafos, son un ejemplo ya que dedican su tiempo libre, sábados 
y domingos. para desarrollar el arte y la cultura a través de los ensayos, con 
el propósito de preservar la excelencia del grupo y dar lo mejor al público 
nicaragüense. 
En uso de las facultades que le confiere la Constitución Política, 
ACUERDA 
Articulo 1. Otorgar la Orden de la Independencia CulturaJ Rubén Darío. 
al Ballet Folklórico Macehuatl. 
Artkulol. Comunicar el presente Acuerdo al Ballel Folklórico Macehuall. 
Articulo 3. El presente Acuerdo surte sus efectos a partir de esta fecha. 
Publíquese en La Gaceta, Diario Oficial. 
Dado en la ciudad de Managua, Casa de Gobierno, a los veintidósdíasdel 
mes de junio del año dos mil siete. DANIEL ORTEGA SAAVEDRA. 
Presidente de la República de Nicaragua. 
Gobierno de Reconciliación y Unidad Nacional 
Unida Nicaragua Triunfa 
ACUERDO PRESIDENCIAL N' 30 1-2007 
El Presidente de la República de Nicaragua 
CONSIDERANDO 
I 
Que al celebrarse este día 23 de Junio el aniversario setenta y uno del 
natalicio de ese hombre insigne, que Matagalpa vió nacer. Carlos Fonseca 
Amador, máximo continuador de la herencia de Sandino, y fundador del 
4297 
  
 
 
 
 
 
 
 
 
ANEXO 14: Ley 224, Ley de Protección 
de los Derechos Humanos de los no 
Fumadores 



  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
ANEXO 15: Ley 820, Ley de Promoción, 
Protección y Defensa de los Derechos 
Humanos ante el VIH y Sida, Para su 
Prevención y Atención. 









  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
ANEXO 16: Ley 40, Ley de Municipios 
  
 
 
 
 
 
 
ANEXO 17: Ley 28, Estatuto de 
Autonomía de las Regiones de la Costa 
Atlántica de Nicaragua 
  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
ANEXO 18: Ley 392, Ley de Promoción 
del Desarrollo Integral de la Juventud 
  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
ANEXO 19: Ley 641, Código Penal  
 
 
